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SENTENCIA DE FECHA 2 DE FEBRERO DEL 1979

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha
72 (-I(, Enero de 1975.

C	 ccional.

aecurente:	 Altagracia Pandelo Peralta.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L- Hernández
Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy <lía 2 de febrero del 1979,
años 135' de la Independencia y 116' de la Restauración,
dicta en audiencia pública, corno Corte de Casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Alta-
grada Pandelo Peralta, dominicano, mayor de edad, casa-
do, empleado privado, residente en la calle 7, N 9 22, Jardi-
nes Metropolitanos de la ciudad de Santiago de los Caba-
Hen; cédula No. 46586 serie 31, contra la sentencia dictadael 22

coPia más adelante;

de enero de 1975, en sus atribuciones correccionales,
Por la Corte de Apelación de Santiago, cuyo dispositivo se

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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SENTENCIA DE FECHA 2 DE FEBRERO DEL 1979

sentencia impu gnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha
22 de Enero de 1975.

)ratería; Correccional.

gecu rede: José Altagracia Pandelo Peralta.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L Hernández
Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 2 de febrero del 1979,
años 135' de la Independencia y 116' de la Restauración,
dieta en audiencia pública, como Corte de Casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Alta-
gracia Pandelo Peralta, dominicano, mayor de edad, casa-do, empleado privado, residente en la calle 7, N 9 22, Jardi-
nes Metropolitanos de la ciudad de Santiago de los Caba-
lleros, cédula No. 46586 serie 31, contra la sentencia dictada
e122 de enero de 1975, en sus atribuciones correccionales,
Ipria mla tratededlaenAtep; clación de Santiago, cuyo dispositivo se

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación, levantada e
Secretaría de la Corte a-qua, el 31 de enero de 1975, a
querimiento del Dr. Joaquín Ricardo Balaguer, cédula
39035, serie lra., en representación del recurrente José

tagracia Pandelo Peralta, en la cual no se propone n
medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber
berado y vistos los artículos 49 de la Ley 241 de 1967,
Tránsito de Vehículos; 1383 del Código Civil, y 1 y 65
Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mo
de un accidente de tránsito ocurrido en la ciudad de S»
tiago el 3 de agosto de 1973, en el que varias personas re
sultaron con lesiones corporales, la Tercera Cámara Pent:

del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
Santiago, dictó en sus atribuciones correccionales, el 4 &
diciembre de 1973 una sentencia cuyo dispositvo se copii
más adelante, inserto en el de la ahora impugnada; b) go
sobre los recursos interpuestos intervino el 22 de enero &
1975, la sentencia ahora impugnada en casación cuyo di
sitivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara bueno y
do en cuanto a la forma el recurso de apelación interp
por el Dr. Joaquín Ricardo Balaguer, a nombre y represo'
tación del señor José Altagracia Pandelo, prevenido y Pe
sone civilmente responsable y la Compañía de Seguros'
Rafael', C. por A., contra sentencia de fecha cuatro (4)
mes de diciembre del afilo mil novecientos setenta y
(1973), dictada por la Tercera Cámara Penal del Juzga(17
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santia go, .
yo dispositivo copiado textualmente dice así: 'Primero : Q1.,
debe pronunciar y pronuncia el defecto contra al nombra12.
José Altagracia Pandelo Peralta, por no haber comparto-

a esta audiencia a pesar de haber sido legalmente citado;
se gundo: Que debe declarar y declara al nombrado José
Altagracia Pandelo Peralta, culpable de violar los Arts. 49,
el. 74 y 97 de la Lcr 241, y en consecuencia lo debe conde-
nar y condena a RD$10.00 (Diez Pesos Oro) de multa y cos-
tas; Tercero: Que debe declarar y declara al nombrado Ro-
que Belarminio Batista Filpo, no culpable de violar la Ley
241, sobre tránsito de vehículos de motor y en consecuen-

a se descarga de toda responsabilidad por no haber come-
do falta en el presente accidente, declarando en cuanto a
las costas de oficio; Cuarto: Que debe declarar y declara
enas y válidas en cuanto a la forma las constituciones en

e civil intentadas por los señores Armando Antonio
zález y Julio Antonio Cordero, por mediación de sus

gados constituidos y apoderados especiales Dres. Berto
Veloz y Héctor Valenzuela, y en cuanto al fondo se con-
a al señor José Altagracia Pandelo Peralta, al pago de

s siguientes indemnizaciones: RD$1,000 00 (Un Mil Pesos
o) a favor de Julio Antonio Cordero, como justa repara-

ción por los daños y perjuicios morales y materiales expe-
rimentados por ellos a consecuencia de las lesiones recibi-
das por ellos en el accidente; Quinto: Que debe condenar al
señor José Altagracia Pandelo Peralta, al pago de los inte-
reses legales de las sumas acordadas en principal a partir
de la demanda en justicia a título de indemnización suple-
mentaria; Sexto: Que debe declarar y declara la presente
sentencia, común, oponible y ejecutable a la Compañía de
Seguros San Rafael, C. por A., en su calidad de entidad ase-
guradora de la responsabilidad civil del señor José Altagra-
cia Pandelo Peralta; Séptimo: Que debe condenar y conde-
na al señor José Altagracia Pandelo Peralta, y a la Compa-
ñ ia San Rafael, C. por A., al pago de las costas civiles del
procedimiento, con distracción de las mismas en provecho
de los Dres. Berto Veloz y Héctor Valenzuela, abogados que
afi rman haberlas avanzado en su mayor parte';— SEGUN-
DO: Pronuncia el defecto contra cl prevenido José Altagra-
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación, levantada en
Secretaría de la Corte a-qua, el 31 de enero de 1975, a
querimiento del Dr. Joaquín Ricardo Balaguer, cédula
39035, serie Ira., en representación del recurrente José
tagracia Pandelo Peralta, en la cual no se propone ni
medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber del

berado y vistos los artículos 49 de la Ley 241 de 1967,
Tránsito de Vehículos; 1383 del Código Civil, y 1 y 65
Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en lo
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido en la ciudad de Sas-
tiago el 3 de agosto de 1973, en el que varias personas te
sultaron con lesiones corporales, la Tercera Cámara Peal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial te
Santiago, dictó en sus atribuciones correccionales, el 4de
diciembre de 1973 una sentencia cuyo dispositvo se color

más adelante, inserto en el de la ahora impugnada; b)
sobre los recursos interpuestos intervino el 22 de enero&
1975, la sentencia ahora impugnada en casación cuyo disPr
sitivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara bueno y vál
do en cuanto a la forma el recurso de apelación interpueso
por el Dr. Joaquín Ricardo Balaguer, a nombre y represen'
ración del señor José Altagracia Pandelo, prevenido y Per

sona civilmente responsable y la Compañía de Seguros So.
Rafael', C. por A., contra sentencia de fecha cuatro (4) de
mes de diciembre del año mil novecientos setenta y

(1973), dictada por la Tercera Cámara Penal del J
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiag
yo dispositivo copiado textualmente dice así: 'Primero:
debe pronunciar y pronuncia el defecto contra al nomb
José Altagracia Pandelo Peralta, por no haber campar&

a esta audiencia a pesar de haber sido legalmente citado;
segundo: Que debe declarar y declara al nombrado José
Altagracia Pandelo Peralta, culpable de violar los Arts. 49,
el, 74 y 97 de la Ley 241, y en consecuencia lo debe conde-
nar y condena a RD$10.00 (Diez Pesos Oro) de multa y cos-
tas; Tercero: Que debe declarar y declara al nombrado Ro-
que Belarminio Batista Filpo, no culpable de violar la Ley
241, sobre tránsito de vehículos de motor y en consecuen-
cia se descarga de toda responsabilidad por no haber come-
tido falta en el presente accidente, declarando en cuanto a
él las costas de oficio; Cuarto: Que debe declarar y declara
buenas y válidas en cuanto a la forma las constituciones en
-parte civil intentadas por los señores Armando Antonio
González y Julio Antonio Cordero, por mediación de sus
abogados constituidos y apoderados especiales Dres. Berto

veloz y Héctor Valenzuela, y en cuanto al fondo se con-
al señor José Altagracia Pandelo Peralta, al pago de

las siguientes indemnizaciones: RDS1,000 . 00 (Un Mil Pesos
Oro) a favor de Julio Antonio Cordero, como justa repara-
ción por los daños y perjuicios morales y materiales expe-
rimentados por ellos a consecuencia de las lesiones recibi-
das por ellos en el accidente; Quinto: Que debe condenar al
señor José Altagracia Pandelo Peralta, al pago de los inte-
reses legales de las sumas acordadas en principal a partir
de la demanda en justicia a título de indemnización suple-
mentaria; Sexto: Que debe declarar y declara la presente
sentencia, común, oponible y ejecutable a la Compañía de
Seguros San Rafael, C. por A., en su calidad de entidad ase-
guradora de la responsabilidad civil del señor José Altagra-
cia Pandelo Peralta; Séptimo: Que debe condenar y conde-
na al señor José Altagracia Pandelo Peralta, y a la Compa-
ñía San Rafael, C. por A., al pago de las costas civiles del
Procedimiento, con distracción de las mismas en provecho
de los Ores. Berto Veloz y Héctor Valenzuela, abogados que
afirman haberlas avanzado en su mayor parte';— SEGUN-
DO : Pronuncia el defecto contra el prevenido José Altagra-
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cia Pandelo Peralta, por no haber comparecido a la audien.
cia estando legalmente citado;— TERCERO: Declara regu.
lar la intervención hecha en audiencia por la parte civil
constituida;— CUARTO: Modifica el Ordinal Cuarto de la
sentencia recurrida en el sentido de reducir a Quinientos
Pesos Oro (RDS500.00) la indemnización acordada en favor
de Armando Antonio González y también a Quinientos
Pesos Oro (RD$500.00) la acordada a favor de Julio Antonio
Cordero, como justa reparación por los daños y perjuicios
morales y materiales experimentados por ellos, corno con-
secuencia de las lesiones que recibieron en el accidente de
que se trata;— QUINTO: Confirma la sentencia recurrida
en sus demás aspectos;— SEXTO: Condena al señor José
Altagracia Pandelo Peralta y la Compañía de Seguros 'San
Rafael, C. por A.', al pago de las costas civiles de la pre-
sentei nstancia, ordenando su distracción en provecho de los
Dres• Berto Veloz Y Héctor Valenzuela, abogados que afir-
man haberlas avanzado en su totalidad";— SEPTIMO: Con,
dena a José Altagracia Pandelo Peralta, al pago de las cos-
tas penles";

Considerndo, que la Corte aitm, mediante la pondera-
ción de los elementos de juicio regularmente administrados
en la instrucción de la causa, para condenar al prevenido
José Altagracia Pandelo Peralta, por el delito puesto a su
cargo, dio por establecido lo siguiente: a) que el 3 de agos-
to de 1973, ocurrió un accidente de tránsito en la ciudad de
Santiago, en el cual el carro placa No. 125-840, conducido
por su propietario José Altagracia Pandelo Perita, en di-
rección Norte a Sur por la calle "Benito Monción" de la
ciudad de Santiago, al internarse en la calle "16 de Agos-
to", chocó con el vehículo (carro) placa No. 210-993 el cual
transitaba por la referida vía en dirección Este a Oeste; b)
que en el accidente resultaron con lesiones corporales Ro-
que Belarminio Batista curables después de 5 y antes de
10 días; Armando Antonio González curables después de los
20 y antes de 30 días; Julio Antonio Cordero, curable des-

Pu
és de los 20 y antes de los 30 días; e) que el accidente se

debió a la falta del prevenido al conducir su vehículo a ex-
ceso de velocidad dentro de la zona urbana;

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran a cargo del prevenido recurrente, el delito de golpes y
heridas por imprudencia ocasionados con el manejo de un
vehículo de motor, previsto por el artículo 49 de la Ley
No. 241 de 1967 sobre Tránsito y Vehículos y sancionado
en la letra "C" de dicho texto legal con las penas de seis
meses a dos años de prisión y multa de RD$100.00 a Rin.-
500.00, cuando la enfermedad o la imposibilidad de la víc-
tima para dedicarse al trabajo durare, corno ocurrió en la
especie con una de las víctimas, veinte días o más; que al
condenar al prevenido al pago de una multa de RD$10.00,
la Corte a-qua, sin acoger circunstancias atenuantes, le apli-
có una sanción inferior a la indicada por la Ley, pero dicha
sanción no podía ser aumentada en ausencia de recurso
del Ministerio Público:

Considerando, que asimismo, la Corte a.qua dio por
establecido que el hecho del prevenido José Altagracia Pan-
delo Peralta había ocasionado a Armando Antonio Gonzá-
lez y Julio Antonio Cordero, constituidos en parte civil,
daños y perjuicios, materiales y morales, cuyos montos
apreció soberanamente en las sumas de RD$500.00 para
Armando Antonio González y RD$500.00 para Julio Anto-
nio Cordero; que al condenar a José Altagracia Pandelo Pe-
ralta en su doble condición de conductor y propietario del
vehículo causante del accidente, al pago de esas sumas y al
Pago de los intereses legales de las mismas, a título de in-
demnización principal e indemnización complementaria so-
lic itada, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación del ar-
tículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del
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cia Pandelo Peralta, por no haber comparecido a la audien.„.
cia estando legalmente eitado;— TERCERO: Declara regu.
lar la intervención hecha en audiencia por la parte civil
constituída;— CUARTO: Modifica el Ordinal Cuarto de la
sentencia recurrida en el sentido de reducir a Quinientos
Pesos Oro (RD$500.00) la indemnización acordada en favor
de Armando Antonio González y también a Quinientos
Pesos Oro (RD$500.00) la acordada a favor de Julio Antonio
Cordero, como justa reparación por los daños y perjuicios
morales y materiales experimentados por ellos, corno con-
secuencia de las lesiones que recibieron en el accidente de
que se trata;— QUINTO: Confirma la sentencia recurrida
en sus demás aspectos; SEXTO: Condena al señor José
Altagracia Pandelo Peralta y la Compañía de Seguros 'San 4
Rafael, C. por A.', al pago de las costas civiles de la pre- I
sentei nstancia, ordenando su distracción en provecho de los
Dres• Berto Veloz Y Hedor Valenzuela, abogados que afir-
man haberlas avanzado en su totalidad";— SEPTII410: Con'
dena a José Altagracia Pandelo Peralta, al pago de las cos-
tas penles":

Considerndo, que la Corte a-qua, mediante la pondera-
ción de los elementos de juicio regularmente administrados
en la instrucción de la causa, para condenar al prevenido
José Altagracia Pandelo Peralta, por el delito puesto a su
cargo, dio por establecido lo siguiente: a) que el 3 de agos-
to de 1973, ocurrió un accidente de tránsito en la ciudad de.
Santiago, en el cual el carro placa No. 125-840, conducido
por su propietario José Altagracia Pandelo Perita, en di-
rección Norte a Sur por la calle "Benito Monción" de la
ciudad de Santiago, al internarse en la calle "16 de Agos-
to", chocó con el vehículo (carro) placa No. 210-993 el cual
transitaba por la referida vía en dirección Este a Oeste; b)
que en el accidente resultaron con lesiones corporales Ro-
que Belarminio Batista curables después de 5 y antes de
10 días; Armando Antonio González curables después de loS
20 y antes de 30 días; Julio Antonio Cordero, curable des-

pués de los 20 y antes de los 30 días; c) que el accidente se
debió a la falta del prevenido al conducir su vehículo a ex-
rejo de velocidad dentro de la zona urbana;

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran a cargo del prevenido recurrente, el delito de golpes y
heridas por imprudencia ocasionados con el manejo de un
vehículo de motor, previsto por el artículo 49 de la Ley
No. 241 de 1967 sobre Tránsito y Vehículos y sancionado
en la letra "C" de dicho texto legal con las penas de seis
meses a dos años de prisión y multa de RD$100.00 a RDS.-
500.00, cuando la enfermedad o la imposibilidad de la víc-
tima para dedicarse al trabajo durare, como ocurrió en la
especie con una de las víctimas, veinte días o más; que al
condenar al prevenido al pago de una multa de RDS10.00,
la Corte a-qua. sin acoger circunstancias atenuantes, le apli-

có una sanción inferior a la indicada por la Ley, pero dicha
sanción no podía ser aumentada en ausencia de recurso
del Ministerio Público:

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio por
establecido que el hecho del prevenido José Altagracia Pan-
delo Peralta había ocasionado a Armando Antonio Gonzá-
lez y Julio Antonio Cordero, constituidos en parte civil,
daños y perjuicios, materiales y morales, cuyos montos
apreció soberanamente en las sumas de RD$500.00 para
Armando Antonio González y RD$500.00 para Julio Anto-
nio Cordero; que al condenar a José Altagracia Pandelo Pe-
ralta en su doble condición de conductor y propietario del
vehículo causante del accidente, al pago de esas sumas y al
Pego de los intereses legales de las mismas, a título de in-
demnización principal e indemnización complementaria so-
licitada, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación del ar-
tículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del
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prevenido recurrente, no contiene ningún vicio que 2114.
fique su casación;

Por tales motivos, Unico: Rechaza el recurso de casa.
ción interpuesto por José Altagracia Pandelo Peralta, con•
tra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de San,
tiago, en sus atribuciones correccionales, el 22 de enero de
1975. cuyo dispositivo se copia en parte anterior del pre-
sente fallo, y lo condena al pago de las costas penales.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E Ra.
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpi.
dio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Barrista
Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joa-
quín L. Hernández. Espaillat.— Ernesto Curiel hijo. &cre•
ta do General

La presente sentencia ha sido dada y firmada por lol
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada porr mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 2 DE FEBRERO DEL 1979

sotencla Impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de

fecha 22 de diciembre de 1971

Materia: Correccional.

Becurrerdes, Eladio Silverio Almonte, Rafael Bobea M., y la Com-
pañia de Seguros, C. por A.

Interviniente: Diodoro Mercado.
.oto vados: Dres. Horacio Morillo Vásoun, Tirso A. Mercado Nú-

ñez y Francisco A. Catalina Martínez.

Dios, Patria y Libertad,

11,1111	
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar. Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández
Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 2 del mes de Febrero
del año 1979, años 135' de la Independencia y 116' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como Corte de Casa-
ción, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Eladio Silverio Almonte, dominicano, mayor de
edad, soltero, mecánico, domiciliado en la calle Prof. Amia-

iSt rna Gómez No. 82 de esta ciudad, cédula No. 142450, serie
lra.; Rafael Bobea M., dominicano, mayor de edad, domici-
liado en la Avenida Lope de Vega No. 48 de esta ciudad,
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prevenido recurrente, no contiene ningún vicio que justo,
fique su casación;

Por tales motivos, Unico: Rechaza el recurso de casa.
ción interpuesto por José Altagracia Pandelo Peralta, con-
tra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de San-
tiago, en sus atribuciones correccionales, el 22 de enero de
1975, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del pre-
sente fallo, y lo condena al pago de las costas penales.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E Ra.
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpi-
dio Boros.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista
Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joa-
quín L. Hernández Espaillat.— Ernesto Curiel hijo, Secre.
tario General

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del dia, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada porr mi, Secretario General. que
certifico. (Fdo.): Ernesto Curiel hijo.

SSENTENCIA DE FECHA 2 DE FEBRERO DEL 1979

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de
fecha 22 de diciembre de 1976

Materia : Correccional.

Recurrentes, Eladio Silverio Almonte. Rafael Bobea M., y la Com-
pañía de Seguros, C. poi A.

Interviniente: Diodoro Mercado.

Algades: Dres. Horacio Morillo Vásquzz, Tirso A. :Mercado Nú-
ñez y Francisco A. Catalino Martínez.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Bcras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández
Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 2 del mes de Febrero
del año 1979, años 135' de la Independencia y 116' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como Corte de Casa-
ción, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
,

!

* mente por Eladio Silverio Almonte, dominicano, mayor de
• edad , soltero, mecánico, domiciliado en la calle Prof. Amia-

ma Gómez No. 82 de esta ciudad, cédula No. 142450, serie
1ra.; Rafael Bobea M., dominicano, mayor de edad, domici-
liado en la Avenida Lope de Vega No. 48 de esta ciudad,
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cédula No. 14892, serie 23, y la Unión de Seguros, C. por A.,
con su domicilio principal en la casa marcada con el No. 48
de la calle San Luis de la ciudad de Santiago; contra la sen-
tencia de la Corte de Apelación de San Cristóbal, dictada
el 22 de diciembre de 1976, en sus atribuciones corre cciona-
les, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Horacio
Morilo Vásquez, cédula No. 32215, serie Ira., por sí y por
los Dres. Tirso A. Mercado Núñez, cédula No. 44267, serie
Ira., y Francisco A. Catalino Martínez, abogados del inter-
viniente Diódoro Mercado, dominicano, mayor de edad, ca-
sado, empleado privado, domiciliado en la calle Juan Erazo
No. 50 de esta ciudad cédula No. 50812, serie Ira.;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

•
Vista el acta de los recursos de casación levantada en

la Secretaría de la Corte a-qua, el 19 de enero de 1977, a
requerimiento de los Dres. Bolívar Soto Montás y José Do-
lores Alcántara, cédulas Nos. 22718, serie 2 y 19629, serie 12,
en representación de los recurrentes, en cuya acta no se
indica ningún medio determinado de casación;

Visto el escrito del 3 de junio de 1977, firmado por los
abogados del interviniente:

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 37, 62 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido el 5 de febrero de 1972,
en el que resultó con lesiones corporales una persona, la
Quinta Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, dictó el 2 de noviembre de 1972, una sen-

ncia correccional cuyo dispositivo se copia más adelante;
b) que sobre las apelaciones interpuestas, la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo dictó en fecha 19 de noviembre
de 1973, la sentencia cuyo dispositivo se copia a continua-
ción: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido el re-
curso de apelación interpuesto por el Dr. J. 0. Viñas Bon-
nelly, a nombre y representación de Rafael Bobea (persona
civilmen te responsable) la compañía Unión de Seguros C.
por A., en fecha 28 de noviembre de 1972, contra la senten-
cia de fecha 2 de noviembre de 1972, dictada por la Quinta
Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero:
Se declara al nombrado Eladio Silverio, de generales que
constan culpable del delito de violación del artículo (gol-
pes y heridas involuntarios causados con el manejo o
conducción de vehículo de motor) curables después de 90
días y antes de 120 días, en perjuicio de Diódoro Mercado,
y en consecuencia se le condena a sufrir la pena de seis (6)
meses de prisión correccional y al pago de una multa de
Cien Pesos Oro (RD$100.00) y al pago de las costas pena-
les; Segundo: Se pronuncia el defecto en contra de Rafael
Bobea M., y la Compañía Unión de Seguros, C. por A., por
falta de concluir; Tercero: Se declara buena y válida en
cuanto a la forma la constitución en parte civil, hecha en
audiencia por el señor Diódoro Mercado por intermedio de
sus abogados Dres. Tirso A. Mercado N., Horacio Morillo
Vásquez y Francisco A. Catalino Martínez, en contra de los
señores Eladio Silverio Almonte en su doble calidad de pre-
venido y persona civilmente responsable por su hecho per-
sonal y Rafael Bobea M., en su calidad de persona civil-
mente responsable y la puesta en causa de la Compañía de
Seguros Unión de Seguros, C. por A., en calidad de entidad
aseguradora del vehículo que produjo el accidente por ha-
ber sido hecha conforme a la Ley; Quinto: En cuanto al fon-
do se condena conjuntamente a Eladio Silverio Almonte en

doble calidad de prevenido y persona civilmente respon-
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cédula No. 14892, serie 23, y la Unión de Seguros, C. por A.,
con su domicilio principal en la casa marcada con el No. 48
de la calle San Luis de la ciudad de Santiago; contra la sen-
tencia de la Corte de Apelación de San Cristóbal, dictada
el 22 de diciembre de 1976, en sus atribuciones correcciona-
les, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Horacio
Morilo Vásquez, cédula No. 32215, serie lra., por sí y por
los Dres. Tirso A. Mercado Núñez, cédula No. 44267, serie
Ira., y Francisco A. Catalino Martínez, abogados del inter-
viniente Diódoro Mercado, dominicano, mayor de edad, ca-
sado, empleado privado, domiciliado en la calle Juan Erazo
No. 50 de esta ciudad cédula No. 50812, serie lra.;

Oído el dictamen dei Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en
la Secretaría de la Corte a-qua, el 19 de enero de 1977, a
requerimiento de los Dres. Bolívar Soto Montás y José Do-
lores Alcántara, cédulas Nos. 22718, serie 2 y 19629, serie 12,
en representación de los recurrentes, en cuya acta no se
indica ningún medio determinado de casación;

Visto el escrito del 3 de junio de 1977. firmado por los
abogados del interviniente:

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 37, 62 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido el 5 de febrero de 1972,
en el que resultó con lesiones corporales una persona, la
Quinta Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, dictó el 2 de noviembre de 1972, una sen-

tencia correccional cuyo dispositivo se copia más adelante;
b) que sobre las apelaciones interpuestas, la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo dictó en fecha 19 de noviembre
de 1973, la sentencia cuyo dispositivo se copia a continua-
ción: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido el re-
curso de apelación interpuesto por el Dr. J. O. Viñas Bon-
nelly, a nombre y representación de Rafael Bobea (persona
civilmente responsable) la compañía Unión de Seguros C.
por A., en fecha 28 de noviembre de 1972, contra la senten-
cia de fecha 2 de noviembre de 1972, dictada por la Quinta
Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero:
Se declara al nombrado Eladio Silverio, de generales que
constan culpable del delito de violación del artículo (gol-
pes y heridas involuntarios causados con el manejo o
conducción de vehículo de motor) curables después de 90
días y antes de 120 días, en perjuicio de Diódoro Mercado,
y en consecuencia se le condena a sufrir la pena de seis (6)
meses de prisión correccional y al pago de una multa de
Cien Pesos Oro (RDS100.00) y al pago de las costas pena-
les; Segundo: Se pronuncia el defecto en contra de Rafael
Bobea M., y la Compañía Unión de Seguros, C. por A., por
falta de concluir; Tercero: Se declara buena y válida en
cuanto a la forma la constitución en parte civil, hecha en
audiencia por el señor Diódoro Mercado por intermedio de
sus abogados Dres. Tirso A. Mercado N., Horacio Morillo
Vásquez y Francisco A. Catalino Martínez, en contra de los

ñores Eladio Silverio Almonte en su doble calidad de pre-
enido y persona civilmente responsable por su hecho per-

sonal y Rafael Bobea M., en su calidad de persona civil-
mente responsable y la puesta en causa de la Compañía de
Seguros Unión de Seguros, C. por A., en calidad de entidad
aseguradora del vehículo que produjo el accidente por ha-
ber sido hecha conforme a la Ley: Quinto: En cuanto al fon-
do se condena conjuntamente a Eladio Silverio Almonte en

doble calidad de prevenido y persona civilmente respon-
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sable por su hecho personal y Rafael Bobea M., en su cali-
dad de persona civilmente responsable al pago A) una in-
demnización de Tres Mil Pesos Oro (RDS3,000.00) a favor
y provecho del señor Diódoro Mercado, como justa repara-
ción por los daños morales y materiales por ésta sufridos
como consecuencia del hecho antijurídico cometido por el
prevenido Eladio Silverio Almonte; B) de los intereses le-
gales de la suma acordada computados a partir de la fecha
de la demanda y hasta la total ejecución de la presente sen-
tencia, a título de indemnización complementaria, y C) de
las costas civiles con distracción de las mismas en provecho
de los Dres. Tirso A. Mercado N., Horacio Morillo Vásquez
y Franc i sco A. Catalino Martínez, abogados quienes afir-
man estarlas avanzando en su totalidad, abogados de la par-
te civil constituida; Quinto: Se declara la presente senten-
cia oponible con todas sus consecuencias legales en el as-
pecto civil a la compañía Unión de Seguros, C. por A., por
ser esta la entidad aseguradora del vehículo placa No. 84-
022, motor No. XG1140926 que produjo el accidente, me-
diante póliza No. SD-7274, con vigencia del 2 de octubre
de 1971, al 2 de octubre de 1972, de conformidad con lo dis-
puesto en el artículo 10 modificado de la Ley No. 4117, so-
bre Seguro Obligatorio de vehículos de motor'; por estar
dentro del plazo y demás formalidades legales; SEGUNDO:
Revoca la sentencia apelada en cuanto concierne a Rafael
Bobea M., persona civilmente responsable, puesta en causa
Y por propia autoridad y contrario imperio declara libre de
responsabilidad civil a la respectiva persona puesta en cau-
sa Rafael Bobea M., por no existir lazo de comitencia entre
el prevenido Eladio Silverio Almonte y el indicado Rafael
Bobea M., en sus mencionadas calidades; TERCERO: Y en
consecuencia descarga a Rafael Bobea M., de las condena-
ciones civiles; CUARTO: Declara la no oponibilidad de esta
sentencia a la Compañía de Seguros Unión de Seguros, C.
por A.; QUINTO: Confirma en sus demás aspectos la sen-
tencia apelada: SEXTO: Condena a la parte civil constitu í-

da al pago de las costas con distracción de las mismas en
provecho del Dr. J. O. Viñas Bonnelly, quien afirma haber-
las avanzado en su mayor parte"; e) que sobre recurso de
casación contra dicha sentencia, la Suprema Corte de Jus-
ticia dictó el 3 de marzo de 1976. la sentencia cuyo disposi-

nt
el Apelación

 correccionales el 19 de noviembre de 1973, cuyo dispo-

el siguiente: UNICO: Casa la sentencia de la Corte
!ación de Santo Domingo, dictada en sus atribucio-

sitivo se copia en parte anterior del presente fallo, en lo re-
lativo a los ordinales Segundo, Tercero y Cuarto, y envía
el conocimiento del asunto así delimitado, a la Corte de
Apelación de San Cristóbal"; d) que sobre el envío ordena-
do la Corte de Apelación de San Cristóbal dictó la sentencia
ahora impugnada cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRI-
MERO: Declara regulares y válidos los recursos de apela-
ción interpuestos por el Dr. J. O. Viñas Bonnelly, a nombre
y representación del señor Rafael Bobea M., persona civil-
mente responsable puesta en causa y de la Compañía Unión
de Seguros, C. por A., contra la sentencia dictada por la
Quinta Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional en fecha 2 de noviembre del año 1972, cu-
yo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Se declara al nom-
brado Eladio Silverio Almonte, de generales que constan,
culpable del delito de violación al artículo 49, letra a) de la
Ley No. 241, sobre Tránsito de Vehículos (golpes y heridas
involuntarios causados con el manejo o conducción de ve-
hículos de motor), curables después de 90 días y antes de
120 días en perjuicio de Diódoro Mercado, y en consecuen-
cia se le condena a sufrir la pena de seis (6) meses de pri-

ón correccional y al pago de una multa de Cien Pesos Oro
RD$100.00), y al pago de las costas penales; Segundo: Se

Pronuncia el defecto en contra de Rafael Bobea M., y la
Compañía de Seguros Unión de Seguros, C. por A., por fal-
ta de concluir; Tercero: Se declara buena y válida en cuan-
to a la forma la constitución en parte civil hecha en au-

pnr el señor Diódoro Mercado, por intermedio de
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sable por su hecho personal y Rafael Bobea M., en su cali-
dad de persona civilmente responsable al pago A) una in-
demnización de Tres Mil Pesos Oro (RD$3,000.00) a favor
y provecho del señor Diódoro Mercado, como justa repara-
ción por los daños morales y materiales por ésta sufridos
como consecuencia del hecho antijurídico cometido por el
prevenido Eladio Silverio Almonte; B) de los intereses le-
gales de la suma acordada computados a partir de la fecha
de la demanda y hasta la total ejecución de la presente sen-
tencia, a título de indemnización complementaria, y C) de
las costas civiles con distracción de las mismas en provecho
de los Dres. Tirso A. Mercado N., Horacio Morillo Vásquez
y Franc isco A. Catalino Martínez, abogados quienes afir-
man estarlas avanzando en su totalidad, abogados de la par-
te civil constituida; Quinto: Se declara la presente senten-
cia oponible con todas sus consecuencias legales en el as-
pecto civil a la compañía Unión de Seguros, C. por A., por
ser esta la entidad aseguradora del vehículo placa No. 84-
022, motor No. XG1140926 que produjo el accidente, me-
diante póliza No. SD-7274, con vigencia del 2 de octubre
de 1971, al 2 de octubre de 1972, de conformidad con lo dis-
puesto en el artículo 10 modificado de la Ley No. 4117, so-
bre Seguro Obligatorio de vehículos de motor'; por estar
dentro del plazo y demás formalidades legales; SEGUNDO:
Revoca la sentencia apelada en cuanto concierne a Rafael'
Bobea M., persona civilmente responsable, puesta en causa
' por propia autoridad y contrario imperio declara libre de
responsabilidad civil a la respectiva persona puesta en cau-
sa Rafael Bobea M., por no existir lazo de comitencia entre
el prevenido Eladio Silverio Almonte y el indicado Rafael
Bobea M., en sus mencionadas calidades; TERCERO: Y en
consecuencia descarga a Rafael Bobea M., de las condena-
ciones civiles; CUARTO: Declara la no oponibilidad de esta
sentencia a la Compañía de Seguros Unión de Seguros, C.
por A.; QUINTO: Confirma en sus demás aspectos la sen-
tencia apelada; SEXTO: Condena a la parte civil constitu í-
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da 
al pago de las costas con distracción de las mismas en

provecho del Dr. J. O. Viñas Bonnelly, quien afirma haber-
las avanzado en su mayor parte"; e) que sobre recurso de
casación contra dicha sentencia, la Suprema Corte de Jus-
tida dictó el 3 de marzo de 1976, la sentencia cuyo disposi-
tivo es el siguiente: UNICO: Casa la sentencia de la Corte
de Apelación de Santo Domingo, dictada en sus atribucio-
nes correccionales el 19 de noviembre de 1973, cuyo dispo-
sitivo se copia en parte anterior del presente fallo, en lo re-
lativo a los ordinales Segundo, Tercero y Cuarto, y envía
el conocimiento del asunto así delimitado, a la Corte de
Apelación de San Cristóbal"; d) que sobre el envío ordena-
do la Corte de Apelación de San Cristóbal dictó la sentencia
ahora impugnada cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRI-
MERO: Declara regulares y válidos los recursos de apela-
ción interpuestos por el Dr. J. O. Viñas Bonnelly, a nombre
y representación del señor Rafael Bobea M., persona civil-
mente responsable puesta en causa y de la Compañia Unión
de Seguros. C. por A., contra la sentencia dictada por la
Quinta Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional en fecha 2 de noviembre del año 1972, ca-
yo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Se declara al nom-
brado Eladio Silverio Almonte, de generales que constan,
culpable del delito de violación al artículo 49, letra a) de la
LeY No. 241, sobre Tránsito de Vehículos (golpes y heridas
involuntarios causados con el manejo o conducción de ve-
hículos de motor), curables después de 90 días y antes de

:120 días en perjuicio de Diódoro Mercado, y en consecuen-
cia se le condena a sufrir la pena de seis (6) meses de pri-
sión correccional y al pago de una multa de Cien Pesos Oro
(RD6100 00). , s al pago de las costas penales; Segundo: Se
tomineja el defecto en contra de Rafael Bobea M., y la
mpañía de Seguros Unión de Seguros, C. por A., por Pal-
de concluir; Tercero: Se declara buena y válida en cuan-

to a la forma la constitución en parte civil hecha en au-diendo Por el señor Diódoro Mercado, por intermedio de
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sus abogados Dres. Tirso A. Mercado N., Horacio
Vásquez y Francisco A. Catalino Martínez, en contra de los
señores Eladio Silverio Almonte, en su doble calidad de
prevenido y persona civilmente responsable por su hecho
personal y Rafael Bobea M., en su calidad de persona ci-
vilmente responsable y la puesta en causa de la Cía. Unió»
de Seguros, C. por A., en calidad de entidad aseguradora del
vehículo que produjo el accidente, por haber sido hecha
conforme a la Ley; Cuarto: En cuanto al fondo: Se condena
conjuntamente a Eladio Silverio Almonte en su doble cal.
dad de prevenido y persona civilmente responsable por su
hecho personal y Rafael Bobea M., en su calidad de persona
civilmente responsable, al pago de: a) una indemnización
de Tres Mil Pesos Oro (RD$3,000.00), en favor y provecho
del señor Diódoro Mercado, corno justa reparación por los
daños materiales y morales por éste sufridos como conse-
cuencia del hecho antijurídico cometido por el prevenido
Eladio Silverio Almonte; b) de los intereses de la suma
acordada, computados a partir de la fecha de la demanda
y hasta la total ejecución de la presente sentencia, a titulo
de indemnización complementaria; y c) de las costas chi-
les, con distracción de las mismas en provecho de los Dres.
Tirso A. Mercado N., Horacio Morillo Vásquez y Francisco
A. Castellanos Martínez, abogados de la parte civil consti•
tuída, quienes afirman estarlas avanzando en su totalidad;
Quinto: Se declara la presente sentencia oponible con todas
sus consecuencias legales en el aspecto civil, a la Compañia
Unión de Seguros, C. por A., por ser ésta la entidad asegte-
radora del vehículo Placa No. 84022, motor No. X0114926:
que produjo el accidente. mediante póliza No. SD-7274,
vigencia 2 de octubre de 1971 al 2 de octubre de 1972, do
conformidad con el articulo 10, modificado de la Ley
4117, sobre Seguro Obligatorio de vehículos de motor";
haberlo intentado en tiempo hábil y de acuerdo con las for-
malidades legales; asunto del cual se encuentra apoderada
esta Corte por envío que hiciera la Suprema Corte de J os-

unja, por su sentencia ae fecha 3 de marzo de 1976; SE
GODO: Declara que entre los señores Rafael Bobea M., y
Eladio Silverio Almonte, existieron lazos de comitente a
preposé en el momento en que el último manejaba un ve-
hículo de motor propiedad del primero, y con el cual origi-
nó un accidente, en consecuencia, condena a Rafael Bobea
M , a pagar la cantidad de Tres Mil Pesos Oro (RDS3,000.-
00)1 en favor de la persona constituida en parte civil, señor
Diódoro Mercado, por concepto de daños y perjuicios mo-
rales y materiales, que le han sido ocasionados, con motivo
del accidente, más los intereses legales de dicha suma a ti-
tulo de indemnización complementaria; TERCERO: Conde-
na a Rafael Bobea, al pago de las costas civiles y ordena la
distracció n de dichas costas, en provecho de los Dres. Tirso
A. Mercado N., Horacio Morillo Vásquez y Francisco A.
Catalino Martínez, quienes afirman haberlas avanzado en
su totalidad; CUARTO: Declara la presente sentencia, opo-
nible a la Compañía Unión de Seguros, C. por A., por ser
la entidad aseguradora del vehículo que ocasionó los daños
y perjuicios";

Considerando, que en cuanto a los recursos interpues-
tos por Rafael Bobea M., persona puesta en causa como ci-
vilmente responsable y la Unión de Seguros, C. por A., que
procede declarar nulos sus recursos en vista de que no han
expuesto los medios en que lo fundan conforme lo exige, a
pena de nulidad, el artículo 37 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación para aquellos que no sean los condenados
Penalmente;

Considerando, respecto al recurso de casación inter-
puesto por Eladio Silverio Almonte, que éste no apeló de
la sentencia del 2 de noviembre de 1972, dictada por la
Quinta Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, por lo que dicha sentencia adquirió a su
respecto la autoridad irrevocable de la cosa juzgada, y en
consecuencia su recurso de casación es inadmisible;



1
sus abogados Dres. Tirso A. Mercado N., Horacio Merino
Vásquez y Francisco A. Catalino Martínez, en contra de les
señores Eladio Silverio Almonte, en su doble calidad de
prevenido y persona civilmente responsable por su heeho
personal y Rafael Bobea M., en su calidad de persona el,
vilmente responsable y la puesta en causa de la Cía. Unión
de Seguros, C. por A., en calidad de entidad aseguradora del
vehículo que produjo el accidente, por haber sido hecha
conforme a la Ley; Cuarto: En cuanto al fondo: Se condena
conjuntamente a Eladio Silverio Almonte en su doble cali.
dad de prevenido y persona civilmente responsable por su
hecho personal y Rafael Bobea M., en su calidad de persona
civilmente responsable, al pago de: a) una indemnización
de Tres Mil Pesos Oro (RD$3,000.00), en favor y provecho
del señor Diódoro Mercado, como justa reparación por los
daños materiales y morales por éste sufridos como cons•
cuencia del hecho antijurídico cometido por el prevenido
Eladio Silverio Almonte; b) de los intereses de la suma
acordada, computados a partir de la fecha de la demanda
y hasta la total ejecución de la presente sentencia, a tito
de indemnización complementaria; y c) de las costas ci
les, con distracción de las mismas en provecho de los Dr
Tirso A. Mercado N., Horacio Morillo Vásquez y Francisco
A. Castellanos Martínez. abogados de la parte civil cons •
tuída, quienes afirman estarlas avanzando en su totali
Quinto: Se declara la presente sentencia oponible con tod
sus consecuencias legales en el aspecto civil, a la Compañía
Unión de Seguros, C. por A., por ser ésta la entidad asegu-
radora del vehículo Placa No. 84022, motor No. X0114926,
que produjo el accidente, mediante póliza No. SD-7274, con
vigencia 2 de octubre de 1971 al 2 de octubre de 1972, de
conformidad con el artículo 10, modificado de la Ley M
4117, sobre Seguro Obligatorio de vehículos de motor"; por

haberlo intentado en tiempo hábil y de acuerdo con las for
malidades legales; asunto del cual se encuentra apoderada
esta Corte por envío que hiciera la Suprema Corte de Jur

tiesa, por su sentencia de fecha 3 de marzo de 1976; SE
GODO: Declara que entre los señores Rafael Bobea M., y

Eladio
 

Silverio Almonte, existieron lazos de comitente a
oreposé en el momento en que el último manejaba un ve-
"l imo de motor propiedad del primero, y con el cual origi-
pa un accidente, en consecuencia, condena a Rafael Bobea

M. a pagar la cantidad de Tres Mil Pesos Oro (RDS3,000.-
00), en favor de la persona constituida en parte civil, señor
Diódoro Mercado, por concepto de daños y perjuicios mo-
rales y materiales, que le han sido ocasionados, con motivo
del accidente, más los intereses legales de dicha suma a ti-
tulo de indemnización complementaria; TERCERO: Conde-
na a Rafael Bobea, al pago de las costas civiles y ordena la
distracción de dichas costas, en provecho de los Dres. Tirso
A. Mercado N., Horacio Morillo Vásquez y Francisco A.
Catalino Martínez, quienes afirman haberlas avanzado en
su totalidad; CUARTO: Declara la presente sentencia, opo-
nible a la Compañía Unión de Seguros, C. por A., por ser
la entidad aseguradora del vehículo que ocasionó los daños
y perjuicios";

Considerando, que en cuanto a los recursos interpues-
os por Rafael Bobea M., persona puesta en causa como ci-
llrnente responsable y la Unión de Seguros, C. por A., que
rocede declarar nulos sus recursos en vista de que no han

expuesto los medios en que lo fundan conforme lo exige, a
pena de nulidad, el artículo 37 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación para aquellos que no sean los condenados
penalmente;

Considerando, respecto al recurso de casación inter-
puesto por Eladio Silverio Almonte, que éste no apeló de
la sentencia del 2 de noviembre de 1972, dictada por la
Quinta Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, por lo que dicha sentencia adquirió a su
respecto la autoridad irrevocable de la cosa juzgada, y en
consecuencia su recurso de casación es inadmisible;
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Por tales motivos: PRIMERO: Admite como intervinien,
tes a Diódoro Mercado en los recursos de casación inter.
'puestas por Eladio Silverio Almonte, Rafael Bobea II ., y
la Compañía Unión de Seguros, C. por A., contra la senten.
cia de la Corte de Apelación de San Cristóbal, del 22 de di.
ciembre de 1976, en sus atribuciones correccionales, cuyo
dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presente
fallo; SEGUNDO: Declara inadmisible el recurso de case.
ción de Eladio Silverio Almonte, y lo condena al pago de
las costas penales; TERCERO: Declara nulos los recursos
Interpuestos por Rafael Bobea M., y la Compañía Unión de
Seguros, C. por A., y CUARTO: Condena a Eladio Silverio
Almonte y Rafael Bobea M., al pago de las costas civiles y
las distrae en favor de los Dres. Tirso A. Mercado Núñez,
Horacio Morillo Vásquez y Francisco A. Catalino Martínez,
abogados del interviniente, por haber estos afirmado que
las habían avanzado en su totalidad, la del asegurado las
hace oponible a la Compañía Aseguradora dentro de los,
términos de la Póliza.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Joaquín M. Alvarez Perdió.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L.
Hernández Espailalt.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, ms y año, en él expresados, Y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECIIA 2 DE FEBRERO DEL 1978

:entente, impugnada: del Juzgado de Primera Instancia de San.-
:o Rodríguez, de fecha 22 de octubre de 1976.

materia: Penal.

Recurrentes: César A. Rodriguez y la Compañia da Seguros San
Rafael, C. por A.

Dios Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-

gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín Hernández
Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 2 de Febrero del
años 1979, años 135' de la Independencia y 116' de la Restau-
ración, dicta en audiencia pública, como Corte de Casación,
la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por César
Augusto Rodríguez, dominicano, mayor de edad, soltero,
chofer, cédula No. 98210, serie ira. domiciliado en la calle
Dr. Delgado No. 73, de esta ciudad: Pedro Santiago, domi-
nicano, mayor de edad, domiciliado en la calle Félix María
Ruiz No. 94, de esta ciudad y la Compañía de Seguros San
Rafael, C. por A., con asiento social en su edificio de la ca-
lle Leopoldo Navarro esquina a la calle San Feo. de Maco-
rís, de esta ciudad, contra la sentencia del Juzgado de Pri-
mera Instancia de Santiago Rodríguez, dictada en sus atri-

1
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Por tales motivos: PRIMERO: Admite corno interviniera.
tes a Diódoro Mercado en los recursos de casación inter,
puestos por Eladio Silverio Almonte, Rafael Bobea 54., y
la Compañía Unión de Seguros, C. por A., contra la senten.
cia de la Corte de Apelación de San Cristóbal, del 22 de di:
ciembre de 1976, en sus atribuciones correccionales, cuyo;
dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presente
fallo; SEGUNDO: Declara inadmisible el recurso de case.
ción de Eladio Silverio Almonte, y lo condena al pago de
las costas penales; TERCERO: Declara nulos los recursos
interpuestos por Rafael Bobea M., y la Compañía Unión de
Seguros, C. por A., y CUARTO: Condena a Eladio Silverio
Almonte y Rafael Bobea M., al pago de las costas civiles y
las distrae en favor de los Dres. Tirso A. Mercado Núñez,
Horacio Morilla Vásquez y Francisco A. Catalino Martínez,
abogados del interviniente, por haber estos afirmado que
las habían avanzado en su totalidad, la del asegurado las
hace oponible a la Compañía Aseguradora dentro de los,
términos de la Póliza.

(Firmados): Néstor Contin Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be
ras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín I-
Hernández Espailalt.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, ms y año, en él expresados, Y

fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 2 DE FEBRERO DEL 1978

sentencia impugnada: del Juzgado de Primera Instancia de San-
tiago Rodríguez, de fecha 22 de octubre de 1976.

materia: Penal.

ftecurrentes: César A. Rodriguez y la Compañia d2 Seguros San
Rafael, C. por A.

Dios Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
a, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,

raer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín Hernández
Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 2 de Febrero del
años- 1979, años 135' de la Independencia y 116' de la Restau-
ración, dicta en audiencia pública, como Corte de Casación,
la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por César'
Augusto Rodríguez, dominicano, mayor de edad, soltero,
chofer, cédula No. 98210, serie Ira. domiciliado en la calle'
Dr. Delgado No. 73, de esta ciudad; Pedro Santiago, domi-
nicano, mayor de edad, domiciliado en la callé Félix María
Ruiz No. 94, de esta ciudad y la Compañía de Seguros San
Rafael, C. por A., con asiento social en su edificio de la ca-
lle Leopoldo Navarro esquina a la calle San Feo. de Maco-
tis, de esta ciudad, contra la sentencia del Juzgado de Pri-
glera Instancia de Santiago Rodríguez, dictada en sus atri-
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buciones correccionales, el 22 de octubre de 1976, cuyo ich,
positivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría
del Tribunal a-qua el 29 de octubre del 1978, a requerimien-
to del Lic. Juan Zapata, cédula No. 6708, serie 44, a nombre
de los recurrentes; en la cual no se propone ningún medio
determinado de casación;

Vista el acta de casación levantada en la Secretaria de
dicho Tribunal el 22 de octubre del 1976, a requerimiento de
César Augusto Rodríguez, en la cual no se propone, tampo-
co, medio alguno de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 71 y 73 de la Ley No. 241 so-
bre Tránsito y Vehículos del 1976, 1383 y 1384 del Código
Civil, 1 y 10 de la Ley No. 4117 del 1955 sobre Seguro Obli-
gatorio de Vehículos de Motor, 1, 37 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito ocurrido, en la ca-
rretera que conduce de Santiago Rodríguez a Los Almáci-
gos, el 31 de diciembre de 1975, en que ninguna persona re-
sultó con lesiones corporales, el Juzgado de Paz del Muni-
cipio de Santiago Rodríguez, dictó el 5 de mayo de 1976,
una sentencia, en sus atribuciones correccionales, cuyo dis-
positivo aparece inserto en la sentencia impugnada; b) que
sobre los recursos interpuestos intervino la sentencia ahora
impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRI*
MERO: Declara bueno y válido en cuanto a la forma, el re-
curso de apelación interpuesto por el Lic. Juan A. Zapata,

r

o nombre y representación de César Augusto Rodríguez y
";

a

 compañía de Seguros "San Rafael, C. por A.", contra
sentencia de fecha 5 de mayo de 1976 dictada por el Juzga-
do de Paz de este Municipio, cuyo dispositivo copiado tex-
tualmente dice así: 'Falla: Primero: Declara al nombrado
César Augusto Rodríguez, de generales anotadas, culpable
de violación a los artículos 71 y 73 de la Ley 241 sobre Trán-
sito de Vehículos y en consecuencia, le condena al pago de
una multa de RD$5.00 (Cinco Pesos) y al pago de las costas;
segundo: Se declara al nombrado José Nicolás Sime, no
culpable de violación a la Ley 241 y en consecuencia se
descarga de toda responsabilidad penal; Tercero: Declara
bueno y válido en la forma la constitución en parte civil
hecha en audiencia por los señores Delia María Espinal y
Diómedes Leonel Rodríguez, por órgano de su abogado cons-
tituído Dr. César O. Saint Hilaire G., y en consecuencia se
condena a César Augusto Rodríguez y a Pedro Santiago, en
su calidad de prevenido el primero y persona civilmente
responsable el segundo, al pago solidario y conjunto de una
indemnización a favor de la parte civil constituida, ascen-
dente a RD$2,053 (Dos Mil Cincuenta y Tres Pesos) deta-
llada así: RD$903.00 para desabolladura y pintura del ve-
hículo marca Datsun placa No. 213-969, supraindicado;
RD$150.00 por concepto de lucrocesante a razón de RD$10.-
00 diarios por un término de quince (15) días y RD$1,000.-
00 por concepto de la depreciación del mencionado vehícu-
lo, como justa y adecuada reparación de los daños materia-
les sufridos por el referido vehículo, con motivo del acci-
dente de que se trata; Cuarto: Condena a César Augusto
Rodríguez y Pedro Santiago, al pago de los intereses lega-
les de dicha suma, contados a partir de la demanda en jus-
ticia a título de indemnización suplementaria; Quinto: Con-
dena a César A. Rodríguez y Pedro Santiago, al pago con-
junto de las costas civiles distraídas en favor del Dr. César
O. Saint'Hilaire C., quien afirma estarlas avanzando en su
mayor parte; Sexto: Declara la presente sentencia en el as-



e

108
	 BOLETIN JUDICIAL

buciones correccionales, el 22 de octubre de 1976, cuyo ida,
positivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría
del Tribunal a•qua el 29 de octubre del 1978, a requerimien.
to del Lic. Juan Zapata, cédula No. 6708, serie 44, a nombre
de los recurrentes; en la cual no se propone ningún media
determinado de casación;

Vista el acta de casación levantada en la Secretaria de
dicho Tribunal el 22 de octubre del 1976, a requerimiento de

César Augusto Rodríguez, en la cual no se propone, tampo.
co, medio alguno de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 71 y 73 de la Ley No. 241 so-
bre Tránsito y Vehículos del 1976, 1383 y 1384 del Código
Civil, 1 y 10 de la Ley No. 4117 del 1955 sobre Seguro Obli-
gatorio de Vehículos de Motor, 1, 37 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) cue
con motivo de un accidente de tránsito ocurrido, en la ca-

rretera que conduce de Santiago Rodríguez a Los Alm � i-
gos, el 31 de diciembre de 1975, en que ninguna persona re-
sultó con lesiones corporales, el Juzgado de Paz del Muni-
cipio de Santiago Rodríguez, dictó el 5 de mayo de 1976,
una sentencia, en sus atribuciones correccionales, cuvo dis-
positivo aparece inserto en la sentencia impugnada; -b) que
sobre los recursos interpuestos intervino la sentencia ahora
impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA- PRI-

MERO: Declara bueno y válido en cuanto a la forma, el re.
curso de apelación interpuesto por el Lic. Juan A. Zapa
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a nombre Y representación de César Augusto Rodríguez y
ja Compañía de Seguros "San Rafael, C. por A.", contra
sentencia de fecha 5 de mayo de 1976 dictada por el Juzga-
do de Paz de este Municipio, cuyo dispositivo copiado tex-
tlialrflente dice así: 'Falla- Primero: Declara al nombrado
César Augusto Rodríguez, de generales anotadas, culpable
de violación a los artículos 71 y 73 de la Ley 241 sobre Trán-
sito de Vehículos y en consecuencia, le condena al pago de
una multa de RD$5.00 (Cinco Pesos) y al pago de las costas;
segundo: Se declara al nombrado José Nicolás Sime, no
culpable de violación a la Ley 241 y en consecuencia se
descarga de toda responsabilidad penal; Tercero: Declara
bueno y válido en la forma la constitución en parte civil
hecha en audiencia por los señores Delia María Espinal y
Diómedes Leonel Rodríguez, por órgano de su abogado cons-
tituido Dr. César O. Saint Hilaire G., y en consecuencia se
condena a César Augusto Rodríguez y a Pedro Santiago, en
su calidad de prevenido el primero y persona civilmente
responsable el segundo, al pago solidario y conjunto de una
indemnización a favor de la parte civil constituida, ascen-
dente a RD$2,053 (Dos Mil Cincuenta y Tres Pesos) deta-
llada así: RD$903.00 para desabolladura y pintura del ve-
hículo marca Datsun placa No. 213-969, supraindicado;
RD$150.00 por concepto de lucrocesante a razón de RD$10.-
00 diarios por un término de quince (15) días y RD$1,000.-
00 por concepto de la depreciación del mencionado vehícu-
lo, como justa y adecuada reparación de los daños materia-
les sufridos por el referido vehículo, con motivo del acci-
dente de que se trata; Cuarto: Condena a César Augusto
Rodríguez y Pedro Santiago, al pago de los intereses lega-
les de dicha suma, contados a partir de la demanda en jus-
ticia a título de indemnización suplementaria; Quinto: Con-dena a cé	 .

sar A. Rodríguez y Pedro Santiago, al pago con-
junto de las costas civiles distraídas en favor del Dr. César
O. Saint'Hilaire C., quien afirma estarlas avanzando en sumayor parte; Sexto: Declara la presente sentencia en el as-
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pecto civil oponible con todas sus consecuencias lega:es a
la Compañía de Seguros "San Rafael, C. por A.", en su ea,
lidad de entidad aseguradora de la responsabilidad civil
del señor Pedro Santiago"; SEGUNDO: Confirma la senten-
cia apelada en todas sus partes; TERCERO: Condena al pre -
venido César Augusto Rodríguez al pago de las costas pe.
nales";

Considerando, que los recurrentes, Pedro Santiago, par.
te puesta en causa como civilmente responsable y la Compa-
ñía de Seguros, San Rafael, C. por A., no han expuesto en
el acta de los recursos, ni posteriormente en un escrito, los
motivos en que los fundan, como lo exige a pena de nuli-
dad, el artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción; por lo que sus recursos deben ser declarados nulos, y,
en consecuencia, sólo se procederá al examen del recurso
del prevenido;

Considerando, que en la sentencia impugnada, median-
te la ponderación de los elementos de juicio regularmente
administrados en la instrucción de la causa, se da por esta-
blecido lo siguiente: a) que el 31 de diciembre del 1975,
mientras el chofer César Augusto Rodríguez conducía el
camión gasolinero placa No. 507-455, asegurado con la Com-
pañía San Rafael, C. por A., con póliza No. A-2-6647-72, por
la carretera de Santiago Rodríguez a Los Almácigos, chocó
con el automóvil placa No. 213-969, que manejaba José N i

-colás Simón Genao, vehículo, éste último, que resultó con
grandes desperfectos; b) que el accidente se debió a la im-
prudencia de César Augusto Rodríguez, chofer del camión,
por haber ocupado en ese momento la vía en que venía en
sentido contrario el vehículo manejado por José Nicolás
Simó, quien, a pesar de haberse desviado más a su dere-
cha fue chocado por el camión;

Considerando, que los hechos así establecidos por el
Tribunal a-quo configuran el delito de violación de las re-
glas de tránsito previsto en el Artículo 71 de la Ley No. 241

del 1967 y 
sancionado por el artículo 73 con una multa no

menor de RDS5.00, ni mayor de RD$25.00; que, en conse-
uencia al condenar al prevenido, César Augusto Rodrí-

guez, al pago de una multa de RDS5.00, el Tribunal a-quo
le aplicó una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que, asimismo, el Tribunal a-quo dio
por establecido que el hecho del prevenido causó a Delia
María Espinal y a Diómedes Lconel Rodriguez, propieta-
rios del vehículo chocado, constituidos en parte civil, daños
materiales, cuyo monto apreció soberanamente, en la suma
de RD$2,053; que al condenar al prevenido recurrente Cé-
sar Augusto Rodríguez y a Pedro Santiago, persona puesta
ta en causa como civilmente responsable, al pago de esa su-
ma, más los intereses legales a partir de la demanda, a tí-
tulo de indemnización, dicho Tribunal hizo una correcta
aplicación del artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos, en lo que concierne al prevenido re-
currente, no presenta vicio alguno que amerite su casación;

Por tales motivos, Primero: Declara nulos los recursos
interpuestos por Pedro Santiago y la Compañía de Seguros
San Rafael, C. por A., contra la sentencia dictada por el
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
tiago Rodríguez, el 22 de octubre del 1976, en sus atribucio-
nes correccionales, cuyo dispositvo se ha copiado en parte
anterior del presente fallo; Segundo: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por César Augusto Rodríguez contra
la misma sentencia y lo condena al pago de las costas pe-
nales,

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpi-
dio Beras.— Joaquín Alvarez Perdió.— Juan Bautista Ro-
jas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín
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pecto civil oponible con todas sus consecuencias legales a
la Compañía de Seguros "San Rafael, C. por A.", en su ca-
lidad de entidad aseguradora de la responsabilidad civil
del señor Pedro Santiago"; SEGUNDO: Confirma la renten.
cia apelada en todas sus partes; TERCERO: Condena al pre-
venido César Augusto Rodríguez al pago de las costas pe.
nales";

Considerando, que los recurrentes, Pedro Santiago, par-
te puesta en causa como civilmente responsable y la Compa-
ñía de Seguros, San Rafael, C. por A., no han expuesto en
el acta de los recursos, ni posteriormente en un escrito, los
motivos en que los fundan, como lo exige a pena de nuli-
dad, el artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción; por lo que sus recursos deben ser declarados nulos, y,
en consecuencia, sólo se procederá al examen del recurso
del prevenido;

Considerando, que en la sentencia impugnada, median-
te la ponderación de los elementos de juicio regularmente
administrados en la instrucción de la causa, se da por esta-
blecido lo siguiente: a) que el 31 de diciembre del 1975,
mientras el chofer César Augusto Rodríguez conducía el
camión gasolinero placa No. 507-455, asegurado con la Com-
pañía San Rafael, C. por A., con póliza No. A-2-6647-72, por
la carretera de Santiago Rodríguez a Los Almácigos, chocó
con el automóvil placa No. 213-969, que manejaba José Ni-
colás Simón Genao, vehículo, éste último, que resultó con
grandes desperfectos; b) que el accidente se debió a la im-
prudencia de César Augusto Rodríguez, chofer del camión,
por haber ocupado en ese momento la vía en que venía en
sentido contrario el vehículo manejado por José Nicolás
Simó, quien, a pesar de haberse desviado más a su d,-re-
cha fue chocado por el camión;

Considerando, que los hechos así establecidos por el
Tribunal a-quo configuran el delito de violación de las re-,
glas de tránsito previsto en el Artículo 71 de la Ley No. 241
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del 1967 y 
sancionado por el artículo 73 con una multa no

menor de RD$5.00, ni mayor de RD$25.00; que, en conse-
cuencia, al condenar al prevenido, César Augusto Rodrí-
guez, al pago de una multa de RDS5.00, el Tribunal a-quo
le aplicó una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que, asimismo, el Tribunal a-quo dio
por establec ido que el hecho del prevenido causó a Delia
María Espinal y a Diómedes Leonel Rodríguez, propieta-
rios del vehículo chocado, constituidos en parte civil, daños
materiales, cuyo monto apreció soberanamente, en la suma
de RD$2,053; que al condenar al prevenido recurrente Cé-
sar Augusto Rodríguez y a Pedro Santiago, persona puesta
ta en causa corno civilmente responsable, al pago de esa su-
ma, más los intereses legales a partir de la demanda, a tí-
tulo de indemnización, dicho Tribunal hizo una correcta
aplicación del artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos, en lo que concierne al prevenido re-
currente, no presenta vicio alguno que amerite su casación;

Por tales motivos, Primero: Declara nulos los recursos
interpuestos por Pedro Santiago y la Compañía de Seguros
San Rafael, C. por A., contra la sentencia dictada por el
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
tiago Rodríguez, el 22 de octubre del 1976, en sus atribucio-
nes correccionales, cuyo dispositvo se ha copiado en parte
anterior del presente fallo; Segundo: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por César Augusto Rodríguez catira
la misma sentencia y lo condena al pago de las costas pe-

al

(Firmados): Néstor Contin Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpi-
dio Beras.— Joaquín Alvarez Perelló.— Juan Bautista Ro-
jas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín
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Hernández Espaillat.— Ernesto Curiel hijo, Secretario
neral.

SENTENCIA DE FECHA 5 DE FEBRERO DEL 1979

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, tus y año, en él expresado, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.): Ernesto Curiel hijo.

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de
fecha 12 de octubre de 1976.

>tincas: Correccional.

Recurrentes: Ramón A . Burgos, P)rsio C. Domínguez H., y la
Compañia de Seguros San Rafael, C. por A.

int"rvinientes : Vitelio Severino, Miguelina Olmos Severino, Leo-
narda Olmos Severino, Altagracia Olmos Severino, Pura
Olmos Severino, Olivero Olmos Severino, y Francisca Ol-
mos Severino.

Abogados: Dres. Numitor S. Veras Felipe y Antonio de Jesús
Leonardo.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
fin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,

imer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Segun-
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Juan
utista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez Y

Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 5 del mes de Febrero del año 1979, años 135' de la Inde-
Pendencia y 116' de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos porr Ramón
A. Burgos, dominicano, mayor de edad, soltero, Ingeniero
Agrónomo, cédula No. 19006, serie 48, domiciliado en la ca-
so No. 57 de la calle José Reyes de esta ciudad;
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Hernández Espaillat.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ce.
neral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, ms y año, en él expresado, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, q
certifico. (Fdo.): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 5 DE FEBRERO DEL 1979

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de

fecha 12 de octubre de 1976.

materia: Correccional.

Recurrentes: Ramón A . Burgos, P.;?rsio C. Domínguez 11, y la
Compañia de Seguros San Rafael, C. por A.

rntervinien tes: Vitelio Severino, Miguelina Olmos Severino, Leo-
narda Olmos Severino, Altagracia Olmos Severino, Pura
Olmos Sev?rino, Olivero Olmos Severino, y Francisca Ol-
mos Severino.

Abogados: Dres. Numitor S. Veras Felipe y Antonio de Jesús
Leonardo.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Segun-
do Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Juan
Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez Y
Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 5 del mes de Febrero del año 1979, años 135' de la Inde-
pendencia y 116' de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos porr Ramón
A. Burgos, dominicano, mayor de edad, soltero, Ingeniero
Agrónomo , cédula No. 19006, serie 48, domiciliado en la ca-
sa No. 57 de la calle José Reyes de esta ciudad;
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1

Persio C. Domínguez H., dominicano, mayor de
domiciliado en la casa No. 159 de la calle Benito
zález, de esta ciudad; y la Compañía de Seguros San
C. por A., con su asiento social en la calle Leopoldo N
rro esquina a la calle San Francisco de Macorís, de
ciudad; contra la sentencia de la Corte de Apelación de San
Cristóbal, dictada en sus atribuciones correccionales, el 12
de octubre de 1976, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Freddy Zarzuela, cédula No. 41269, serie
54, en representación de los Dres. Numitor S. Veras F., cé-
dula No. 48062, serie 31 y Antonio de Jesús Leonardo,
dula No. 15818, serie 49, en nombre de los intervinie
que son: Vitelio Scverino, cédula No. 2346, serie 4; Mi
lina Olmos Severino, cédula No. 2906, serie 4; Leen
Olmos Severino, cédula No. 3246, serie 4; Altagracia 01
Severino, cédula No. 2618, serie 4; Pura Olmos Seve
cédula No. 1591, serie 4; Olivero Olmos Severino, cédula
No. 3360, serie 4 y Francisca Olmos Severino, cédula No.
2350, serie 4, todos dominicanos mayores de edad, dorni
liados en Monte Plata;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, el 1ro. de diciembre del 1976,
a requerimiento del Dr. Máximo E. Gómez Acevedo, céd
No. 53605, serie lra., en representación de los recurren
en la cual no se propone ningún medio determinado de
sación;

Visto el escrito de los intervinientes del 18 de junio del
1977, firmado por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-1
berado y vistos los artículos 49 de la Ley No. 241 del 1967•

Visto el escrito de los intervinientes del 18 de junio del
ign, firmado por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 de la Ley No. 241 del 1967,
sobre Tránsito y vehículos, 1383 y 1384 del Código Civil,
1 y 10 de la Ley No. 4117 del 1955 sobre Seguro Obligatorio
de Vehículos de Motor, y 1, 37, 62 y 67 de la Le y sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de un accidente de tránsito en que una per-
sona perdió la vida, el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Monte Plata, dictó el 25 de julio de
1974, una sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante;
b) que sobre los recursos interpuestos intervino la senten-
cia ahora impugnada cuyo dispositivo es el siguiente: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara bueno y válido el recurso de ape-
lación interpuesto por el doctor Alfredo A. Andújar .Mon-
tilla, a nombre y representación de los doctores Numitor
S. Veras Felipe y Antonio de Jesús Leonardo, quienes ac-
túan a nombre y representación de los señores Vetilio Se-
verino, Miguelina Olmo Scverino, Leonardo Olmo Severi-
no, Altagracia Olmo Severino, Pura Olmo Severino, Olive-
ro Olmo Severino y Francisca Olmo Severino, parte civil
constituída, contra la sentencia dictada por el Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Monte Plata de
fecha 25 del mes de julio de 1974, cuyo dispositivo dice
así: Talla: Primero: Se declara a Ramón Antonio Burgos
Rosario, no culpable de los hechos puestos a su cargo por
insuficiencia de pruebas; Segundo: Se declaran las costas
penales de oficio; Tercero: Rechaza la constitución en par

sobre Tránsito Y Vehículos, 1383 y 1384 del Código Civil,

y 
10 de la Ley No. 4117 del 1955 sobre Seguro Obligatorio

de Vehículos de Motor y 1, 37, 62 y 67 de al Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;
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Persio C. Domínguez H., dominicano, mayor de ed
domiciliado en la casa No. 159 de la calle Benito ocre,
zález, de esta ciudad; y la Compañía de Seguros San Rafael,
C. por A., con su asiento social en la calle Leopoldo Nava
rro esquina a la calle San Francisco de Macorís, de eta
ciudad; contra la sentencia de la Corte de Apelación de San
Cristóbal, dictada en sus atribuciones correccionales, el 12
de octubre de 1976, cuyo dispositivo se copia más adelante.

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Freddy Zarzuela, cédula No. 41269, serie
54, en representación de los Dres. Numitor S. Veras F., cé-
dula No. 48062, serie 31 y Antonio de Jesús Leonardo, cé-
dula No. 15818, serie 49, en nombre de los intervinientes
que son: Vitelio Severino, cédula No. 2346, serie 4; Migue-
lina Olmos Severino, cédula No. 2906, serie 4; Leonarda
Olmos Severino, cédula No. 3246, serie 4; Altagracia 01
Severino, cédula No. 2618, serie 4; Pura Olmos Severin
cédula No. 1591, serie 4; Olivero Olmos Severino, cédula
No. 3360, serie 4 y Francisca Olmos Severino, cédula N
2350, serie 4, todos dominicanos mayores de edad, do
liados en Monte Plata;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gen
de la República;

Vista el acta del recurso de casación, levantada en
Secretaría de la Corte a-qua, el 'ro. de diciembre del 1976,
a requerimiento del Dr. Máximo E. Gómez Acevedo, cédula
No. 53605, serie Ira., en representación de los recurrentes;
en la cual no se propone ningún medio determinado de ca-
sación;

Visto el escrito de los intervinientes del 18 de junio d
1977, firmado por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 de la Ley No. 241 del 1967,x'
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sobre/ y 10 de la Ley No. 4117 del 1955 sobre Seguro Obligatorio

(je- Vehículos de Motor y 1, 37, 62 y 67 de al Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Visto el escrito de los intervinientes del 18 de junio del
1917, firmado por sus abogados;

; La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell-
berado y vistos los artículos 49 de la Ley No. 241 del 1967,
sobre Tránsito y vehículos, 1383 y 1384 del Código Civil,

y 10 de la Ley No. 4117 del 1955 sobre Seguro Obligatorio
de Vehículo s de Motor, y 1. 37, 62 y 67 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación:

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en los
documentos P. que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de un accidente de tránsito en que una per-
sona perdió la vida, el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Monte Plata, dictó el 25 de julio de
1974, una sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante;
b) que sobre los recursos interpuestos intervino la senten-
cia ahora impugnada cuyo dispositivo es el siguiente: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara bueno y válido el recurso de ape-
lación interpuesto por el doctor Alfredo A. Andújar Mon-
tilla, a nombre y representación de los doctores Numitor
S. Veras Felipe y Antonio de Jesús Leonardo, quienes ac-
túan a nombre y representación de los señores Vetilio Se-
verino, Miguelina Olmo Severino, Leonarda Olmo Severi-
no, Altagracia Olmo Severino, Pura Olmo Severino, Olive-
ro Olmo Severino y Francisca Olmo Severino, parte civil
constituida, contra la sentencia dictada por el Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Monte Plata de
fecha 25 del mes de julio de 1974, cuyo dispositivo dice
así: 'Falla: Primero: Se declara a Ramón Antonio Burgos
Rosario, no culpable de los hechos puestos a su cargo por
insuficiencia de pruebas; Segundo: Se declaran las costas
Penales de oficio; Tercero: Rechaza la constitución en par-
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te civil hecha por Vitelio Severino, Miguelina Olmo Seve,
rino, Leonarda Olmo Severino, Altagracia Olmo Severino
Pura Olmo Severino y Francisca Olmo Severino, por inter.
medio de sus abogados constituidos y apoderados especiales
Dres. Numitor S. Veras Felipe y Antonio de Jesús Leonor,
do, contra el prevenido Persio C. Domínguel H., y contra
la Compañía San Rafael, C. por A., por improcedente y mai
fundada; Cuarto: Condena a la parte civil constituida al
pago de las costas civiles con distracción de las mismas en
provecho de los Dres. Ernesto J. Suncar Méndez y Angel
Danilo Pérez Vólquez, quienes afirmaron haberlas avan.
zado en su mayor parte"; por haberlo intentado en tiempo
hábil y de acuerdo con las formalidades legales; SEGUN-
DO: Declara que en el presente proceso instruido a l preve-
nido Ingeniero Agrónomo Ramón Antonio Burgos Rosario,
se ha comprobado que éste incurrió en falta mientras ma-
nejaba un vehículo de motor, con el cual le ocasionó la
muerte a Juan María Olmos, en consecuencia, Revoca la
sentencia, en el aspecto civil del caso y condena a la perr-
sena civilmente puesta en causa, señor Persio C. Domín-
guez, a pagar a las personas constituidas en parte civil,
quienes sufrieron daños y perjuicios morales y materiales,
las cantidades siguientes: a) Un Mil Pesos Oro (RD$1,000.-
00), en favor de Vitelio Severino; b) Un Mil Pesos Oro
(RD$1,000.00), en favor de Miguelina Olmos Severino; c)
Un Mil Pesos Oro (RD$1,000.00), en favor de Leonarda
Olmos Severino; d) Un Mil Pesos Oro (RD$1,000.00) en
favor de Altagracia Olmos Severino; e) Un Mil Pesos Oro
(RD$1,000.00), en favor de Pura Olmos Severino; f) Un
Mil Pesos Oro (RD$1,000.00), en favor de Olivero Olmos
Severino y g) Un Mil Pesos Oro (RD$1,000.00), en favor de
Francisco Olmos Severino; todos en su calidad de hijos de
la víctima del accidente, como reparación de los perjuicios
y daños que les fueron ocasionados, además al pago de los
intereses legales, a título de indemnización suplementaria;
TERCERO: Condena a la persona civilmente responsable

puesta en causa, señor Persio C. Domínguez, al pago de las

costas
civiles, con distracción en provecho de los Dres.

stunitor S. Veras Felipe y Antonio de Jesús Leonardo,

	

quienes han 	 que las han avanzado en su totali-

	

 han 	 que tal como consta en los dispositivos

dad; CUARTO: Declara oponible la presente sentencia a la
Compañía de Seguros San Rafael, C. por A.;

Considerando,
de las sentencias del expediente el prevenido fue descar-
gado del hecho puesto a su cargo, y el Ministerio Público
no apeló'de la sentencia dictada por el Juez de Primer
Grado; que como las condenaciones civiles de la sentencia
impugnada no fueron puestas a cargo de dicho prevenido
y ella no le causó ningún agravio, éste no tenia interés en
impugnarla, por lo que el recurso de casación que inter-
pone es inadmisible;

Considerando, que procede declarar la nulidad de los
recursos interpuestos por Persio C. Domínguez, persona
puesta en causa como civilmente responsable, y por la Com-
pañía de Seguros San Rafael, C. por A., en vista de que
ni en el acta de casación ni en escrito posteriormente ha
propuesto los medios en que lo fundan como lo exige el
artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Por tales motivos: PRIMERO: Admite como intervi-
niente a Vitelio Severino, Leonarda, Altagracia, Pura, Oli-
vero, Miguelina y Francisco Olmos Severino, en el recurso
de casación interpuesto por Ramón A. Burgos, Persio C.
Domínguez H., y la Compañía de Seguros San Rafael, C.
por A., contra la sentencia dictada por la Corte de Apela-
ción de San Cristóbal, el 12 de octubre de 1976, en sus
atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se ha copiado
en parte anterior del presente fallo; SEGUNDO: Declara
inadmisible el recurso interpuesto por Ramón A. Burgos,
contra la misma sentencia; TERCERO: Declara nulos los
recursos interpuestos por Persio C. Domínguez H., y la
Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., contra dicha
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te civil hecha por Vitelio Severino, Miguelina Olmo Seve.,
tino, Leonarda Olmo Severino, Altagracia Olmo Severino
Pura Olmo Severino y Francisca Olmo Severino, por inter,
medio de sus abogados constituidos y apoderados especiales
Dres. Numitor S. Veras Felipe y Antonio de Jesús Leonas.-
do, contra el prevenido Persio C. Domínguel H., y contra
la Compañía San Rafael, C. por A., por improcedente y mal
fundada; Cuarto: Condena a la parte civil constituida al
pago de las costas civiles con distracción de las mismas en
provecho de los Dres. Ernesto J. Suncar Méndez y Angel
Danilo Pérez Vólquez, quienes afirmaron haberlas avan-
zado en su mayor parte"; por haberlo intentado en tiempo
hábil y de acuerdo con las formalidades legales; SEGUN-
DO: Declara que en el presente proceso instruido a l preve-
nido Ingeniero Agrónomo Ramón Antonio Burgos Rosario,
se ha comprobado que éste incurrió en falta mientras ma-
nejaba un vehículo de motor, con el cual le ocasionó la
muerte a Juan María Olmos, en consecuencia, Revoca la
sentencia, en el aspecto civil del caso y condena a la pece-
sena civilmente puesta en causa, señor Persio C. Domín-
guez, a pagar a las personas constituídas en parte civil,
quienes sufrieron daños y perjuicios morales y materiales,
las cantidades siguientes: a) Un Mil Pesos Oro (FtD$1,000.-
00), en favor de Vitelio Severino; b) Un Mil Pesos Oro
(RD$1,000.00), en favor de Miguelina Olmos Severino; c)
Un Mil Pesos Oro (RD$1,000.00), en favor de Leonarda
Olmos Severino; d) Un Mil Pesos Oro (RD$1,000.00) en
favor de Altagracia Olmos Severino; e) Un Mil Pesos Oro
(RD$1,000.00), en favor de Pura Olmos Severino; f) Un
Mil Pesos Oro (RD$1,000.00), en favor de Olivero Olmos
Severino y g) Un Mil Pesos Oro (RD$1,000.00), en favor de
Francisco Olmos Severino; todos en su calidad de hijos de
la víctima del accidente, como reparación de los perjuicios
y daños que les fueron ocasionados, además al pago de los
intereses legales, a título de indemnización suplementaria;
TERCERO: Condena a la persona civilmente responsable
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puesta en causa, señor Persio C. Domínguez, al pago de las
cotas civiles, con distracción en provecho de los Dres.
Ntanitor S. Veras Felipe y Antonio de Jesús Leonardo,
quienes han afirmado que las han avanzado en su totali-

da- cl; CUARTO: Declara oponible la presente sentencia a la
Compañía de Seguros San Rafael, C. por A.;

Considerando, que tal como consta en los dispositivos
de las sentencias del expediente el prevenido fue descar-
gado del hecho puesto a su cargo, y el Ministerio Público
no apeló - de la sentencia dictada por el Juez de Primer
Grado; que como las condenaciones civiles de la sentencia
impugnada no fueron puestas a cargo de dicho prevenido
y ella no le causó ningún agravio, éste no tenía interés en
impugnar la, por lo que el recurso de casación que inter-
pone es inadmisible;

Considerando, que procede declarar la nulidad de los
recursos interpuestos por Persio C. Domínguez, persona
puesta en causa como civilmente responsable, y por la Com-
pañía de Seguros San Rafael, C. por A., en vista de que
ni en el acta de casación ni en escrito posteriormente ha
propuesto los medios en que lo fundan como lo exige el
artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Por tales motivos: PRIMERO: Admite como intervi-
Mente a Vitelio Severino, Leonarda, Altagracia, Pura, Oli-
vero, Miguelina y Francisco Olmos Severino, en el recurso
de casación interpuesto por Ramón A. Burgos, Persio C.
Domínguez H., y la Compañía de Seguros San Rafael, C.
por A., contra la sentencia dictada por la Corte de Apela-
ción de San Cristóbal, el 12 de octubre de 1976, en sus
atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se ha copiado
en parte anterior del presente fallo; SEGUNDO: Declara
inadmisible el recurso interpuesto por Ramón A. Burgos,
contra la misma sentencia; TERCERO: Declara nulos los
recursos interpuestos por Persio C. Domínguez H., y la
Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., contra dicha
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tencia impugnada: Corte de. Apelación de Santiago, de fecha

9 de octubre de 1975.
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sentencia; CUARTO: Condena a los recurrentes al p. , o de
las costas, con distracción en provecho de los Dres.
tor J. Veras F., y Antonio de Jesús Leonardo, abogados de
los intervinicntes quienes afirman haberlas avanzado en ala
totalidad, y las hace oponible a la Compañía Aseguradora
dentro de los límites de la Póliza.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio
ras.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Per-
domo Báez.-- Joaquín L. Hernández Espaillat.— Ernesto
Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Ernesto Curiel hijo.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Amado Perdomo y la Unión de Seguros, C. por A.

Abogsdo: Dr. Manuel de Jesús Disla Suárez.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En • ombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Contín
Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín
M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Felipe
Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 7 del mes
de Febrero del año 1979, años 135' de la Independencia y
116' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Amado
Perdomo, dominicano, ma yor de edad, cédula No. 19357, se-
rie 32 , domiciliado en Santiago, y la Compañía Unión de
Seguros C. por A., con asiento social en la misma ciudad;
Contra la sentencia dictada en atribuciones correccionales
por la Corte de Apelación de Santiago, el 9 de octubre de
1975 , cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;
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sentencia; CUARTO: Condena a los recurrentes al pago el,
las costas, con distracción en provecho de los Dres. Nutra.
tor J. Veras F., y Antonio de Jesús Leonard o, abogados de
los intervinientes quienes afirman haberlas avanzado en su
totalidad, y las hace oponible a la Compañía Aseguradora
dentro de los límites de la Póliza.

(Firmados): Néstor Contin Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be.
ras.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Per-
domo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.— Ernesto

Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General.
que certifico. (Fdo.): Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 7 DE FEBRERO DEL 1979

teas impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha
9 de octubre de 1975.

tenia: Correccional.

Recurrentes: Amado Perdomo y la Unión de Seguros, C. por A.
»orado: Dr. Manuel de Jesús Disla Suárez.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
a, regularmente constituida por los Jueces Néstor Confin

ybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín

" II. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almánzar y Felipe
Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 7 del mes
de Febrero del año 1979, años 135' de la Independencia y
116' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como

t
Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Amado
Perdomo, dominicano, ma yor de edad, cédula No. 14357, se-
rie 32, domiciliado en Santiago, y la Compañía Unión de
Seguros C. por A., con asiento social en la misma ciudad;
contra la sentencia dictada en atribuciones correccionales
Por la Corte de Apelación de Santiago, el 9 de octubre de
1975, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
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Vista el acta de casación, levantada en la Secretaría
la Corte a-qua, el 9 de octubre de 1975, a requerimiento do
Dr. Manuel de Jesús Disla Suárez, a nombre y representa,
ción de Amado Perdomo, persona puesta en causa como ei,
vilmente responsable, y de la Unión de Seguros, C. por A.
acta en la cual no se propone contra la sentencia impugnada
ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 5 de junio de
1977, suscrito por el Dr. Manuel de Jesús Disla Suárez, en
el cual se proponen contra la sentencia impugnada los me.
dios que se indican más adelante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1384 del Código Civil, 141 del
Código de Procedimiento Civil, y 1 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Cncación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los'
documentos a que la misma se refiere consta lo siguiente: a)
que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en la
Avenida Franco Bidó, ahora Duarte, de la ciudad de San-
tiago, el 11 de abril de 1973, accidente del que resultó con
lesiones que causaron la muerte a una persona, y con lesio-
nes corporales otra, la Segunda Cámara Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, dic-
tó el 20 de febrero de 1974, una sentencia cuyo dispositivo
se copia en el de la ahora impugnada; y b) que sobre las
apelaciones interpuestas, la Core de Apelación de Santiago,
dictó el 9 de octubre de 1975, el fallo ahora impugnado, del
cual es el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: De'
clara bueno y válido en cuanto a la forma, el recurso de
apelación interpuesto por el Dr. Juan Alberto Peña Lebrón,
a nombre Y representación de Prudencio Vidal Cabral, par'
te civil constituida, contra sentencia de fecha veinte (20)
de febrero del año mil novecientos setenta y cuatro (1974),
dictada por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Fri'
mera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, cuyo dis•
positivo copiado textualmente dice así: "Primero: Debe

declarar como en efecto declara, al prevenido Rafael Ló-
Pez Gonzá lez, no Culpable de violar las disposiciones de la
Ley 241, sobre Tránsito de Vehículos de Motor, por deberse

el 	 a la falta exclusiva de la víctima; Segundo: De-
be declarar como en efecto declara buena y válida en cuan-
to a la forma la constitución en parte civil, formada por la
parte civil legalmente constituida, por haber sido hecha en
tiempo hábil y de acuerdo a las normas y exigencias proce-
sales; Tercero: Debe rechazar y rechaza en cuanto al fondo
dicha constitución por improcedente y mal fundada; Cuar-
to: Debe condenar y condena a la parte civil constituida al
pago de las costas civiles del procedimiento, con distracción
de las mismas a favor del Dr. Manuel de Jesús Disla Suárez,
quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte"; SE-
GUNDO: Modifica el Ordinal Primero de la sentencia re-
currida en el sentido de retener faltas en una proporción de
un 50% a cargo del conductor del automóvil Rafael López
González; TERCERO: Retiene también falta en un 50%
del conductor de la motocicleta; CUARTO: Condena a Ama-
do Perdomo, persona civilmente responsable, al pago de
una indemnización, en favor de la parte civil constituida,
de la suma de Dos Mil Quinientos Pesos Oro (RDS2,500.00)
por ser la justa, suficiente y adecuada para la reparación
de los daños morales y materiales sufridos por la re-
ferida parte civil constituida, en el accidente de que
se trata; después de tomar en consideración esta Corte,
la falta común; QUINTO: Revoca los Ordinales Tercero Y

Cuarto de la sentencia apelada; SEXTO: Confirma la sen-
tencia recurrida en su Ordinal Segundo; SEPTIMO: Decla-
ra oponible la presente sentencia a la Compañía Unión de
Seguros, C. por A.; OCTAVO: Condena a la persona civil-
mente responsable y la Compañía Aseguradora al pago de
las costas civiles, con distracción de las causadas en primer
grado en favor del Dr. Juan Alberto Peña Lebrón y las
eilnacsaiaddaos Benlassesgaunntda no agrado, en favor de dicho abogado Li-c
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Vista el acta de casación, levantada en la Secretaría de
la Corte a-qua, el 9 de octubre de 1975, a requerimiento del
Dr. Manuel de Jesús Disla Suárez, a nombre y representa.
ción de Amado Perdomo, persona puesta en causa como ci-
vilmente responsable, y de la Unión de Seguros, C. por A.
acta en la cual no se propone contra la sentencia impugnad;
ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 5 de junio de
1977, suscrito por el Dr. Manuel de Jesús Disla Suárez, en
el cual se proponen contra la sentencia impugnada los me-
dios que se indican más adelante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell-
berado, y vistos los artículos 1384 del Código Civil, 141 del
Código de Procedimiento Civil, y 1 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que la misma se refiere consta lo siguiente: a)
que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en la
Avenida Franco Bidó, ahora Duarte, de la ciudad de San-
tiago, el 11 de abril de 1973, accidente del que resultó con
lesiones que causaron la muerte a una persona, y con lesio-
nes corporales otra, la Segunda Cámara Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, dic-
tó el 20 de febrero de 1974, una sentencia cuyo dispositivo
se copia en el de la ahora impugnada; y b) que sobre las
apelaciones interpuestas, la Core de Apelación de Santiago,
dictó el 9 de octubre de 1975, el fallo ahora impugnado, del
cual es el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: De-
clara bueno y válido en cuanto a la forma, el recurso de
apelación interpuesto por el Dr. Juan Alberto Peña Lebrón.
a nombre Y representación de Prudencio Vidal Cabral, par'
te civil constituida, contra sentencia de fecha veinte (20)
de febrero del año mil novecientos setenta y cuatro (1974),
dictada por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Prl*
mera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, cuyo di,'
positivo copiado textualmente dice así: "Primero: Debe
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tarar como en efecto declara, al prevenido Rafael Ló-
nez González, no Culpable de violar las disposiciones de la
Ley 241, sobre Tránsito de Vehículos de Motor, por deberse
pi accidente a la falta exclusiva de la víctima; Segundo: De-
be- declarar como en efecto declara buena y válida en cuan-

forma la constitución en parte civil, formada por lato a la
parte civil legalmente constituida, por haber sido hecha en

hábil y de acuerdo a las normas y exigencias proce-
sales; Tercero: Debe rechazar y rechaza en cuanto al fondo
dicha constitución por improcedente y mal fundada; Cuar-
to: Debe condenar y condena a la parte civil constituida al
pago de las costas civiles del procedimiento, con distracción
de las mismas a favor del Dr. Manuel de Jesús Disla Suárez,
quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte"; SE-
GUNDO: Modifica el Ordinal Primero de la sentencia re-
currida en el sentido de retener faltas en una proporción de
un 505 a cargo del conductor del automóvil Rafael López
González; TERCERO: Retiene también falta en un 50%
del conductor de la motocicleta; CUARTO: Condena a Ama-
do Perdomo, persona civilmente responsable, al pago de
una indemnización, en favor de la parte civil constituída,
de la suma de Dos Mil Quinientos Pesos Oro (RD$2,500.00)
por ser la justa, suficiente y adecuada para la reparación
de los daños morales y materiales sufridos por la re-
ferida parte civil constituida, en el accidente de que
se trata; después de tomar en consideración esta Corte,
la falta común; QUINTO: Revoca los Ordinales Tercero Y

Cuarto de la sentencia apelada; SEXTO: Confirma la sen-
tencia recurrida en su Ordinal Segundo; SEPTIMO: Decla-
ra oponible la presente sentencia a la Compañía Unión de
Seguros, C. por A.; OCTAVO: Condena a la persona civil-
mente responsable y la Compañía Aseguradora al pago de
las costas civiles, con distracción de las causadas en primer
grado en favor del Dr. Juan Alberto Peña Lebrón y las
causadas en segundo grado, en favor de dicho abogado Li-
cenciado Blas Santana";
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Considerando, que los recurrentes proponen contra ia
sentencia impugnada los siguientes medios de casación:
Primer Medio: Desnaturalización de los hechos; Segundo
Medio: Insuficiencia de motivos y falta de base legal;

Considerando, que aunque en el memorial del recurso
se hace figurar como uno de los recurrentes al prevenido
López González, el examen de los medios de dicho memo.
rial se liará solamente en interés de la persona puesta en
causa corno civilmente responsable, Amado Perdomo, y la
Unión de Seguros, C. por A., toda vez que solamente éstos
figuran corno recurrentes en el acta declarativa del recurso;

Considerando, que en los dos medios de su memorial,
reunidos, los recurrentes exponen y alegan, en síntesis, que
el día de la ocurrencia del hecho, el prevenido López Gon-
zález, llevando como única pasajera a Luisa Altagracia  Ma-
rizón, en el asiento delantero del automóvil placa No. 209-
927, propiedad del recurrente Perdomo, asegurado en la
Unión de Seguros, C. por A., que manejaba, transitaba de
Oeste a Este por la Avenida Franco Bidó, ahora Duarte; que
al llegar al sitio llamado Junta de los Dos Caminos, el pre-
venido dobló hacia su izquierda, en dirección Norte, por
entre el espacio que dejan libre las jardineras que dividen
en dos carriles la vía, deteniéndose después de hacer pene-
trar la parte delantera del automóvil en el carril norte de
la citada vía, a fin de observar, mirando hacia el Este, si
dicha vía estaba libre; que en esto advirtió que a cierta
distancia venía el motociclista José M. Cabral, a una velo-
cidad excesiva, por el lado izquierdo del carril por donde
transitaba, lo que dio lugar a que se estrellara con el auto-
móvil que manejaba el prevenido López González, con las
consecuencias conocidas; que de lo relatado por el prevenido,
y confirmado por la testigo Marizán, resulta que el accidente
se debió exclusivamente a falta del victimado Cabral; relato
desnaturalizado por la Corte a-qua, al considerar en falta
López González, no obstante que su comportamiento, fue
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en todo momento, como ya se ha expuesto; que
no se consiga en el	 impugnado, en qutra ,por
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falta imputada;
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cual, aparte de la desé
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waturalización de las declaraciones mencionadas; revela en
el fallo impugnado, falta de motivos y de base legal, por lo
que el mismo debe ser casado; pero,

Considerando, que el examen del expresado fallo pone
de manifiesto que la Corte a-qua, para declarar la culpabi-
lidad del prevenido López González, en la comisión del he-
cho, dio por establecido mediante la ponderación de los ele-
mentos de juicio administrados en la instrucción de la cau-
sa, sin incurrir en desnaturalización alguna, lo siguiente:
a) que en fecha 11 de marzo de 1973, el nombrado Rafael
López González, conducía el vehículo (carro) placa No.
209.927, por el carril Sur de la Avenida Franco Bidé (hoy
Duarte), de esta ciudad de Santiago, en dirección Oeste-
Este; esto es, en dirección Santiago-Licey; b) que al llegar
a la Junta de los Dos Caminos dobló a la izquierda con pro-
pósito de tomar el carril que corresponde a los vehículos
que transitan en dirección Este-Oeste; esto es, en dirección
Licey a Santiago, pero al darse cuenta de que en dirección
Este a Oeste, o sea Licey a Santiago, transitaba por dicho
carril el vehículo (motor) conducido por José Melquíades
Cabral, se detuvo, ocupando parte de dicho carril, chocando
el referido motor el cual aunque transitaba por el carril
que le correspondía lo hacía a la izquierda Y a velocidad
excesiva; c) que, si el vehículo (carro) que conducía Rafael
López González, al doblar hacia la izquierda se detiene sin
incursionar en la vía que correspondía al vehículo (motor)
que conducía la víctima, lo que constituye una falta de su
Parte, el accidente no ocurre; que, asimismo, si el vehículo
(motor) que conducía José Melquíades Cabral (víctima),
no transita en el momento de la ocurrencia a una velocidad
excesiva y completamente a la izquierda, tampoco ocurre el
acc i dente de que se trata"; resultando además, de lo ante-
riormente expuesto, que el fallo impugnado contiene moti-
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Considerando, que los recurrentes proponen contra
sentencia impugnada los siguientes medios de casación.
Primer Medio: Desnaturalización de los hechos; Segun
Medio: Insuficiencia de motivos y falta de base legal;

Considerando, que aunque en el memorial del recurso
se hace figurar como uno de los recurrentes al prevenido
López González, el examen de los medios de dicho memo.
riel se hará solamente en interés de la persona puesta en
causa como civilmente responsable, Amado Perdomo, y la
Unión de Seguros, C. por A., toda vez que solamente éstos
figuran como recurrentes en el acta declarativa del recurso;

Considerando, que en los dos medios de su memorial,
reunidos, los recurrentes exponen y alegan, en síntesis, que
el día de la ocurrencia del hecho, el prevenido López Gon-
zález, llevando como única pasajera a Luisa Altagracia Ma-
tizan, en el asiento delantero del automóvil placa No. 209-
927, propiedad del recurrente Perdomo, asegurado en la
Unión de Seguros, C. por A., que manejaba, transitaba de
Oeste a Este por la Avenida Franco Bidó, ahora Duarte; que
al llegar al sitio llamado Junta de los Dos Caminos, el pre-
venido doblé hacia su izquierda, en dirección Norte, por
entre el espacio que dejan libre las jardineras que dividen
en dos carriles la vía, deteniéndose después de hacer pene
trar la parte delantera del automóvil en el carril norte de
la citada vía, a fin de observar, mirando hacia el Este, si
dicha vía estaba libre; que en esto advirtió que a cierta
distancia venía el motociclista José M. Cabral, a una velo-
cidad excesiva, por el lado izquierdo del carril por donde
transitaba, lo que dio lugar a que se estrellara con el auto-
móvil que manejaba el prevenido López González, con las
consecuencias conocidas; que de lo relatado por el prevenido,
y confirmado por la testigo Marizán, resulta que el accidente
se debió exclusivamente a falta del victimado Cabral; relato
desnaturalizado por la Corte a-qua, al considerar en falta a
López González, no obstante que su comportamiento, fue

repre 	 en todo momento, como ya se ha expuesto; que
ir r otra parte, no se consigna en el fallo impugnado, en qué
por

	 la falta imputada; todo lo cual, aparte de la des-insistió
	 de las declaraciones mencionadas; revela en

el 
fallo impugnado, falta de motivos y de base legal, por lo

que el mismo debe ser casado; pero,

considerando, que el examen del expresado fallo pone
de manifiesto que la Corte a-qua, para declarar la culpabi-
lidad del prevenido López González, en la comisión del he-
eim, dio por establecido mediante la ponderación de los ele-
mentos de juicio administrados en la instrucción de la cau-
sa, sin incurrir en desnaturalización alguna, lo siguiente:
a) que en fecha 11 de marzo de 1973, el nombrado Rafael
López González, conducía el vehículo (carro) placa No.
209-927, por el carril Sur de la Avenida Franco Bidó (hoy
Duarte), de esta ciudad de Santiago, en dirección Oeste-
Éste; esto es, en dirección Santiago-Licey; b) que al llegar
a la Junta de los Dos Caminos dobló a la izquierda con pro-
pósito de tomar el carril que corresponde a los vehículos
que transitan en dirección Este-Oeste; esto es, en dirección
Licey a Santiago, pero al darse cuenta de que en dirección
Este a Oeste, o sea Licey a Santiago, transitaba por dicho

-carril el vehículo (motor) conducido por José Mclquíades
Cabral, se detuvo, ocupando parte de dicho carril, chocando
el referido motor el cual aunque transitaba por el carril

, que le correspondía lo hacía a la izquierda Y a velocidad
',excesiva; e) que, si el vehículo (carro) que conducía Rafael
¿López González, al doblar hacia la izquierda se detiene sin

cursionar en la vía que correspondía al vehículo (motor)
que conducía la víctima, lo que constituye una falta de su

*Parle, el accidente no ocurre; que, asimismo, si el vehículo
(motor) que conducía José Melquímles Cabral (víctima),
Po transita en el momento de la ocurrencia a una velocidad
excesiva y completamente a la izquierda, tampoco ocurre el
accidente de que se trata'; resultando además, de lo ante-
riormente expuesto, que el fallo impugnado contiene moti-
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vos pertinentes y suficientes, e igualmente una relación de
los hechos de la causa que han permitido a la Suprema Cor-
te de Justicia, establecer que, en la especie, se ha hecho une
correcta aplicación de la Ley, por lo cual los medios del
memorial se desestiman por carecer de fundamento;

Por tales motivos: UNICO: Rechaza el recurso de casa.
ción interpuesto por los recurrentes Amado Perdomo, peno.
na puesta en causa Como civilmente responsable, y la Unión
de Seguros, C. por A., contra la sentencia dictada en atri.
buciones correccionales por la Corte de Apelación de San.
tiago, el 9 de octubre de 1975, cuyo dispositivo se ha trans..
crito en parte anterior del presente fallo.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de la
Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.—
Joaquín M. Alvarez Perdió.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Ernesto Curiel hi-
jo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento en la au-
diencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.): Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 7 DE FEBRERO DEL 1979

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Ma-
corís, de fecha 30 de julio cts 1976.

materb: Correccional.

Recurrentes: Ayuntamiento de La Romana y la San Rafael, C.
por A.

Abogado: Dr. Luis Silvestre Nina Mota.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Segun-
do Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín
M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández Espaillat,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacoional, hoy día 7 de febrero de 1979, años 135'
de la Independencia y 116' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como Corte de Casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto conjúntamente
por el Ayuntamiento del Municipio de la Romana y la San
Rafael C. por A., con domicilio social en la calle Leopoldo
Navarro de esta ciudad, contra la sentencia dictada en sus
atribuciones correccionales, por la Corte de Apelación de
San Pedro de Macorís, el 30 de julio de 1976, cuyo dispositi-
vo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

4rt;
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---
vos pertinentes y suficientes, e igualmente una relación de
los hechos de la causa que han permitido a la Suprema Co'.
te de Justicia, establecer que, en la especie, se ha hecho una
correcta aplicación de la Ley, por lo cual los medios del
memorial se desestiman por carecer de fundamento;

Por tales motivos: UNICO: Rechaza el recurso de casa.
ción interpuesto por los recurrentes Amado Perdomo, poso,
na puesta en causa como civilmente responsable, y la Unión
de Seguros, C. por A., contra la sentencia dictada en atrl.
buciones correccionales por la Corte de Apelación de San.
tiago. el 9 de octubre de 1975, cuyo dispositivo se ha trans-
crito en parte anterior del presente fallo.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de la
Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.-
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán•
zar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Ernesto Curiel hi-
jo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento en la au-
diencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.): Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 7 DE FEBRERO DEL 1979

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Ma-

corís, de fecha 30 de julio dt? 1976.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Ayuntamiento de La Romana y la San Rafael, C.

por A.
Abogado: Dr. Luis Silvestre Nina Mola.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En ombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Segun-
do Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín
M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández Espaillat,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra

s audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
frito Nacoional, hoy día 7 de febrero de 1979, años 135'
la Independencia y 116' de la Restauración, dicta en au-
cia pública, como Corte de Casación, la siguiente sen-

cia:

Sobre el recurso de casación interpuesto conjuntamente
Por el Ayuntamiento del Municipio de La Romana y la San
Rafael C. por A., con domicilio social en la calle Leopoldo
Navarro de esta ciudad, contra la sentencia dictada en sus
atribuciones correccionales, por la Corte de Apelación de
San Pedro de Macorís, el 30 de julio de 1976, cuyo dispositi-

se copia más adelante;
Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído al Dr. Roosevelt Comarazamy, en representación
del Dr. Luis Silvestre Nina Mota, abogado de los recurren,
tes en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Generál
9 • Í

de la República;

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría de
la Corte a-qua, el 14 de octubre de 1976, a requerimiento dei
Dr. Mauricio E. Acevedo Salomón, en representación del
Dr. Luis Silvestre Nine Mota, quien a su vez actúa en re-
presentación de los recurrentes, acta en la que no se propc.
nc contra la sentencia impugnada, ningún medio determina.
do de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 1ro. de julio de
1977, suscrito por su abogado, en el que no se articula en
forma precisa ningún medio determinado de casación, con•
tra la sentencia impugnada, pero en el desarrollo del mis-
mo, se alega, que se incurrió en la violación del inciso 5to.
del artículo 23 de la Ley No. 3726, sobre Procedimiento de
Casación, errada aplicación del artículo 1384 del Código
vil y desconocimiento de las disposiciones de los artí
130 y 131 del Código de Procedimiento Civil;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibé
rado y vistos los textos legales invocados por los recurren-
tes, ya mencionados; y los artículos 1 y 65 de la Le y sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito, ocurrido en la ca-
rretera que conduce de La Romana a San Pedro de Macorís,
el 31 de agosto de 1972, y en que resultó una persona rnuer"
ta, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
La Romana, dictó el 11 de julio de 1975, una sentencia, cuyo
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara, extin"
guida la acción pública en contra del nombrado Félix María
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Polanco, inculpado del delito de golpe s y heridas involun-
05, que causaron la muerte, en violación a la Ley No.

.2-41; de Tránsito de Vehículos, en perjuicio del nombrado
Carlos Santana y Rosario, por haber fallecido el 31 de octu-
bre de 1974, según partida de defunción No. 6308, libro 13
sobe 308, años 1974; y se declaran las costas penales de ofi-
cio; SEGUNDO: Declara, buena y válida la constitución en
parte civil hecha por la señora Rosa Rosario de Santana,
en contra del Ayuntamiento del municipio de La Romana,
persona civilmente responsable, en la forma y en cuanto al
fondo, condena dicho Ayuntamiento al pago de una indem-
nización de cinco mil pesos en favor de la mencionada parte
civil, por los daños y perjuicios experimentados con motivo
del accidente de que se trata; TERCERO: Declara, oponible
la presente sentencia a la Compañía de Seguros San Rafael,
C. por A., dentro de la cuantía del seguro; CUARTO: Con-
dena al Ayuntamiento del municipio de La Romana, al pa-
go de las costas civiles, distraídas en favor del Dr. Luis
Creales, por afirmar haberlas avanzado en su totalidad";
b) que sobre las apelaciones interpuestas intervino la sen-
tencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo se
transcribe a continuación: "FALLA: PRIMERO: Admite co-
mo regulares y válidos, en cuanto a la forma, los recursos
de apelación interpuestos por Rosa Rosario de Santana, par-
te civil constituida, el Ayuntamiento del municipio de La
Romana, parte civilmente responsable y la San Rafael, C.
Per A., entidad aseguradora puesta en causa, contra senten-
cia dictada, en atribuciones correccionales y en fecha 11 de
julio de 1975, por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de La Romana, relativa al expediente a cargo
de Félix María Polanco, por violación a la Ley No. 241 de
tránsito de vehículos de motor, en perjuicio de Carlos San-
tana Rosario (fallecido) que condenó al referido Ayunta-
miento del municipio de La Romana, a pagar una indemni-
zación de cinco mil pesos (RD$5,000.00) en beneficio de Ro-
sa Rosario de Santana, parte civil constituida, como justa
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Oído al Dr. Roosevelt Comarazarny, en representae
del Dr. Luis Silvestre Nina Mota, abogado de los recu
tes en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gen
de la República;

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría
la Corte a-qua, el 14 de octubre de 1976, a requerimiento
Dr. Mauricio E. Acevedo Sa!omón, en representación del
Dr. Luis Silvestre Nina Mota, quien a su vez actúa en re-
presentación de los recurrentes, acta en la que no se pro»
ne contra la sentencia impugnada, ningún medio determina-
do de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 1ro. de julio de
1977, suscrito por su abogado, en el que no se articula en
forma precisa ningún medio determinado de casación, con-
tra la sentencia impugnada, pero en el desarrollo del mis-
mo, se alega, que se incurrió en la violación del inciso 5to.
del artículo 23 de la Ley No. 3726, sobre Procedimiento de
Casación, errada aplicación del artículo 1384 del Código Ci-
vil y desconocimiento de las disposiciones de los artículos
130 y 131 del Código de Procedimiento Civil;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los textos legales invocados por los recurren-
tes, ya mencionados; y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito, ocurrido en la ca-
rretera que conduce de La Romana a San Pedro de Macorís,
el 31 de agosto de 1972, y en que resultó una persona muer
ta, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
La Romana, dictó el 11 de julio de 1975, una sentencia, cuyo
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara, extin-
guida la acción pública en contra del nombrado Félix Maris

pojenco, inculpado del delito de golpes y heridas involun-
tarios, que causaron la muerte, en violación a la Ley No.
241 de Tránsito de Vehículos, en perjuicio del nombrado
Carlos Santana y Rosario, por haber fallecido el 31 de octu-
bre de 1974, según partida de defunción No. 6308, libro 13
folio 308, años 1974; y se declaran las costas penales de ofi-
cio; SEGUNDO: Declara, buena y válida la constitución en
parte civil hecha por la señora Rosa Rosario de Santana,
en contra del Ayuntamiento del municipio de La Romana,
persona civilmente responsable, en la forma y en cuanto al
fondo, condena dicho A yuntamiento al pago de una indem-
nización de cinco mil pesos en favor de la mencionada parte
civil, por los daños y perjuicios experimentados con motivo
del accidente de que se trata; TERCERO: Declara, oponible
la presente sentencia a la Compañía de Seguros San Rafael,
C. por A., dentro de la cuantía del seguro; CUARTO: Con-
dena al Ayuntamiento del municipio de La Romana, al pa-
go de las costas civiles, distraídas en favor del Di : . Luis
Creales, por afirmar haberlas avanzado en su totalidad";
b) que sobre las apelaciones interpuestas intervino la sen-
tencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo se
transcribe a continuación: "FALLA: PRIMERO: Admite co-
mo regulares y válidos, en cuanto a la forma, los recursos
de apelación interpuestos por Rosa Rosario de Santana, par-
te civil constituida, el Ayuntamiento del municipio de La
Romana, parte civilmente responsable y la San Rafael, C.
por A., entidad aseguradora puesta en causa, contra senten-
cia dictada, en atribuciones correccionales y en fecha 11 de
julio de 1975, por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de La Romana, relativa al expediente a cargo
de Félix María Polanco, por violación a la Ley No. 241 de
tránsito de vehículos de motor, en perjuicio de Carlos San-
tana Rosario (fallecido) que condenó al referido Ayunta-
miento del municipio de La Romana, a pagar una indemni-
zación de cinco mil pesos (RD$5,000.00) en beneficio de Ro-
sa Rosario de Santana, parte civil constituida, como justa
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reparación por los daños y perjuicios morales y materiales
sufridos con motivo de la muerte de su hijo ocurrida en el
hecho de que en la especie se trata, así corno las costas ci-
viles, con distracción en provecho del Doctor Domingo Luis
Creales Guerrero, por afirmar haberlas avanzado en su to-
talidad; y declaró oponible dicha sentencia intervenida a la
San Rafael, C. por A.; SEGUNDO: Modifica la mencionada
sentencia recurrida en cuanto al aspecto civil se refiere y
fija la indemnización acordada en la suma de tres mil pe-
sos (RDS3,000.00) en beneficio de Rosa Rosario de Santana,
parte civil constituida, apreciando que en el accidente oca- .
rrido hubo falta común entre el inculpado y la víctima;
TERCERO . Confirma la referida sentencia recurrida en sus
demás aspectos apelados; CUARTO: Condena al Ayunta-
miento del municipio de La Romana, al pago de las costas
civiles d e ambas instancias, con distracción de las mismas
en provecho del Doctor Domingo Luis Creales Guerrero,
por afirmar haberlas avanzado en su totalidad; QUINTO:
Declara la presente sentencia común y oponible a la San
Rafael, C. por A., en su calidad de compañía aseguradora
del vehículo propiedad del aludido Ayuntamiento del mu-
nicipio de La Romana, con el cual se produjo el accidente";

Considerando, que los recurrentes en el desarrollo de
sus medios de casación, ya mencionados se limitan a alegar:
a) que la sentencia impugnada, no contiene justos motivos
para juzgar culpable al preposé del Ayuntamiento del Mu-
nicipio de La Romana, y por ello se incurrió en la violación
del inciso 5to. del artículo 23 de la Ley 3726 sobre Proced
miento de Casación, y como consecuencia se incurrió tam-
bién en una errada ap'icación del artículo 1384 del Código
Civil, al imponer al Ayuntamiento de La Romana la obliga-
ción de resarcir daños y perjuicios de los cuales no es res-
ponsable penalmente su preposé; b) que la Corte a-qua hizo
una falsa aplicación de los artícu'os 194 del Código de pro-
cedimiento Criminal y 130 y 131 del Código de Procedimien-
to Civil, al condenar a la persona civilmente responsable al

pago de las costas de ambas instancias, a pesar de que la
parte civil constituida apeló contra la sentencia del Juez de
primer grado, que fijó la indemnización en RDS5,000.00,
vi ¡entras la Corte redujo esa indemnización a RD$3,000.00,
por lo que la parte civil sucumbió en su recurso, y en tales
ecunstancias , la otra parte, que también apeló y obtuvo la
reducción de la indemnización, no podía, como lo fue, ser
condenada a las costas de esa instancia; pero,

Considerando, que la Corte a-qua, aunque apoderada
exclusivamente del aspecto civil del hecho puesto a cargo
del inculpado Félix M') Polanco, prevenido, ya que la ac-
ción pública quedó extinguida por la muerte de éste, es ob-
vio, ya que así lo revela la sentencia impugnada, que dicha
Corte a-qua, antes de decidir, si procedía o no retener algu-
na falta a cargo de éste, que comprometiera su responsabi-
lidad civil o la de sus comitentes, procedió a reexaminar el
caso en todo sus aspectos, y en el ejercicio de su poder sobe-
rano de apreciación mediante la ponderación de los elemen-
tos de juicio que fueron regularmente administrados en la
instrucción de la causa dio por establecido: a) que el 31 de
agosto de 1972, por la carretera que conduce de La Romana
a San Pedro de Macorís, en direcciones opuestas, transita-
ban Carlos Santana y Rosario, en un motor marca Honda
125, placa privada No. 53360, y Félix Maria Polanco, en una
camioneta marca Mercedes Benz, placa oficial No. 0.5308.
Propiedad del Ayuntamiento de La Romana y asegurada con
la San Rafael, C. por A., mediante póliza No. 1-24625; b)
que en momento en que un vehículo que iba delante de la
camioneta manejada por Polanco, se detenía a su derecha
a desmontar o recoger pasajeros, tanto Polanco en su camio-
neta, como Santana Rosario en su motor, a una velocidad

vehículo	
taexcesiva ceosmecti.oienraodno imprudenciala impdencia de tratar de pasar al

estacionado, produciéndose un choque entre los
aparatos

c

ráneo, unapor éstos, con los resultados, de que
el conductor de la motocicleta, sufrió la fractura de la base
eral , una hemorragia interna que le produjo la muer-
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pago de las costas de ambas instancias, a pesar de que la
parte civil constituida apeló contra la sentencia del Juez de

E
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reparación por los daños y perjuicios morales y materiales
sufridos con motivo de la muerte de su hijo ocurrida en el
hecho de que en la especie se trata, así como las costas ea
viles, con distracción en provecho del Doctor Domingo Lula
Creales Guerrero, por afirmar haberlas avanzado en su to
talidad; y declaró oponible dicha sentencia intervenida a la
San Rafael, C. por A.; SEGUNDO: Modifica la mencionada
sentencia recurrida en cuanto al aspecto civil se refiere y
fija la indemnización acordada en la suma de tres mil pe-
sos (RDS3,000.00) en beneficio de Rosa Rosario de Santana,
parte civil constituída, apreciando que en el accidente ocu-
rrido hubo falta común entre el inculpado y la víctima;
TERCERO: Confirma la referida sentencia recurrida en sus

demás aspectos apelados; CUARTO: Condena al Ayunta-
miento del municipio de La Romana, al pago de las costas
civiles d e ambas instancias, con distracción de las mismas
en provecho del Doctor Domingo Luis Creales Guerrero,
por afirmar haberlas avanzado en su totalidad; QUINTO:
Declara la presente sentencia común y oponible a la San
Rafael, C. por A., en su calidad de compañía aseguradora
del vehículo propiedad del aludido Ayuntamiento del mu-
nicipio de La Romana, con el cual se produjo el accidente";

Considerando, que los recurrentes en el desarrollo de
sus medios de casación, ya mencionados se limitan a alegar:
a) que la sentencia impugnada, no contiene justos motivos
para juzgar culpable al preposé del Ayuntamiento del Mu-
nicipio de La Romana, y por ello se incurrió en la violación
del inciso Sto. del artículo 23 de la Ley 3726 sobre Procedi-
miento de Casación, y como consecuencia se incurrió tanr
bién en una errada aplicación del artículo 1384 del Código
Civil, al imponer al Ayuntamiento de La Romana la obliga-
ción de resarcir daños y perjuicios de los cuales no es res-
ponsable penalmente su preposé; b) que la Corte a-qua hizo
una falsa aplicación de los artícu'os 194 del Código de Pro-
cedimiento Criminal y 130 y 131 del Código de Procedimien-
to Civil, al condenar a la persona civilmente responsable al

primer grado, que fijó la indemnización en RD$5,000.00.
mientras la Corte redujo esa indemnización a RD$3,000.00,
par lo que la parte civil sucumbió en su recurso, y en tales
circunstancias, la otra parte, que también apeló Y obtuvo la
reducción de la indemnización, no podía, corno lo fue, ser
condenada a las costas de esa instancia; poro,

Considerando, que la Corte a-qua, aunque apoderada
exclusiva mente del aspecto civil del hecho puesto a cargo
del inculpado Félix MI Polanco, prevenido, ya que la ac-
ción pública quedó extinguida por la muerte de éste, es ob-
vio, ya que así lo revela la sentencia impugnada, que dicha
Corte a-qua, antes de decidir, si procedía o no retener algu-
na falta a cargo de éste, que comprometiera su responsabi-
lidad civil o la de sus comitentes, procedió a reexaminar el
caso en todo sus aspectos, y en el ejercicio de su poder sobe-
rano de apreciación mediante la ponderación de los elemen-
tos de juicio que fueron regularmente administrados en la
instrucción de la causa dio por establecido: a) que el 31 de
agosto de 1972, por la carretera que conduce de La Romana
a San Pedro de Macorís, en direcciones opuestas, transita-
ban Carlos Santana y Rosario, en un motor marca Honda
125, placa privada No. 53360, y Félix María Polanco, en una
camioneta marca Mercedes Benz, placa oficial No. 0.5308,
propiedad del Ayuntamiento de La Romana y asegurada con
la San Rafael, C. por A., mediante póliza No. 1-24625; b)
que en momento en que un vehículo que iba delante de la
camioneta manejada por Polanco, se detenía a su derecha
a desmontar o recoger pasajeros, tanto Polanco en su camio-
neta, como Santana Rosario en su motor, a una velocidad

del 

áceesriva cometieron la imprudencia de tratar de pasar al
vehículo estacionado, produciéndose un choque entre los
aparatos manejados por éstos, con los resultados, de que
el conductor de la motocicleta, sufrió la fractura de la base

neo, una hemorragia interna que le produjo la muer-
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te y graves desperfectos de los vehículos; el chofer de la ca.
mioneta resultó ileso; c) que la causa de dicho accidente fue
la falta común de ambos conductores al conducir sus vehícu.
los sin la prudencia aconsejable en esos casos, en una arte.
ria de mucho tránsito, como lo es donde ocurrió el accideu.
te;

Considerando, que luego de establecidos esos hechos, la
Corte a-qua, contrariamente a lo alegado por los recurren-
tes, lo que hizo fue reducir el monto de la indemnización que
había acordado el Juez de primer grado, de RD$5,000.00 a
RDS3,000.00, tomando en cuenta, la falta común como Le ha
dicho; y al no resultar esta exagerada, la apreciación sobe-
rana de dicha Corte, como cuestión de hecho, escapa al con;
trol de la casación;

Considerando, por último, que la parte civil, cuando su
pedimento es acogido, aunque sea en parte, no se puede en-
tender que ha sucumbido, y a mayor razón en el presente
caso, en que dicha parte civil, si bien en primer término so-
licitó que la indemnización fuese aumentada, en todo caso,
dejó la determinación de la misma a la soberana aprecia-
ción de la Corte; por lo que, el alegato de los recurrentes
de que en la especie, no podían ser condenados al pago de
las costas de las dos instancias, carece de fundamento y de-
be ser desestimado:
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zar,— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernán-
dez Espaillat.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
eefidres Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.): Ernesto Curiel hijo.

Por tales motivos: Unico: Rechaza los recursos de casa-
ción interpuestos por el A yuntamiento del Municipio de La
Romana y la San Rafael, C. por A., contra la sentencia co-
rreccional, dictada por la Corte de Apelación de San Pedro
de Macorís, el 30 de julio de 1976, cuyo dispositivo se copia
en parte anterior del prersente fallo.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de la
Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.—
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Alrnán-

rr
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te y graves desperfectos de los vehículos; el chofer de la ea.
mioneta resultó ileso; e) que la causa de dicho accidente fue
la falta común de ambos conductores al conducir sus vehícu.
los sin la prudencia aconsejable en esos casos, en una arte
ria de mucho tránsito, como lo es donde ocurrió el acciden.
te;

Considerando, que luego de establecidos esos hechos, la
Corte a-qua, contrariamente a lo alegado por los recurren.
tes, lo que hizo fue reducir el monto de la indemnización que
había acordado el Juez de primer grado, de RES5,000 00 a
RD$3,000.00, tomando en cuenta, la falta común como Le ha
dicho; y al no resultar esta exagerada, la apreciación sobe-
rana de dicha Corte, como cuestión de hecho, escapa al co
trol de la casación;

Considerando, por último, que la parte civil, cuando
pedimento es acogido, aunque sea en parte, no se puede en-
tender que ha sucumbido, y a mayor razón en el presente
caso, en que dicha parte civil, si bien en primer término so-
licitó que la indemnización fuese aumentada, en todo caso,
dejó la determinación de la misma a la soberana aprecia-
ción de la Corte; por lo que, el alegato de los recurrentes
de que en la especie, no podían ser condenados al pago de
las costas de las dos instancias, carece de fundamento y de
be ser desestimado:

Por tales motivos: Unico: Rechaza los recursos de casa-

ción interpuestos por el Ayuntamiento del Municipio de La
Romana y la San Rafael, C. por A., contra la sentencia co-
rreccional, dictada por la Corte de Apelación de San Pedro
de Macorís, el 30 de julio de 1976, cuyo dispositivo se copia
en parte anterior del prersente fallo.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de 18
Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.—
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Atinan-

zar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernán-
dez Faspaillat — Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 7 DE FEBRERO DEL 1979

Sentencia impugnada: Cámara Civil, Comercial y de Trabajo,
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial dr1
La Vega, de fecha 18 de mayo de 1976.

Materia: Civil.

Recurrente: Corporación Dominicana de Electricidad.
Abogado: Dr. Hugo Francisco Alvarez Valencia-

Recurridos: Eloy García Bueno y compartes.
Abogado: Dr. Ernesto Rosario d. la Rosa.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Veras,
Joaquín M. Alvarez Fuciló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández
Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
c lebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día '7 del mes de Febrero

del año 1979, años 135' de la Independencia y 116' de la.
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de

Casación , la siguiente sentencia:
Sobre el recurso de casación interpuesto por la Corpo-

ración Dominicana de Electricidad, con su asiento principal
en la Avenida Independencia, Centro de los Héroes, de esta
ciudad, contra la sentencia dictada por la Corte de Apela-
ción de La Vega, en sus atribuciones civiles, el 18 de mayo
de 1976, curo dispositvo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Ernesto
Rosario de la Rosa, cédula No. 30174, serie 47, abogado de
jos recurridos que son: Eloy García Bueno, dominicano, ma-
yor de edad, casado, cédula No. 8216, serie 50, domiciliado
en Hato Viejo, Jarabacoa; Fausto García Bueno, dominica-
no, mayor de edad, casado, agricultor, cédula No. 8959, se-
de 50, domiciliado en Hato Viejo, Jarabacoa; Dionisio Gar-
cía Bueno, dominicano, mayor de edad, casado, agricultor,
cédula No. 9123, serie 50, domiciliado y residente en Hato
Viejo, Jarabacoa; Andrés García Bueno, dominicano mayor
de edad, casado, agricultor, cédula No. 48552, serie 47, do-
miciliado y residente en la calle 12 No. 24 del Municipio de
Jarabacoa; Rogelio García Bueno, dominicano, mayor de
edad, casado, agricultor, cédula No. 15786, serie 50, domici-
liado en Hato Viejo, Jarabacoa; Altagracia García Bueno,
dominicana, mayor de edad, casada, cédula No. 10163, serie
50, domiciliada y residente en líalo Viejo, Jarabacoa; Jus-
tina García Bueno, dominicana, mayor de edad, soltera, cé-
dula No. 26834, serie 47, domiciliada y residente en Hato
Viejo, Jarabacoa; Sergia García Bueno, dominicana, ma-
yor de edad, casada, cédula No. 134, serie 50, residente en
Hato Viejo, Jarabacoa;

Oído 	 dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia, el 26 de julio de
1976, suscrito por el Dr. Hugo Francisco Alvarez Valencia,
cédula No. 20267. serie 47, abogado de la recurrente, en el
cual se proponen los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa del 17 de septiembre del
1976 , suscrito por el abogado de los recurridos;

Vista la Resolución dictada en fecha 6 del mes de Fe-
brero del año 1979, por el Magistrado Segundo Sustituto en
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Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
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de 1976, cu yo dispositvo se copia más adelante;

do al Alguacil de turno en la lectura del rol;
ido, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Ernesto

Rosário de la Rosa, cédula No. 30174, serie 47, abogado de
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yor de edad, casado, cédula No. 8216, serie 50, domiciliado
en Hato Viejo, Jarabacoa; Fausto García Bueno, dominica-
no, mayor de edad, casado, agricultor, cédula No. 8959, se-
rio 50, domiciliado en Hato Viejo, Jarabacoa; Dionisio Gar-
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cédula No. 9123, serie 50, domiciliado y residente en Hato
Viejo, Jarabacoa; Andrés García Bueno, dominicano mayor
de edad, casado, agricultor, cédula No. 48552, serie 47, do-
miciliado y residente en la calle 12 No. 24 del Municipio de
Jarabacoa; Rogelio García Bueno, dominicano, mayor de
edad, casado, agricultor, cédula No. 15786, serie 50, domici-
liado en Hato Viejo, Jarabacoa; Altagracia García Bueno,
dominicana, mayor de edad, casada, cédula No. 10163, serie
50, domiciliada y residente en Hato Viejo, Jarabacoa; Jus-
tina García Bueno, dominicana, mayor de edad, soltera, cé-
dula No. 26834, serie 47, domiciliada y residente en Hato
Viejo, Jarabacoa; Sergia García Bueno, dominicana, ma-
yor de edad, casada, cédula No. 134, serie 50, residente en
Hato Viejo, Jarabacoa;

Oído eldel Magistrado Procurador Generalde la pa 

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia, el 26 de julio de
1976, suscrito por el Dr. Hugo Francisco Alvarez Valencia,
cédula No. 20267, serie 47, abogado de la recurrente, en el
cual se proponen los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa del 17 de septiembre del
1976, suscrito por el abogado de los recurridos;

Vista la Resolución dictada en fecha 6 del mes de Fe-
brero del año 1979, por el Magistrado Segundo Sustituto en
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funciones de Presidente de la Suprema Corte de Justicht
por m dio de la cual en su indicada calidad, llama a los
Magistrados Néstor Confin AYbar, Fernando E. RaÑelo de
la Fuente y Juan Bautista Rojas Almánzar, Jueces de este
Tribunal, para completar la Corte, en la deliberación y fa.
lb del recurso de casación de que se trata, de conformidad
con las Leyes No. 684 del 1934 y 926 dcl 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli.
horado, y visto el artículo 1383 del Código Civil, y l y 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de una demanda en daños y perjuicios la Cá•
mara Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de La Vega, dictó el 22
de diciembre del 1972, una sentencia que contiene el siguien-
te dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Acoge en partes las
conclusiones presentadas en audiencia por la parte deman-
dante y en su parte subsidiaria las presentadas por la parte
demandada, por ser justa y reposar en prueba legal, Y en

consecuencia: Debe: Condenar a la Corporación Dominicana
de Electricidad, a pagar a los señores Adelsida Bueno Vda.
García, en su calidad de esposa del fenecido Félix Enervo
García Delgado, la suma de RD$6,000.00 (Seis Mil Pesos
Oro) a Justina García Bueno, la suma de RDS2,000.00 (Das
Mil Pesos Oro por los daños morales y materiales; Ele
García Bueno, Faustino García Bueno, Dionisio García Bue-
no, Andrés García Bueno, Roberto García Bueno, Sergia
García Bueno y Altagracia García Bueno, en sus calidades
de hijos del fenecido Félix Encrio García Delgado, la suma
de RDS1,000.00 (Un Mil Pesos Oro), para cada uno, a título
de los daños morales; SEGUNDO: Condena a la Corporación
Dominicana de Electricidad, al pago de las costas del pW
cedimiento, con distracción de las mismas en provecho del
Dr. Ernesto Rosario de la Rosa, quien afirma estarlas ave
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do en su totalidad"; b) que sobre los recursos de apela-
ción interpuestos por la Corporación Dominicana de Elec-
tricidad y los Sucesores de Félix Enerio García Delgado, in-
tervino la sentencia ahora impugnada cuyo dispositivo es
el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido,
en la forma, el presente recurso de apelación, por haberse
llenado los requisitos legales; SEGUNDO: Da acta del de-
sistimiento hecho por los señores Adelaida Bueno Vda.
García, Justina García Bueno, Eloy García Bueno, Faustino
García Bueno, Dionisio García Bueno, Andrés García Bue-
no, Rogelio García Bueno, Sergio García Bueno y Altagra-
cia García Bueno, de su recurso de apelación por la contra-
parte, y los condena al pago de las costas hasta el momento
de su desistimiento ordenando su distracción en provecho
del Dr. Hugo Francisco Alvarez Valencia, quien afirmó ha-
berlas avanzado en su mayor parte; TERCERO: Confirma
la decisión apelada, la No. 1109, de fecha 22 de diciembre
de 1972, dictada por la Cámara Civil, Comercial y de Tra-
bajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial
de La Vega, cuyo dispositivo se ha copiado en otro lugar de
la presente, a excepción de las indemnizaciones acordadas,
que se modifican de la siguiente manera: a) para Adelaida
Bueno Vda. García RDS4,000.00 (Cuatro Mil Pesos Oro),
por los daños morales y materiales sufridos por ella; b) en
favor de Justina García Bueno RD$1,500.00 (Un Mil Qui-
nientos Pesos Oro), por los daños morales y materiales su-
fridos, y c) para Eloy García Bueno, Dionisio García Bue-
no, Altagracia García Bueno y Sergia García Bueno y An-
drés García Bueno RDS600.00 (Seiscientos Pesos Oro), para

del trágico
 uno de feellos, por los daños morales sufridos con motivo

fallecimiento de su padre Félix Enerio García
Delgado, suma que la Corte estima son las ajustadas para
reparar los daños sufridos, acogiendo, así, sus conclusiones,
Por ser j ustas y reposar en pruebas legales, y rechazar las
de la apelante y mal fundadas; CUARTO: Condena a la
Corporación  Dominicana de Electricidad parte apelante, al
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funciones de Presidente de la Suprema Corte de Justicia,
por in•dio de la cual en su indicada calidad, llama a los
Magistrados Néstor Contín A ybar, Fernando E. RaVelo de
la Fuente y Juan Bautista Rojas Almánzar, Jueces de este
Tribunal, para completar la Corte, en la deliberación y fa.
llo del recurso de casación de que se trata, de conformidad
con las Leyes No. 684 del 1934 y 926 del 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber del
berado, y visto el artículo 1383 del Código Civil, y 1 y 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de una demanda en daños y perjuicios la Cá-
mara Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de La Vega, dictó el 22
de diciembre del 1972, una sentencia que contiene el siguien-
te dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Acoge en partes las
conclusiones presentadas en audiencia por la parte deman-
dante y en su parte subsidiaria las presentadas por la parte
demandada, por ser justa y reposar en prueba legal, y en
consecuencia: Debe: Condenar a la Corporación Dominicana
de Electricidad, a pagar a los señores Adelsida Bueno Vda.
García, en su calidad de esposa del fenecido Félix Enerio
García Delgado, la suma de RD$6,000.00 (Seis Mil Pesos
Oro) a Justina García Bueno, la suma de RD$2,000.00 (Dos
Mil Pesos Oro por los daños morales y materiales; Eloy
García Bueno, Faustino García Bueno, Dionisio García But
no, Andrés García Bueno, Roberto García Bueno, Sergia
García Bueno y Altagracia García Bueno, en sus calidades
de hijos del fenecido Félix Encrio García Delgado, la suma
de RD$1.000.00 (Un Mil Pesos Oro), para cada uno, a título
de los daños morales; SEGUNDO: Condena a la Corporación
Dominicana de Electricidad, al pago de las costas del Pro'
cedimiento, con distracción de las mismas en provecho del
Dr. Ernesto Rosario de la Rosa, quien afirma estarlas altar
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zando en su totalidad"; b) que sobre los recursos de apela-
• interpuestos por la Corporación Dominicana de Elec-

el sigu iente:iiniioielnate: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido,

¡ciad y los Sucesores de Félix Enerio García Delgado, in-
sentencia ahora impugnada cuyo dispositivo es

en b forma, el presente recurso de apelación, por haberse
llenado los requisitos legales; SEGUNDO: Da acta del de-
sistimien to hecho por los señores Adelaida Bueno Vda.
García, Justina García Bueno, Eloy García Bueno, Faustino
García Bueno, Dionisio García Bueno, Andrés García Bue-
no, Rogelio García Bueno, Sergio García Bueno y Altagra-
cia García Bueno, de su recurso de apelación por la contra-
parte, y los condena al pago de las costas hasta el momento
de su desistimiento ordenando su distracción en provecho
del Dr. Hugo Francisco Alvarez Valencia, quien afirmó ha-
berlas avanzado en su mayor parte; TERCERO: Confirma
la decisión apelada, la No. 1109, de fecha 22 de diciembre
de 1972, dictada por la Cámara Civil, Comercial y de Tra-
bajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial
de La Vega, cuyo dispositivo se ha copiado en otro lugar de
la presente, a excepción de las indemnizaciones acordadas,
que se modifican de la siguiente manera: a) para Adelaida
Bueno Vda. García RD$4,000.00 (Cuatro Mil Pesos Oro),
por los daños morales y materiales sufridos por ella; b) en
favor de Justina García Bueno RD$1,500.00 (Un Mil Qui-
nientos Pesos Oro), por los daños morales y materiales su-
fridos, y c) para Eloy García Bueno, Dionisio García Bue-
no, Altagracia García Bueno y Sergia García Bueno y An-
drés García Bueno RDS600.00 (Seiscientos Pesos Oro), para
cada uno de ellos, por los daños morales sufridos con motivo
del trágico fallecimiento de su padre Félix Encrio García
Delgado, suma que la Corte estima son las ajustadas para
reparar los daños sufridos, acogiendo, así, sus conclusiones,
Per ser justas y reposar en pruebas legales, y rechazar las
de la apelante y mal fundadas; CUARTO: Condena a la
C°rPoración Dominicana de Electricidad parte apelante, al

L
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pago de las costas, y las declara distraídas en provecho
Dr. Ernesto Rosario de la Rosa, por afirmar haberlas av
zado en su totalidad";

Considerando, que la recurrente propone en su mem
rial el siguiente medio de casación: Falta de motivos, com.
binado con falta de base legal;

Considerando, que en apoyo de su único medio de ca-
sación la recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: que la
única persona con calidad para intentar la demanda en da.
ños y perjuicios era la viuda de la víctima, Adelaida Bueno,
Vda. García, quien vivía con él, pero no asi sus hijos, q
nes eran todos mayores de edad, y por tanto "ni jurídica ni

económicamente dependían del fallecido García para ini-
ciar una reclamación en daños y perjuicios", y ellos "no po.
dían pretender lucrarse de ese luctuoso acontecimiento";
que, por otra parte, alega también la recurrente, no se esta-
bleció ante los Jueces del fondo que la corriente eléctrica
causara la muerte de Félix García, sino que por el contra-
rio el accidente se debió a la imprudencia y falta de éste,
"al tratar de tomar un cable de alta tensión que había
do. .."; pero,

Considerando, que los daños extrapatrimoniales, como
son los daños morales, pueden provenir de un sufrimiento
interior, una pena, un dolor; que no hay dudas de que los
hijos han debido experimentar un sufrimiento como conse-
cuencia del deceso de su padre y, por tanto, las personas
que, con justificada razón, tienen derecho a reclamar daños
y perjuicios; que, además, son ellos los que, en la maforía
de los casos, sufragan los gastos funerarios y de enterra-
miento, por lo que los Jueces del fondo precedieron correr
tamente al estimar que los hijos de la víctima no sólo st•
frieron daños morales sino también materiales con motivo
de la muerte de su padre;

Considerando, que, en cuanto a la falta de la vícti
alegada por la recurrente; que los Jueces del fondo die
por establecido que el accidente en que perdió la vida Féld

Gorda, se debió, exclusivamente, a la negligencia de parte
de la Corporación Dominicana de Electricidad al no reponer
oportunamente, un poste del tendido eléctrico próximo a la
ose de la víctima y caer éste lo que dio lugar a que los
alambres de alta tensión que sostenía, se rompieran y caye-
ran en ésta, accidente del que resultó electrocutado el men-
cionado Félix García; que se trata de una cuestión de hecho
de la soberana apreciación de los Jueces del fondo que no
están sujetas al control de la casación; por todo lo que la
Suprema Corte de Justicia estima que los Jueces del fondo
procedieron correctamente al acordar daños y perjuicios en
favor de los actuales recurridos; que por todo lo expuesto,
y por lo que consta en la sentencia impugnada, es obvio
que esta contiene motivos de hecho y de derecho que justi-
fican su dispositivo, y, en consecuencia, el medio único del
recurso carece de fundamento y debe ser desestimado;

Por tales motivos: PRIMERO: Rechaza el recurrso de
casación interpuesto por la Corporación Dominicana de
Electricidad, contra la sentencia de la Corte de Apelación
de La Vega, dictada en sus atribuciones civiles el 18 de
mayo de 1976, cuyo dispositivo se ha copiado en parte an-
terior del presente fallo; SEGUNDO: Condena a la recu-
rrente al pago de las costas, y las distrae en provecho del
Dr. Ernesto Rosario de la Rosa, apegado de los recurridos,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de la
Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.—
Joaquín M. Alvarez. Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar. —Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernán-
dez Espaillat.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
itrrn ada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.— (Fdo.): Ernesto Curiel hijo.
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Considerando, que los daños extrapatrimoniales, como
son los daños morales, pueden provenir de un sufrimiento
interior, una pena, un dolor; que no hay dudas de que los
hijos han debido experimentar un sufrimiento como conse-
cuencia del deceso de su padre y, por tanto, las personas
que, con justificada razón, tienen derecho a reclamar daños
y perjuicios; que, además, son ellos los que, en la materia
de los casos, sufragan los gastos funerarios y de enterra-
miento, por lo que los Jueces del fondo precedieron correc-
tamente al estimar que los hijos de la víctima no sólo St•

frieron daños morales sino también materiales con motivo
de la muerte de su padre;

Considerando, que, en cuanto a la falta de la víctima
alegada por la recurrente; que los Jueces del fondo dieron
por establecido que el accidente en que perdió la vida Fél-g

García, se debió, exclusivamente, a la negligencia de parte
de la Corporación Dominicana de Electricidad al no reponer
oportunamente, un poste del tendido eléctrico próximo a la
casa de la víctima y caer éste lo que dio lugar a que los
alambres de alta tensión que sostenía, se rompieran y caye-
ran en ésta, accidente del que resultó electrocutado el men-
donado Félix García; que se trata de una cuestión de hecho
de la soberana apreciación de los Jueces del fondo que no
están sujetas al control de la casación; por todo lo que la
Suprema Corte de Justicia estima que los Jueces del fondo
pio‘ediero n correctamente al acordar daños y perjuicios en
favor de los actuales recurridos; que por todo lo expuesto,
y por lo que consta en la sentencia impugnada, es obvio
que esta contiene motivos de hecho y de derecho que justi-
fican su dispositivo, y, en consecuencia, el medio único del
recurso carece de fundamento y debe ser desestimado;

Por tales motivos: PRIMERO: Rechaza el recurrso de
casación interpuesto por la Corporación Dominicana de
Electricidad, contra la sentencia de la Corte de Apelación
de La Vega, dictada en sus atribuciones civiles el 18 de
mayo de 1976, cuyo dispositivo se ha copiado en parte an-
terior del presente fallo; SEGUNDO: Condena a la recu-
rrente al pago de las costas, y las distrae en provecho del
Dr. Ernesto Rosario de la Rosa, apogado de los recurridos,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad.

Fuente.—	
Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de la

Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.—
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar. —Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernán-
dez Espaillat.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-dieneidfirrnaaa, leída del día, mes y año en él expresados, y fue,

a y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.— (Fdo.): Ernesto Curiel hijo.

JI
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE FEBRERO DEL 1979

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de

fecha 4 de junio de 1975.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Nelson Eligio Martínez y la Compañía Dominicana
de Seguros, C. por A.

Abogado: Dr. José Maria Acosta Torres.

Interviniente: Máximo D. de León Rivas.
Abogado: Dr. Darlo Dorrejo Espinal.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corrte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Segun-
do Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar,
Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández Es-
paillat, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 9 de febrero del año
1979, años 135' de la Independencia y 116' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como Corte de Casación.
la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Nelson
Eligio Martínez, dominicano, mayor de edad, estudiante, do-
miciliado en la calle Activo 20-30 No. 7 del Ensanche Ozaina
de esta Capital, cédula No. 104883 serie lra., y la Compañia
Dominicana de Seguros, C. por A., con domicilio social ol

esta ciudad, contra la sentencia del 4 de junio de 1975, de la

de Apelación de Santo Domingo, en sus atribuciones
correccionales, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

pido el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el Acta de los recursos de casación, levantada en
la Secretaría de la Corte a-qua el 16 de octubre de 1975, a
requerimiento del Dr. José María Acosta Torres, en repre-
sentación de los recurrentes ya nombrados, Acta en la cual
no se propone ningún medio determinado de casación;

Vista la misma Acta en la que figuran también como
recurrente Máximo Demóstenes de León, representado en
esa actuación por el Dr. Plutarco Montes de Oca; y también
contra la sentencia del 4 de junio de 1975;

Visto el escrito de intervención remitido a la Suprema
Corte de Justicia el 'ro. de julio de 1977 por el Dr. Darío
Dorrejo Espinal, en representación de Máximo Demóstenes
de León;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 215 del Código de Procedimien-
to Criminal; y 1, 37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos del expediente, consta lo siguiente: a) que con
motivo de un accidente de tránsito ocurrido en el cruce de
las Avenidas Las Américas y Venezuela de esta ciudad el
27 de enero de 1974, en el cual una persona resultó con le-
siones corporales, la Cuarta Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional dictó una sentencia
el 16 de octubre de 1974 con el siguiente dispositivo: "Falla:
Primero: Declara al nombrado Nelson Eligio Martínez Fe-
rreira, de generales que constan en el expediente, culpable
de Violar el artículo 49 detra C) de la Ley 241 (golpes y he-
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Materia: Correccional.

Recurrentes: Nelson nigio 'Martínez y la Compañía Dominicana
de Seguros, C. por A.

Ahogado: Dr. José 'María Acosta Torres.

Inteniniente: Máximo D. de León Rivas.
Ahogado: Dr. Dario Dorrejo Espinal.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corrte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
fin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Segun-
do Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almánzar.
Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández Es-
paillat, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 9 de febrero del año
1979, años 135' de la Independencia y 116' de la Restaur a-
ción, dicta en audiencia pública, como Corte de Casaciót.
la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Nelson
Eligio Martínez, dominicano, mayor de edad, estudiante, do•
miciliado en la calle Activo 20-30 No. 7 del Ensanche Ozama
de esta Capital, cédula No. 104883 serie Ira., y la Compañia
Dominicana de Seguros, C. por A., con domicilio social es
esta ciudad, contra la sentencia del 4 de junio de 1975, de Is

ir
Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus atribuciones
correccionales, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el Acta de los recursos de casación, levantada en
la Secretaría de la Corte a-qua el 16 de octubre de 1975, a
requerimiento del Dr. José María Acosta Torres, en repre-
sentación de los recurrentes ya nombrados, Acta en la cual
no se propone ningún medio determinado de casación;

Vista la misma Acta en la que figuran también como
recurrente Máximo Demóstenes de León, representado en
esa actuación por el Dr. Plutarco Montes de Oca; y también
contra la sentencia del 4 de junio de 1975;

Visto el escrito de intervención remitido a la Suprema
Corte de Justicia el Iro. de julio de 1977 por el Dr. Darío
Dorrejo Espinal, en representación de Máximo Demóstenes
de León;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 215 del Código de Procedimien-
to Criminal; y 1, 37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos del expediente, consta lo siguiente: a) que con
motivo de un accidente de tránsito ocurrido en el cruce de
las Avenidas Las Américas y Venezuela de esta ciudad el
27 de enero de 1974, en el cual una persona resultó con le-
siones corporales, la Cuarta Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional dictó una sentenciae116 de octubre de 1974 con el siguiente dispositivo: "Falla:
Rimero: Declara al nombrado Nelson Eligio Martínez Fe-
rreira, de generales que constan en el expediente, culpable
(le violar el artículo 49 detra C) de la Ley 241 (golpes y he-
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ridas involuntarios causados con el manejo o conducción
del vehículo de motor), curables después de noventa (90) y
antes de ciento veinte (120) días, en perjuicio de Máximo
Demóstenes de León Rivas; en consecuencia se le condena
al pago de una multa de Veinticinco Pesos (RDS25.00) Mo-
neda Nacional, acogiendo circunstancias atenuantes en su
favor; Segundo: Se le condena al pago de las costas penales;
Tercero: Declara al nombrado Máximo Demóstenes de León
Rivas, co-prevenido, de generales que constan en el exne•
dinte, co-culpable de violar la Ley No. 241 y en consecuin•
cia se le descarga, por no haber violado ninguna de las dis-
posiciones de la mencionada Ley; declara las costas penales
de oficio; Cuarto: Declara regular y válida en cuanto a la
forma, la constitución en parte civil hecha en su audiencia
por Máximo Demóstenes de León Rivas, por conducto de su
abogado constituido y apoderado especial Doctor Plutarco
Montes de Oca; en contra del prevenido Nelson Eligio Mar-
tínez Ferreira, en su doble calidad, por su hecho personal y
como persona civilmente responsable; y en oponibilidad de
la sentencia a la Compañía Dominicana de Seguros, C. por
A., (SEDOMCA), en su calidad de entidad aseguradora; en
cuanto al fondo; condena al nombrado Nelson Eligio Mar-
tínez Ferreira, en su ya expresada calidad, A) al pago de
una indemnización de Un Mil Quinientos Pesos (RDS1.500.-
00) moneda nacional, en favor de Máximo Demóstenes De
León Rivas, como justa reparación por los daños y perjui-
cios morales y materiales sufridos por él, a consecuencia del
hecho antijurídico cometido por prevenido; II) al pago de
los intereses legales de dicha suma, contados a partir de la
fecha de la demanda a título de indemnización complete
taria; y C) al pago de las costas civiles con distracción de
las mismas en favor del Doctor Plutarco Montes de Oca,
quien afirma haberlas avanzado en su ma yor parte; Quinto:
Pronuncia el defecto contra la persona civilmente responsa'
ble y la compañía de Seguros; por no haberse hecho repte
sentar, en audiencia de fecha 8 de octubre del año 1974.119

n 	 haber sido emplazados legalmente, por acto de fe-
ch a 29 de agosto de 1974; Sexto: Declara la presente senten-
cia con todas sus consecuencias legales común y oponible, a
la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., (SEDOM-
CA) entidad aseguradora del vehículo marca Opel, motor
No 954375644, asegurado bajo Póliza N a 26406( que conducía
su propietario Nelson Eligio Martínez Ferreira, causante del
accidente , en virtud de lo dispuesto en el artículo 10 de la
Dey- N9 4117 (sobre seguro obligatorio de vehículo de mo-

b) que sobre las apelaciones interpuestas, intervinoet or) ";
el 4 de

e
junio de 1975 una sentencia incidental ,que es la

ahora impugnada en casación, con el siguiente dispositivo:
"FALLA: PRIMERO: Admite como regulares y válidos los
recursos de apelación interpuesto por el Dr. José María
Acosta Torres, a nombre y representación de Nelson Eligio
Martínez P., y la Cía. Dominicana de Seguros, C. por A.,
y por el Dr. Plutarco Montes de Oca, a nombre de Máximo
Demóstenes de León, todos en sus indicadas calidades, con-
tra sentencia dictada por la Cuarta Cámara de lo Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fe-
cha 16 de octubre de 1974, por haber sido hecho de acuerdo
a las formalidades legales.— SEGUNDO: Anula la senten-
cia dictada por la Cuarta Cámara de lo Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 16 de
octubre de 1974, por violación u omisión no reparadas de
formas prescritas por la pena de nulidad en consecuencia
evoca al fondo de la causa y la Corte reenvía su conoci-
miento para una próxima audiencia que será fijada oportu-
aasmeosenttaes;.—„ TERCERO: Ordena citación de las partes y tes-

tigos que figuran en el expediente.— CUARTO: Reserva

Considerando, que, aunque Máximo Demóstenes de León
Rivas aparece en el Acta ya mencionada del 16 de octubre
d. e 1975 como recurrente en casación contra la sentencia ya
Indicada del 4 de junio de 1975, el hecho de no haber pre-
sentado ningún medio contra esa sentencia como era su de-
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ridas involuntarios causados con el manejo o conducción
del vehículo de motor), curables después de noventa (90) y
antes de ciento veinte (120) días, en perjuicio de Máxime
Demóstenes de León Rivas; en consecuencia se le condena
al pago de una multa de Veinticinco Pesos (RD$25.00) Mo.
neda Nacional, acogiendo circunstancias atenuantes en sti
favor; Segundo: Se le condena al pago de las costas penales;
Tercero: Declara al nombrado Máximo Demóstenes de Leán
Rivas, co-prevenido, de generales que constan en el expe•
dinte, co-culpable de violar la Ley No. 241 y en consecuen-
cia se le descarga, por no haber violado ninguna de las dis.
posiciones de la mencionada Ley; declara las costas penales
de oficio; Cuarto: Declara regular y válida en cuanto a la
forma, la constitución en parte civil hecha en su audiencia
por Máximo Demóstenes de León Rivas, por conducto de su
abogado constituido y apoderado especial Doctor Plutarco
Montes de Oca; en contra del prevenido Nelson Eligio Mar-
tínez Ferreira, en su doble calidad, por su hecho personal y
como persona civilmente responsable; y en oponibilidad de
la sentencia a la Compañía Dominicana de Seguros, C. por
A., (SEDOMCA), en su calidad de entidad aseguradora; en
cuanto al fondo; condena al nombrado Nelson Eligio Mar-
tínez Ferreira, en su ya expresada calidad, A) al pago de
una indemnización de Un Mil Quinientos Pesos (RD$1,500.•
00) moneda nacional, en favor de Máximo Demóstenes De
León Rivas, como justa reparación por los daños y perjui-
cios morales y materiales sufridos por él, a consecuencia del
hecho antijurídico cometido por prevenido; B) al pago de
los intereses legales de dicha suma, contados a partir de la
fecha de la demanda a título de indemnización compiernem
taria; y C) al pago de las costas civiles con distracción de
las mismas en favor del Doctor Plutarco Montes de Oca,
quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte; Quinto:
Pronuncia el defecto contra la persona civilmente respon sa-
ble y la compañía de Seguros; por no haberse hecho repte'
sentar, en audiencia de fecha 8 de octubre del año 1974• u°

obstante haber sido emplazados legalmente, por acto de fe-
cha 29 de agosto de 1974; Sexto: Declara la presente senten-
cia con todas sus consecuencias legales común y oponible, a

Compañ ía Dominicana de Seguros, C. por A., (SEDOM-
CA) entidad aseguradora del vehículo marca Opel, motor
Die 954375644, asegurado bajo Póliza N^ 26406( que conducía
su propieta rio Nelson Eligio Martínez Ferreira, causante del
accidente, en virtud de lo dispuesto en el artículo 10 de la
Ley N9 4117 (sobre seguro obligatorio de vehículo de mo-
te; b) que sobre las apelaciones interpuestas, intervino
el 4 de junio de 1975 una sentencia incidental ,que es la
ahora impugnada en casación, con el siguiente dispositivo:
"FALLA: PRIMERO: Admite como regulares y válidos los
recursos de apelación interpuesto por el Dr. José María
Acosta Torres, a nombre y representación de Nelson Eligio
Martínez P., y la Cía. Dominicana de Seguros, C. por A.,
y por el Dr. Plutarco Montes de Oca, a nombre de Máximo
Demóstenes de León, todos en sus indicadas calidades, con-
tra sentencia dictada por la Cuarta Cámara de lo Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fe-
cha 16 de octubre de 1974, por haber sido hecho de acuerdo
a las formalidades legales.— SEGUNDO: Anula la senten-
cia dictada por la Cuarta Cámara de lo Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 16 de
octubre de 1974, por violación u omisión no reparadas de
formas prescritas por la pena de nulidad en consecuencia
evoca al fondo de la causa y la Corte reenvía su conoci-
miento para una próxima audiencia que será fijada oportu-
namente.— TERCERO: Ordena citación de las partes y tes-
tigos que figuran en el expediente.— CUARTO: Reservalas costas";

Considerando, que, aunque Máximo Demóstenes de León
Rivas aparece en el Acta ya mencionada del 16 de octubre
de 1975 como recurrente en casación contra la sentencia ya
indicada del 4 de junio de 1975, el hecho de no haber pre-
sentado ningún medio contra esa sentencia como era su de-
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ber, por lo cual ese recurso era nulo, y de haber presenta.
do en cambio un formal escrito de intervención, demuestran
que la verdadera intención de De León Rivas fue la de ae,
tuar frente a los recursos de casación como interviniente;

Considerando, que en su memorial de casación Nelson
Eligio Martínez y la Compañía Dominicana de Seguros, e.
por A., sostienen, 1 9 : que la sentencia que impugnan contie-
ne diversos vicios que la hacen radicalmente nula; y 29:
que la sentencia no tiene base legal y está falta de motivos;

Considerando, que, en apoyo, de esos medios, los real.
rrentes se limitan a alegar, en síntesis, que en la sentencia
impugnada no se condenó en costas a la parte civil no obs-
tante el pedimento que los recurrentes hicieron en ese sen-
tido; todo por no haberse hecho en dicha sentencia una ex-
posición completa de los hechos decisivos de la causa y en
violación de los artículos 130 y 133 del Código de Procedi-
miento Civil relativo a las costas; pero,

Considerando, que, en la especie, la Corte a-qua no es-
tatuyó sobre el fondo del caso, sino que se limitó a anular
la sentencia de primer grado por considerarla afectada de
vicios procesales no reparables y a avocar el fondo del caso
para fallado ulteriormente; todo reservando de modo expre-
so estatuir sobre las costas; que por lo que acaba de expo-
nerse, los medios de los recurrentes carecen de fundamento
y deben ser desestimados;

a Máximo Demóstenes de León Rivas en los recursos de ca-
intervinientePor tales motivos, Primero: Admite como 

sación interpuestos por Nelson Eligio Martínez y la ComPo"
ñía Dominicana de Seguros, C. por A., contra la sentencia
incidental dictada el 4 de junio de 1975 en sus atribuciones
correccionales por la Corte de Apelación de Santo Domingo•
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del prese n-
te fallo; Segundo: Rechaza los referidos recursos; Tercero:
Condena al correcurrente Nelson Eligio Martínez al pago

de las costas civiles y las distrae en provecho del Doctor
Darío Dorrejo Espinal, abogado del interviniente De León
Rivas.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernado E. Rave-
lo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio
peras,— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Ro-
jas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín
L. Hernández Espaillat.— Ernesto Curiel hijo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mi, Secretario General, que
certifico. (Fdo.): Ernesto Curiel hijo.
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do en cambio un formal escrito de intervención, demuestran
que la verdadera intención de De León Rivas fue la de ac..,
tuar frente a los recursos de casación como interviniente;

Considerando, que en su memorial de casación Nelson
Eligio Martínez y la Compañía Dominicana de Seguros, c,
por A., sostienen, 1 9 : que la sentencia que impugnan cantil.
ne diversos vicios que la hacen radicalmente nula; y 29:
que la sentencia no tiene base legal y está falta de motivos;

Considerando, que, en apoyo, de esos medios, los recu-
rrentes se limitan a alegar, en síntesis, que en la sentencia
impugnada no se condenó en costas a la parte civil no obs-
tante el pedimento que los recurrentes hicieron en ese sen-
tido; todo por no haberse hecho en dicha sentencia una ex-
posición completa de los hechos decisivos de la causa y en
violación de los artículos 130 y 133 del Código de Procedi-
miento Civil relativo a las costas; pero,

Considerando, que, en la especie, la Corte a-qua no es-
tatuyó sobre el fondo del caso, sino que se limitó a anular
la sentencia de primer grado por considerarla afectada de
vicios procesales no reparables y a evocar el fondo del caso
para fallarlo ulteriormente; todo reservando de modo expre-
so estatuir sobre las costas; que por lo que acaba de expo-
nerse, los medios de los recurrentes carecen de fundamento
y deben ser desestimados;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente
a Máximo Demóstenes de León Rivas en los recursos de ea

-sación interpuestos por Nelson Eligio Martínez y la Campa'
fila Dominicana de Seguros, C. por A., contra la sentencia
incidental dictada el 4 de junio de 1975 en sus atribuciones
correccionales por la Corte de Apelación de Santo Domingo,
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del prese n

-te fallo; Segundo: Rechaza los referidos recursos; Tercero:
Condena al correcurrente Nelson Eligio Martínez al pago

de las costas civiles y las distrae en provecho del Doctor
Darío Dorrejo Espinal, abogado del interviniente De León
Rivas.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernado E. Rave-
lo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio
Becas.— Joaquín M. Alvarez Peroné.— Juan Bautista Ro-
jas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín
L. Hernández Espaillat.— Ernesto Curiel hijo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. ( rdo.): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE FEBRERO DEL 1979

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Felipe Osvaldo Perdomo Báez
y Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 9 del mes de Febrero del año 1979, años 135' de la Inde-
pendencia y 116' de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recurrsos de casación interpuestos por Ru-
bén Cordero Avila, dominicano, mayor de edad, casado, cho-
fer, cédula No. 60522, serie 26, domiciliado y residente en la
calle Respaldo Gastón F. Deligne No. 38 de la ciudad de La
Romana; Livio Cordero Avila, domiciliado y residente en
la calle Respaldo Gastón F. Deligne No. 39, de La Romana,
R. D., y la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., con
su asiento social en la calle Leopoldo Navarro esquina San
Francisco de Macorís, contra la sentencia de la Corte de
Apelación de San Pedro de Macorís, dictada el 31 de marzo

htirde la República;

bre de 1976, levantada en la Secretaría de la Corte a-qua, a
requerim iento del Dr. Luis Silvestre Nina Mota, cédula No.
22389, serie 23, a nombre y representación de los recurren-
tse, en la que no se propone ningún medio determinado de
casación;

LSuprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241, sobre
Tránsito y Vehículos de Motor, de 1967; 1383 y 1384 del Có-
digo Civil; y 1, 37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente automovilístico ocurrido el 9 de noviembre
de 1971, en la ciudad de La Romana, en el cual dos perso-
nas resultaron muertas, el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de La Romana, dictó el lro. de noviembre
de 1974, una sentencia correccional, cuyo dispositivo se co-
pia más adelante; b) que sobre las apelaciones interpuestas,
la Corte a-qua, dictó el fallo ahora impugnado en casación,
cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Ad-
mite como regulares y válidos, en cuanto a la forma, los
recursos de apelación interpuestos por Rubén Cordero Avi-
la, Livio Cordero Avila, Gilberto Mercedes de la Rosa y la
Sa n Rafael, C. por A., inculpado, persona civilmente respon-
sable, parte civil constituida y entidad aseguradora puesta
en causa respectivamente, contra sentencia dictada, en atri-
buciones correccionales y en fecha primero de noviembre
de 1974, por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Ita•
coris, de fecha 31 de marzo de 1976.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Rubén Cordero Avila, Livio Cordero Avila y la Com.
parda de Seguros, San Rafael, C . por A.

de 1976, en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo
se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

Vista el acta de los recursos de casación del 14 de octu-
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En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
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General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
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e-
h	 de 1976, en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo

se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación del 14 de octu-
bre de 1976, levantada en la Secretaría de la Corte a-qua, a
requerimiento del Dr. Luis Silvestre Nina Mota, cédula No.
22389, serie 23, a nombre y representación de los recurren-
tse, en la que no se propone ningún medio determinado de
casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241, sobre
Tránsito y Vehículos de Motor, de 1967; 1383 y 1384 del Có-
digo Civil; y 1, 37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente automovilístico ocurrido el 9 de noviembre
de 1971, en la ciudad de La Romana, en el cual dos perso-
nas resultaron muertas, el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de La Romana, dictó el 1ro. de noviembre
de 1974, una sentencia correccional, cuyo dispositivo se co-
pia más adelante; b) que sobre las apelaciones interpuestas,
la Corte a-qua, dictó el fallo ahora impugnado en casación,
cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Ad-
mite como regulares y válidos, en cuanto a la forma, los
recursos de apelación interpuestos por Rubén Cordero Avi-

Livio Cordero Avila, Gilberto Mercedes de la Rosa y la
San Rafael, a por A., inculpado, persona civilmente respon-
sable, parte civil constituida y entidad aseguradora puesta
en causa respectivamente, contra sentencia dictada, en atri-
buciones correccionales y en fecha primero de noviembre
de 1974, por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito
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Judicial de La Romana, que condenó a dicho inculpado Ru-
bén Cordero Avila a pagar una multa de cincuenta pesos oro
(RD$50.00) y las costas penales, por el delito de violación
a la Ley 241 de tránsito de vehículos de motor, en perjuicio
de Zaida Ondina Mercedes Montás y Manuel Castinche (fa-
llecidos); condenó además a Rubén Cordero Avila y Livio
Cordero Avila, a pagar solidariamente una indemnización
de cinco mil pesos (RD$5,000.00) en beneficio de Gilberto
Mercedes de la Rosa, parte civil constituída, como justa re-
paración por los daños y perjuicios morales y materiales
sufridos con motivo de la muerte de su hija Zaida Ondina
Mercedes Montás, ocurrida en el accidente de que se trata,
así como las costas civiles, con distracción en provecho del
Dr. Maximilién R. T. Espinal Montás, por afirmar haberlas
avanzado en su totalidad; y declaró oponible la sentencia
intervenida a la San Rafael, C. por A., en su calidad de
Compañía Aseguradora del vehículo propiedad de Livio
Cordero Avila; SEGUNDO: Ratifica el defecto pronunciado
en la audiencia celebrada en fecha 12 de marzo de 1976, con-
tra Gilberto Mercedes de la Rosa, parte civil constituida,
por falta de comparecer, no obstante haber sido legalmente
citado; TERCERO: Modifica la mencionada sentencia recu-
rrida en cuanto al monto de la indemnización acordada y,
en consecuencia, la fija en la cantidad de dos mil quinientos
pesos (RD$2,500.00) en beneficio de Gilberto Mercedes de
la Rosa, parte civil constituida, apreciando falta común;
CUARTO: Confirma en sus demás aspectos apelados la in-
dicada sentencia de fecha primero de noviembre de 1974,
dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de La Romana; QUINTO: Condena a dicho incul-
pado al pago de las costas penales y tanto a éste como a Li-

vio Cordero Avila y la San Rafael, C. por A., al pago de las
costas civiles";

Considerando, que como en la especie ni Livio Avila
Cordero, persona puesta en causa como civilmente respon•
sable. ni la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., en'

tidad aseguradora, han expuesto los medios en que fundan
sus recursos como lo exige a pena de nulidad el artículo 37

sobre Procedimiento de Casación, para todo recu-de la 'AY
rrente que no sea el prevenido, los referidos recursos son
nulos; que por tanto sólo procede examinar el recurso del
prevenido;

Considerando, que el examen de la sentencia impugna-
da pone de manifiesto que la Corte a-qua, para declarar la
culpabilidad del prevenido Rubén Cordero Avila, dio por
establecido, mediante la ponderación de los elementos de
juicios aportados regularmente a la instrucción de la causa,
los siguientes hechos: a) que el 9 de noviembre de 1971,
mientras Rubén Cordero Avila transitaba en dirección Oes-
te a Este por la calle General Gregorio Luperón de la ciu-
dad de La Romana, conduciendo una guagua pública No.
69096, propiedad de Livio Avila Cordero, y asegurada con
la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., chocó con
la guagua placa No. 68103, conducida por Celestino García
en dirección opuesta, o sea, Este a Oeste, que transitaba por
la misma vía; b) que a la guagua conducida por Celestino
García, le había rebasado al motor Honda que conducía la
menor Zaida Ondina Mercedes, sin estar provista de la li-
cencia correspondiente para conducirlo, siendo atropellada
por la guagua conducida por el prevenido Rubén Cordero
Atila, quien conducía a exceso de velocidad; c) que des-
pués de estropear a la menor Ondina Mercedes, también
atropelló a Manuel Castinche, que transitaba a pie por la
referida calle; c) que en el accidente resultaron con lesio-
nes corporales Zaida Ondina Mercedes y Manuel Castinche,
que le produjeron la muerte casi instantáneamente; d) que
el accidente se debió tanto al exceso de velocidad, como a
la imprudencia y torpeza del prevenido Rubén Cordero Avi-
la;

Considerando, que los hechos así establecidos configuran
cargo del prevenido recurrente, el delito de golpes Y he-
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sable, ni la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., en'
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nulos; que por tanto sólo procede examinar el recurso del
prevenido:
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/ 
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ridas por imprudencia que ocasionaron la muerte con el
manejo de un vehículo de motor, previsto en el artículo 49
de la Ley No. 241 de 1967, y sancionado en el párrafo lro
de dicho texto legal, con las penas de dos a cinco años de
prisión y multa de quinientos pesos a dos mil pesos, si el
accidente ocasionare la muerte a una o más personas, corno
ocurrió en la especie, que al condenar al prevenido al pago
de una multa de RD$500.00, acogiendo circunstancias ate
nuantes, la Corte a-qua le aplicó una sanción ajustada a
la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido Rubén Cordero Avila,
había ocasionado a Gilberto Mercedes de la Rosa, constitui-
do en parte civil, daños y perjuicios materiales y morales,
cuyo monto evaluó soberanamente en la suma de RD$2,-
500.00; que en consecuencia la Corte a-qua al condenar al
prevenido recurrente solidariamente con la parte civilmen-
te responsable al pago de esas sumas, a título de indemni-
zación, en provecho de Gilberto Mercedes de la Rosa, cons-
tituido en parte civil, hizo una correcta aplicación del ar-
tículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del
prevenido recurrente, no contiene vicio alguno que justifi-
que su casación;

Por tales motivos: PRIMERO: Declara nulos los recur-
sos de casación interpuestos por Livio Cordero Avila y la
Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., contra la sen-
tencia correccional dictada el 31 de marzo de 1976, por la
Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, cuyo disposi-
tivo se copia en parte anterior del prersente fallo; SEGUN-
DO: Rechaza el recurso interpuesto por el prevenido Ru-
bén Cordero Avila, contra la misma sentencia y lo condena
al pago de las costas penales.
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(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de la
Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.—
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Felipe Osvaldo Perdomo
Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.— Ernesto Curiel
hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, Y

fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
certifico. (Fdo.): Ernesto Curiel hijo.
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ridas por imprudencia que ocasionaron la muerte con el
manejo de un vehículo de motor, previsto en el artículo ig
de la Ley No. 241 de 1967, y sancionado en el párrafo lra.
de dicho texto legal, con las penas de dos a cinco años de
prisión y multa de quinientos pesos a dos mil pesos, si el
accidente ocasionare la muerte a una o más personas, como
ocurrió en la especie, que al condenar al prevenido al pago
de una multa de RDS500.00, acogiendo circunstancias ate-
nuantes, la Corte a-qua le aplicó una sanción ajustada a
la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido Rubén Cordero Avila,
había ocasionado a Gilberto Mercedes de la Rosa, constitui-
do en parte civil, daños y perjuicios materiales y morales,
cuyo monto evaluó soberanamente en la suma de RD$2,-
500.00; que en consecuencia la Corte a-qua al condenar al
prevenido recurrente solidariamente con la parte civilmen-
te responsable al pago de esas sumas, a título de indemni-
zación, en provecho de Gilberto Mercedes de la Rosa, cons-
tituido en parte civil, hizo una correcta aplicación del ar-
tículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del
prevenido recurrente, no contiene vicio alguno que justifi-
que su casación;

Por tales motivos: PRIMERO: Declara nulos los recur-
sos de casación interpuestos por Livio Cordero Avila y la
Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., contra la sen-
tencia correccional dictada el 31 de marzo de 1976, por la
Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, cuyo dispos i

-tivo se copia en parte anterior del prersente fallo; SEGUN-
DO: Rechaza el recurso interpuesto por el prevenido R u

-bén Cordero Avila, contra la misma sentencia y lo condena
al pago de las costas penales.

BOLETIN JUDICIAL	 149

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de la
Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Horas.—
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Felipe Osvaldo Perdomo
Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.— Ernesto Curiel
hij o, secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, Y

fue firmada. leída y publicada por mí, Secretario General,
certifico. (Fdo.): Ernesto Curiel hijo.



150	 BOLE1TN JUDICIAL

SENTENCIA DE FECHA- 9 DE FEBRERO DEL 1979

Sentencia impugnada: Sexta Cámara Penal del Distrito Nacion
de fecha 20 de diciembre de 1976.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Erasmo A- de la Rosa, Enrique Villar Tejeda, y
guros Pepin, S. A.

Abogado: Dr. César R. Pina Toribio.

Interviniente: La Puerto Plata Comercial, C. por A.
Abogado: Dr. Gabriel Antonio Estrella Martinez.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Segun-
do Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín
M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández Espaillat,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy dia 9 del mes de Febrero del año
1979, años 135' de la Independencia y 116' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como Corte de Casación,
la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunt a-
mente por Erasmo A. de la Rosa dominicano, mayor de
edad, soltero, mecánico, domiciliado en la calle Francisco del
Rosario Sánchez No. 61 del Barrio Juan Pablo Duarte-Villas
Agrícolas, ciudad, con cédula No. 118152, serie Ira.; Enrique
Villar Tejeda, dominicano, mayor de edad, domiciliado en
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la calle María Montez No. 255, ciudad, cédula No. 27216,
serie 24; y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., domicilia-
da en la calle Palo Hincado esquina Mercedes de esta ciu-
dad No. 67; contra la sentencia de la Sexta Cámara Penal

del juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dic-
tecla el 20 de diciembre de 1976, cuyo dispositivo se copia

más OadideolaaniteLlguacil de turno en la lectura del rol:

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Gabriel
Antonio Estrella Martínez, cédula No. 11038, serie 32, abo-
gado de la interviniente, la Puerto Plata Comercial, C. por
A., domiciliada en la calle Alonso de Espinosa No. 11, de
esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República:

Vista el acta de los recursos de casación del 25 de
enero de 1977, levantada en la Secretaría de la Cámara
a-qua, a requerimiento del Dr. José Rafael Helena Rodrí-
guez, cédula No. 25603, serie 54, en representación de los
recurrentes en la que no se indica ningún medio determina-
do de casación;

Visto el memorial de casación de los recurrentes sus-
crito por su abogado, el Dr. César R. Pina Toribio, cédula
No. 118435, serie lra., en fecha 11 de julio de 1977, en el
cual se proponen los medios que se indican más adelanteá

Visto el escrito del 11 de julio de 1977, firmado por el
Dr. Gabriel Antonio Estrella Martínez, en representación
de la interviniente;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los textos legales invocados por los recurren-

-.	 tes , que se mencionarán más adelante y los artículos, 1, 62
Y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;
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Abogado: Dr. Gabriel Antonio Estrella Martínez.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Seguir
do Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín
M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández Espaillat,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 9 del mes de Febrero del ailo
1979, años 135' de la Independencia y 116' de la Restaura'
ción, dicta en audiencia pública, como Corte de Casación.
la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunt a-

mente por Erasmo A. de la Rosa dominicano, mayor de
edad, soltero, mecánico, domiciliado en la calle Francisco del
Rosario Sánchez No. 61 del Barrio Juan Pablo Duarte-Villas
Agrícolas, ciudad, con cédula No. 118152, serie Ira.; Enrique
Villar Tejeda, dominicano, mayor de edad, domiciliado en

la cape María Montez No. 255, ciudad, cédula No. 27216,
serie 24; y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., domicilia-
da en la calle Palo Hincado esquina Mercedes de esta ciu-
dad No. 67; contra la sentencia de la Sexta Cámara Penal
del juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dic-
tada el 20 de diciembre de 1976, cuyo dispositivo se copia
más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Gabriel
Antonio Estrella Martínez, cédula No. 11038, serie 32, abo-
gado de la interviniente, la Puerto Plata Comercial, C. por
A., domiciliada en la calle Alonso de Espinosa No. 11, de
esta ciudad:

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación del 25 de
enero de 1977, levantada en la Secretaría de la Cámara
rqua, a requerimiento del Dr. José Rafael Helena Rodrí-
guez, cédula No. 25603, serie 54, en representación de los
recurrentes en la que no se indica ningún medio determina-
do de casación;

Visto el memorial de casación de los recurrentes sus-
crito por su abogado, el Dr. César R. Pina Toribio, cédula
No. 118435, serie ira., en fecha 11 de julio de 1977, en el
cual se proponen los medios que se indican más adelanteá

Visto el escrito del 11 de julio de 1977, firmado por el
Dr. Gabriel Antonio Estrella Martínez, en representación
de la interviniente;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los textos legales invocados por los recurren-
tes , que se mencionarán más adelante y los artículos, 1. 62
Y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;
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,Considerando, que en la sentencia impugnada y en
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mot
de un accidente de tránsito ocurrido el 4 de mayo de 19
en esta ciudad, en el que no hubo lesionados corporales,
Juzgado de Paz de la Tercera Circunscripción del Dis
Nacional, dictó el 23 de agosto de 1976, una sentencia
el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Dec:ara
Félix Santana Medina No Culpable de violar la Ley
sobre tránsito de vehículos y en consecuencia lo Desear
del hecho que se le imputa; SEGUNDO: Declara al nombra-
do Erasmo A. de la Rosa, Culpable de violar las disposicio-
nes del artículo 65 de la mencionada Ley, y en consecuencia
lo Condena a 15 días de prisión y las costas penales, aco:
giendo en su favor circunstancias atenuantes; TERCERO:
Declara regular y válida la constitución en parte civil for-
mulada por Puerto Plata Comercial, la acoge en cuanto al
fondo y Condena a Enrique Villar Tejeda, a pagar en favor
de Puerto Plata Comercial, la suma de RD$1,000.00 (Un Mil
Pesos Oro Dominicanos), como justa reparación de los da-
ños materiales sufridos por el vehículo, marca Austin, mo-
delo 1964, Registro No. 58916, propiedad de dicha Razón So-
cial, corno consecuencia del accidente ocurrido el día 4 de
marzo de 1976, entre ambos vehículos; CUARTO: Condena
a Enrique Villar Tejada, al pago de los intereses legales de
dicha suma, a título de indemnización supletoria; QUINTO:
Condena a Enrique Villar Tejada al pago de las costas ci-
viles, del procedimiento y ordena la distracción de las mis'
mas en provecho de los Dres. Raymundo Cuevas Sena Y
Gabriel Estrella Martínez, quienes afirman haberlas aya* t
zado en su totalidad; SEXTO: Declara la presente sentarl a 1
cia oponible a la Seguros Pepín, S. A., entidad aseguradora
del vehículo que ocasionó el daño"; b) que sobre las apela' t
ciones interpuestas la Cámara a-qua dictó la sentencia ah
ra impugnada en casación, cuyo dispositivo es el siguiente:.(
"FALLA: PRIMERO: Declara bueno y válido el recurso dé
apelación incoado por Erasmo de la Rosa, de fecha 15 de

septiembre de 1976, contra sentencia dictada por el Juzgado
de paz de la Tercera Circunscripción del Distrito Nacional,
en fecha 23 del mes de Agosto de 1976, que lo condenó a
sufrir la pena de Quince (15) días de prisión correccional,
y al pago de las costas, por violación al artículo 65 de la
Ley 241, por haberlo hecho de acuerdo a las disposiciones
legales ; SEGUNDO: Se pronuncia el defecto en contra de
Erasmo A. de la Rosa, por no haber comparecido a la au-
diencia, no obstante haber sido legalmente citado; TERCE-
RO: Se revoca la mencionada sentencia en cuanto al aspec-
to penal, y en consecuencia, se condena al nombrado Eras-
mo A. de la Rosa, al pago de una multa de Cinco Pesos Oro
(RD$5.00), acogiendo en su favor circunstancias atenuan-
tes; CUARTO: Se confirma la ante expresada sentencia en
todos sus demás aspectos; QUINTO: Se declara buena y vá-
lida la constitución en parte civil intentada por la Puerto
Plata Comercial, C. por A., en contra de Enrique Villar Te-
jada por haberla hecho de acuerdo a las disposiciones lega-
les, en consecuencia, se condena a Enrique Villar Tejada al
pago de las costas civiles, con distracción de las mismas al
Dr. Gabriel A. Estrella Martínez y Dr. Raymundo Cuevas
Sierra, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que los recurrentes, en su memorial de
casación, proponen los siguientes medios: Primer Medio:
Ausencia o falta absoluta de motivos en la sentencia im-
pugnada; Insuficiencia en la anunciación y descripción de
los hechos de la causa Violación a los artículos 195 del Có-
digo de Procedimiento Criminal y 27 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; Segundo Medio: Desnaturalización
de los hechos. Falta de base legal;

Considerando que en sus dos medios de casación reuni-
das para su examen por estar relacionados íntimamente, los
recurrentes se limitan a afirmar que la sentencia impugna-
da , no contiene una relación clara y precisa de los hechos
de la causa, ni la imputación de una actividad específica a
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,Considerando, que en la sentencia impugnada y en
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido el 4 de mayo de 1978
en esta ciudad, en el que no hubo lesionados corporales, el
Juzgado de Paz de la Tercera Circunscripción del Distrito
Nacional, dictó el 23 de agosto de 1976, una sentencia coa
el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara a
Félix Santana Medina No Culpable de violar la Ley 241,
sobre tránsito de vehículos y en consecuencia lo Descarga
del hecho que se le imputa; SEGUNDO: Declara al nombra-
do Erasmo A. de la Rosa, Culpable de violar las disposicio.
nes del artículo 65 de la mencionada Ley, y en consecuencia'
lo Condena a 15 días de prisión y las costas penales, neo:
giendo en su favor circunstancias atenuantes; TERCERO:
Declara regular y válida la constitución en parte civil for-
mulada por Puerto Plata Comercial, la acoge en cuanto al
fondo y Condena a Enrique Villar Tejeda, a pagar en favor
de Puerto Plata Comercial, la suma de RDS1,000.00 (Un Mil
Pesos Oro Dominicanos), como justa reparación de los da-
ños materiales sufridos por el vehículo, marca Austin, mo-

delo 1964, Registro No. 58916, propiedad de dicha Razón Sal
cial, como consecuencia del accidente ocurrido el día 4 de
marzo de 1976, entre ambos vehículos; CUARTO: Condena
a Enrique Villar Tejada, al pago de los intereses legales de
dicha suma, a título de indemnización supletoria; QUINTO:
Condena a Enrique Villar Tejada al pago'de las costas ci-
viles, del procedimiento y ordena la distracción de las mit
mas en provecho de los Dres. Raymundo Cuevas Sena y
Gabriel Estrella Martínez, quienes afirman haberlas avarP
zado en su totalidad; SEXTO: Declara la presente senten-
cia oponible a la Seguros Penín, S. A., entidad aseguradora
del vehículo que ocasionó el daño"; b) que sobre las apele;
ciones interpuestas la Cámara a-qua dictó la sentencia aho-
ra impugnada en casación, cuyo dispositivo es el siguiente:
"FALLA: PRIMERO: Declara bueno y válido el recurso de
apelación incoado por Erasmo de la Rosa, de fecha 15 de

septiembre de 1976, contra sentencia dictada por el Juzgado
de paz de la Tercera Circunscripción del Distrito Nacional,
en fecha 23 del mes de Agosto de 1976, que lo condenó a
sufrir la pena de Quince (15) días de prisión correccional,
y al pago de las costas, por violación al artículo 65 de la
Dey 241, por haberlo hecho de acuerdo a las disposiciones
legales; SEGUNDO: Se pronuncia el defecto en contra de
Erasmo A. de la Rosa, por no haber comparecido a la au-
diencia, no obstante haber sido legalmente citado; TERCE-
RO: Se revoca la mencionada sentencia en cuanto al aspec-
to penal, y en consecuencia, se condena al nombrado Eras-
mo A. de la Rosa, al pago de una multa de Cinco Pesos Oro
(RD$5.00), acogiendo en su favor circunstancias atenuan-
tes; CUARTO: Se confirma la ante expresada sentencia en
todos sus demás aspectos; QUINTO: Se declara buena y vá-
lida la constitución en parte civil intentada por la Puerto
Plata Comercial, C. por A., en contra de Enrique Villar Te-
jada por haberla hecho de acuerdo a las disposiciones lega-
les, en consecuencia, se condena a Enrique Villar Tejada al
pago de las costas civiles, con distracción de las mismas al
Dr. Gabriel A. Estrella Martínez y Dr. Raymundo Cuevas
Sierra, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que los recurrentes, en su memorial de
casación, proponen los siguientes medios: Primer Medio:
Ausencia o falta absoluta de motivos en la sentencia im-
pugnada: Insuficiencia en la anunciación y descripción de
los hechos de la causa. Violación a los artículos 195 del Có-
digo de Procedimiento Criminal y 27 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; Segundo Medio: Desnaturalización
de los hechos. Falta de base legal;

Considerando que en sus dos medios de casación reuni-
dos para su examen por estar relacionados íntimamente, los
recurrentes se limitan a afirmar que la sentencia impugna-
da . no contiene una relación clara y precisa de los hechos
de la causa, ni la imputación de una actividad específica a
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cargo del prevenido Erasmo de la Rosa que constituye la
falta generadora del accidente; que por el contrario, el tri-
bunal a-quo sólo hace consideraciones muy generales que
repiten los textos legales pero sin establecer una verdadera
relación con los hechos de la causa; que la desnaturalización.
de los hechos de la causa es manifiesta "toda vez que no se
señalan circunstancias de hecho establecidas ante el tribu-
nal y que se correspondan con la solución legal del
pero,

Considerando, que contrariamente con las afirmaciones
hechas por los recurrentes, el examen de la sentencia im-
pugnada, contiene una relación completa de los hechos de
la causa, sin incurrir en desnaturalización alguna, como se
expone a continuación; en efecto, la indicada sentencia ex-
presa que mediante los elementos de juicio administrados
en la instrucción de la causa, se da por establecido: a) que
con motivo de un accidente de tránsito ocurrido el 4 de
marzo de 1976 entre el vehículo placa No. 92-363, conducido
por Erasmo A. de la Rosa, quien transitaba de Norte a Sur
por la calle 18, al cruzar por el puente Francisco de Rosa-
rio Sánchez, Ensanche Espaillat, chocó por la parte trasera
al carro placa No. 91-037, que transitaba delante del primr
ro, conducido por Félix Santana Medina; b) que la coas'
se debió a la falta de Erasmo A. de la Rosa, al conducir
vehículo en forma descuidada y atolondrada y a dista
poco prudente del vehículo que le precedía; que el J
a-quo estimó que la causa generadora del accidente se
bió a la negligencia e imprudencia del prevenido recurrente;

Considerando, que por todo cuanto se ha indicado ante-
riormente, la Cámara a-qua hizo una relación de los hechos
de la causa y dio motivos suficientes y pertinentes, sin i n

-currir en desnaturalización alguna, lo que justifican su di.*
positivo ,por lo que, los dos medios reunidos para su eXA

carecen de fundamento y deben ser desestimados;

Considerando, que los hechos dados por establecidos
configuran el delito de conducción temeraria o descuidada,
previsto por el artículo 65 de la Ley No. 241, del 1967, sobre
Tránsito y Vehículos, y sancionado por ese mismo texto le-
gal con las penas de multa de no menos de RD$50.00 ni
mayor de RD$200.00, o prisión por un término de no menos
de un mes ni mayor de tres meses, o ambas penas a la vez;
que al condenar al prevenido recurreñte, después de decla-
rarlo culpable a una multa de RD$5.00 acogiendo circuns-
tancias atenuantes, le aplicó una sanción inferior al mínimo
indicado por la Ley acogió circunstancias atenuantes en un
hecho que la Ley no lo admite; que sin embargo, como no
hubo recurso del Ministerio Público, la sentencia no puede
ser casada por esa causa;

Considerando, que asimismo, el Tribunal a-quo dio por
establecido que el hecho del prevenido causó daños y per-
juicios a la Puerto Plata Comercial, C. por A., parte civil-
mente constituida, que evaluó soberanamente en la suma
de RDS1,000.00; que al condenar a Enrique Villar Tejada,
puesto en causa como persona civilmente responsable, y al
pago de los intereses legales a partir de la denuncia, y al
hacer esas condenaciones oponibles a la Seguros Pepín, S.
A., también puesta en causa, la Cámara a-qua hizo una co-
rrecta aplicación de los artículos 1384 del Código Civil y 1
y 10 de la Ley No. 4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio de
Vehículos de Motor;
sacióCno; nsiderando, que examinada en sus demás aspectos la

rnsentencia impugnada, en lo que concierne al prevenido re-
currente ella no contiene vicio alguno que amerite su ca-

Por tales motivos: PRIMERO: Admite corno intervi-Mente a la Puerto Plata Comercial, C. por A., en los recur-
sos de casación interpuestos por Erasmo A. de la Rosa, En-
nque Villar Tejeda, y la Compañía de Seguros Pepín, S. A.,
Contra la sentencia de la Sexta Cámara Penal del Juzgado
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cargo del prevenido Erasmo de la Rosa que constituye la
falta generadora del accidente; que por el contrario, el tri-
bunal a-quo sólo hace consideraciones muy generales que
repiten los textos legales pero sin establecer una verdadera
relación con los hechos de la causa; que la desnaturalización.
de los hechos de la causa es manifiesta "toda vez que no se
señalan circunstancias de hecho establecidas ante el tribu.
nal y que se correspondan con la solución legal del case:
pero,

Considerando, que contrariamente con las afirmaciones
hechas por los recurrentes, el examen de la sentencia im.
pugnada, contiene una relación completa de los hechos de
la causa, sin incurrir en desnaturalización alguna, como se
expone a continuación; en efecto, la indicada sentencia ex-
presa que mediante los elementos de juicio administrados
en la instrucción de la causa, se da por establecido: a) que
con motivo de un accidente de tránsito ocurrido el 4 de
marzo de 1976 entre el vehículo placa No. 92-363, conducido
por Erasmo A. de la Rosa, quien transitaba de Norte a Sur
por la calle 18, al cruzar por el puente Francisco de Rosa-
rio Sánchez, Ensanche Espaillat, chocó por la parte trasera
al carro placa No. 91-037, que transitaba delante del prime-
ro, conducido por Félix Santana Medina; b) que la colisión
se debió a la falta de Erasmo A. de la Rosa, al conducir su
vehículo en forma descuidada Y atolondrada y a distancia
poco prudente del vehículo que le precedía; que el Juez
a-quo estimó que la causa generadora del accidente se d e-
bió a la negligencia e imprudencia del prevenido recurrente;

Considerando, que por todo cuanto se ha indicado ant
riormente, la Cámara a-qua hizo una relación de los hecha",
de la causa y dio motivos suficientes y pertinentes, sin in-
currir en desnaturalización alguna, lo que justifican su dis-
positivo ,por lo que, los dos medios reunidos para su examen
carecen de fundamento y deben ser desestimados;
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Considerando, que los hechos dados por establecidos
configuran el delito de conducción temeraria o descuidada,
previsto por el artículo 65 de la Ley No. 241, del 1967, sobre
;j'iránsilo y Vehículos, y sancionado por ese mismo texto le-
gal con las penas de multa de no menos de RD$50.00 ni
mayor de RD$200.00, o prisión por un término de no menos
de un mes ni mayor de tres meses, o ambas penas a la vez;
que al condenar al prevenido recurrente, después de decla-
rarlo culpable a una multa de RD$5.00 acogiendo circuns-
tancias atenuantes, le aplicó una sanción inferior al mínimo
indicado por la Ley acogió circunstancias atenuantes en un
hecho que la Ley no lo admite; que sin embargo, como no
hubo recurso del Ministerio Público, la sentencia no puede
ser casada por esa causa;

Considerando, que asimismo, el Tribunal a-quo dio por
establecido que el hecho del prevenido causó daños y per-
juicios a la Puerto Plata Comercial, C. por A., parte civil-
mente constituida, que evaluó soberanamente en la suma
de RDSI,000.00; que al condenar a Enrique Villar Tejada,
puesto en causa como persona civilmente responsable, y al
pago de los intereses legales a partir de la denuncia, y al
hacer esas condenaciones oponibles a la Seguros Pepín, S.
A., también puesta en causa, la Cámara a-qua hizo una co-
rrecta aplicación de los artículos 1384 del Código Civil y 1
y 10 de la Ley No. 4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio de
Vehículos de Motor;
sachsCno; nsiderando, que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada, en lo que concierne al prevenido re-
currente ella no contiene vicio alguno que amerite su ca-

Por tales motivos: PRIMERO: Admite corno intervi-
llene a la Puerto Plata Comercial, C. por A., en los recur-
sos de casación interpuestos por Erasmo A. de la Rosa, En-
rique Villar Tejada, y la Compañía de Seguros Pepín, S. A.,
%Ala la sentencia de la Sexta Cámara Penal del Juzgado
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de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictada el 20 de
diciembre de 1976, en sus atribuciones correcciona les, como

tribunal de segundo grado, cuyo dispositivo ha sido copiado
en parte anterior del presente fallo; SEGUND O: Rechaza

los indicados recursos; y TERCERO: Condena al prevenido

Erasmo A. de la Rosa al pago de las costas penales .y a En,
rique Villar Tejeda al pago de las costas civiles y las dio.,
trae a favor del Dr. Gabriel A. Estrella Martínez, quien d
clara haberlas avanzado en su totalidad, y las hace oponi.
bles a la Seguros Pepín, S. A., dentro de los términos de la

Póliza.
(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de la

Fuente.— Manuel A. Amiama. — Francisco Elpidio Beras.-

Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernán.
dez Espaillat.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-

diencia 
pública del día, mes y años, en él expresados, y fue

firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.): Ernesto Curiel hijo.

BOLETIN JUDICIAL

SENTEN CIA DE FECHA 11 DE FEBRERO DEL 1979

state/lela impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha
19 de diciembre de 1975.

3fateria: Civil.

Recurrente: Banco Popular Dominicano, C. por A.
Abogados: Ores. Aida Gómez de Ripley y F. E, Efraín Reyes Du-

lue.

Recurrid a: Industrias Lácteas Dominicana, S. A.
abogado: Lic. lléctor Sánchez Morcelo.

Recurrida: Fiduciaria Barahona, S. A.
Abogudos: Ores. Fabio A. Mota Salvador, Pedro Pablo Garrido de

Pool, y Bienveido Leonardo G.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Fel ipe Osvaldo Perdomo Báez, y Joaquín L. Hernán-
dez Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 14 del mes
de Febrero del año 1979, años 135' de la Independencia, y
116' de la Restauración, dicta en audiencia pública, comoCo

rte de Casación, la siguiente sentencia:

p Sobre el recurso de casación interpuesto por el Banco
°Pular Dominicano, C. por A., con su domicilio principal
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de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictada el 20 de
diciembre de 1976, en sus atribuciones correccionales, como
tribunal de segundo grado, cuyo dispositivo ha sido copiaaa
en parte anterior del presente fallo; SEGUNDO: Rechaza
los indicados recursos; y TERCERO: Condena al prevenicle
Erasmo A. de la Rosa al pago de las costas pcnales ,y a Ea,
rique Villar Tejeda al pago de las costas civiles y las dis-
trae a favor del Dr. Gabriel A. Estrella Martínez, quien de.
clara haberlas avanzado en su totalidad, y las hace oponj.,

bles a la Seguros Pepín, S. A., dentro de los términos de la
Póliza.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de la
Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernán-
dez Espaillat.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firrnada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
diencia pública del día, mes y años, en él expresados, y fue
firrnada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.): Ernesto Curiel hijo.

sESTENCIA DE FECHA 14 DE FEBIZERO DEL 1979

sottoobt impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha
19 de diciembre de 1975.

yraterla: Civil.

Becurrente: Banco Popular Dominicano, C por A.
Abogados: Dres. Aida Gómez de Ripley y F. E, Efraln Reyes Du-

luc.

Recurrid a: Industrias Lacteas Dominicana, S. A.
Abogado: Lic. Héctor Sanchez Morcelo

Recutrida: Fiduciaria Barahona, S. A.
Abogados: Dres. Fabio A. Mota Salvador, Pedro Pabb Garrido de

Pool, y Bienveido Leonardo G.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
regularmente constituída por los Jueces Néstor Con-

tni Aybar, Presidente: Fernando E. Ravelo de la Fuente,
mer Sustituto de Presidente; Ma.nuel A. Amiama, Se-
do Sustituto cie Presidente; Francisco Elpidio Beras

Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Bácz, y Joaquín L. Hernán-
dez Espaillat, asistidos clel Secretario General, en la Sala
donda celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
midge de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 14 del mes
de Febrcro del alio 1979, años 135' cle la Independencia, y
116  de la Restauración, dicta en audiencia pública, comoCOrte de Casación, la siguiente sentencia:
p Sobre el recurso de casaciOn interpuesto por el Banco

°Pular Dominicano, C. por A., con su domicilio principal
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en la calle Isabel la Católica No. 214, de esta ciudad; con.
tra la sentencia dictada el 19 de diciembre de 1975, por
Corte de Apelaclón de La Vega, en sus atribuciones chri,
les, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído a los Dres. Aida Gómez de Ripley, cédula Ne

41307, serie primera, por sí y por lcs Dres. F.	 Efraín Re,
yes Duluc, cédula No. 22863, serie 23, y Teresa Pereyra
Pierre, cédula No. 23841, serie 31, abogados del recurrente,
en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Cieneral
de la República;

Visto ol memorial del Banco rccurrente, depositado el

 de

5 de m.arzo cle 1976, suscrito por sus alx>gados, en el cual
se proponen contra la sentencia impugnada los medios
que se indican más adelante;

Vistos los memoriales de defensa de los 	 recurridos
que son Industrias Lácteas Dominicanas, S. A., del 7 de
encro de 1977, depositado por su abogado el Lic. Hector
Sánchez Morcelo; la Fiduciaria Barahona, S. A., del 7 de
encro de 1977, depositado por su abogado el Dr. Fabio A.
Mota Salvador; y Pedro Pablo Garrido de Pool, cédula No.
3604, serie 23, del 7 de enero de 1977, suserito por su abcr
gado, el Dr. Bienvenido Leanardo G.;

Visto el memorial ampliativo del Banco recurrente.
del 17 de mayo de 1977, suserito por sus abogados:

I,a Suprema Corte de Justicia, después de haber
liberado, y vistos los textos legales invocados por el reca

-rrente, que se mencionan más adelante, y los artículos 1,
20 in medio, y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca511"
ción;

Cons:derando, que en la sentencia impugnada y
los doeurnentos a que ella se refiere, corrsta lo siguiente:

aue con motivo de una demanda en nulidad de embargo
infrH"obiliario incoado por la Industrias Lácteas Dominica-
nas s. A., (INDULAC), y demanclas de intervención de la
Fid u' eiaria Barahana, S. A., y del Dactor Pablo Federico
Garrido de Pool, ahora recurridos, la Cámara Clivil, Co-
inercial y de Trabajo del Distrito Judicial de La Vega,
dictó el 3 de abril de 1974, una sentencia en sus atribu-
ciones civiles, con el s:guiente dispositivo: "FALLA: PRI-
brEft0: Rechaza la solicitud de reapertura de debate, soli-
dtado en fecha 12 de febrero de 1974, por Fiduciaria Ba-
rahona, S. A.: SEGUNDO: Rechaza por improcedente y
mal fundada la demanda en nulidad de embargo inmobilia-
rio interpuestta por la Industrias Lácteas Dominicanas,
S. A., (1NDULAC), en fecha 9 de noviembre de 1973;
TERCERO: Declara improcedente y mal fundadas las de-
mandas en intervención interpucstas por Fidue:aria Bara-
hona, S. A., y el Doctor Pedro Pablo Federico Garrido de
Pool; CUARTO: Rechaza por improcedente y mal funda-
do el sohreseimiento del presente procedimiento de embar-
go hunobiliario; QUINTO: Fija el día martes siete (7) del
mez de mayo del año mil noveeicntos setenta y cuatro,
(1974), a las diez horas de la maiiana la audiencia para la
adjudicación en pública subasta a.: mejor postor y úlfmo
subastador del inmueble embargado, o sea, una porción de
53.40 tareas equivalentes y sus mejoras en la parcela No.
3 del Distrito Catastral No. 5 lel Municipio de La Vega,
mechantc el cuaderno y pliego de condiciones depositado
en fecha 25 de octubre de 1973, y cuya lectura se efectuó
en fecha 20 de noviembre de 1973; SEXTO: Ordena, la eje-
cución provislonal y sin fia.nza de ésta; y SEPTIMO: Con-
dena a los señores Industrias Lácteas Dominicana.s, S. A.,
(tNDULAC), Fiduciaria Barahona, S. A., y Doctor Pedro
Pablo Federico Garrido de Pool, al pago de las costas del
Procedimiento, con distracción de las mismas en prove-
eho á'e los Dres. F. E. Efraín Reyes Duluc, Aida Górnez de
RipleY y Teresa Pereyra de Pierre, por haberlas avanza-
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en la calle Isabel la Católica No. 214, de esta ciudad; eon,
tra la sentencia dictada el 19 de diclembre de 1975, por la
Corte de ApelacIón de La Vega, en sus atribuciones eivi,
les, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído a los Dres. Aida Gómez de Ripley, c-édula Isto.

41307, seric primera, por sí y por les Dres. F. E. Efraín
yes Duluc, cédula No. 22863, serie 23, y Teresa Pereyra de
Pierre, cédula No. 23841, serie 31, abog,ados del reearrente
en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictarnen del Magistrado Procurador Gencral
de la República;

Visto el memorial del Banco recurrente, depositado el
5 de marzo de 1976, suscrito por sus abogados, en cl cual
se proponen contra la sentencia impugnada los medios
que se indican más adelante;

Vistos los memoriaIes de defensa de los recurridos
que son Industrias Lácteas Dominicanas, S. A., del 7 de
encro de 1977, depositado por su abogado el Lic. fléctor
Sánchez llorcelo; la Fid-aciaria Baralona, S. A., del 7 de
enero de 1977, depositado por SU abogado el Dr. Fablo
Mota Salvador; y Pedro Pablo Garrido de Pool, cédula No.
3604, s-erie 23, del 7 de enero de 1977, suscrito por su abor
gado, el Dr. Bienvenido Leonardo G.;

Visto el memorial ampliativo del 13anco recurrente,
del 17 de mayo de 1977, suserito por sus abogados;

La Suprema Corte de Justiaia, después de haber de"
liberado, y vistos los textos legales invocados por el recw
rrente, que se mencionan más adelante, y los artículos
20 m medio, y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa"
ción;

Cons:derando, que en la sentencia impugnada Yer/
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente,
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nue. eon motivo de una demanda en nulidad de embargo
intn- obiliario incoado por la Industrias Lácteas Dominica-
nas, S. A., (INDL"LAC), y demandas de intervención de la
riduciaria Barahona, S. A., y del Doctor Pablo Federico
Garrido de Pool, ahora recurridos, la Cámara Cavil, Co-
rnereial y de 'Prabajo del Distrito Juclicial de La Vega,
dictó el 3 de abril de 1974, una sentencia en sus atribu-
ciones civiles, con el s:guiente dispositivo: "FALLA: PRI-
MERO: Rechaza la solicitud de reapertura de debate, soli-
eitado en fecha 12 de febrero de 1974, por Fiduciaria Ba-
rahona, S. A.: SEGUNDO: Rechaza por improcedente y
road fundada la demanda .en nulidad de embargo inmob:lia-
rio interpuestta por la Industrias Lácteas Dominieanas,
S. A., (INDULAC), en fecha 9 de noviembre de 1973;
TERCFRO: Declara improcedente y mal fundadas las de-
mandas en intervención interpuestas por Fiduc:aria Bara-
hona, S. A., y el Doctor Pedro Pablo Federico Garrido de
Pool; CUARTO: Rechaza por improcedente y mal funda-
do ol sobreseimiento del presente procedimiento de embar-
go inmobiliario: QUINTO: Fija el día martes siete (7) del
mes de mayo del afio mil novecicntos setenta y cuatro,
(19741, a las diez horas de la mailana la audiencia para la
adjudicación en pública subasta a : mejor postor y últ:rno
subastador del inmueble etnbargado, o sea, una porción de
53.40 tareas equIvalentes y sus mejoras en la parcela No.
3 del Distrito Catastral No. 5 Iel Municipio de La Vega,
mediante el cuaderno y pliego de concliciones depositado
en fecha 23 de octubre de 1973, y cuya lectura se efectuó
en fecha 20 de noviembre de 1973; SEXTO: Ordena, la eje-
eución provislonal y sin fianza de ésta; y SEPTIMO: Con-
dena a los sefiores Industrias Lacteas Dominicanas, S. A.,
(INDULAC), Fiduciaria Barahona, S. A., y Doctor Pedro
Pable Federico Garrido de Pool, al pago de las costas del
Procedimiento, con distracción cle las mismas en prove-
eho cie los Dres. F. E. Efraín Reyes Duluc, Aida Gómez de
Ripley y Teresa Pereyra de Pierre, por haberlas avann-
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do en su mayor parte"; b) que, sobre apelación de los aho.
ra recurridos intervino el 19 de diciembre de 1975, la sen,
tencia ahora impugnada, en casación, cuyo dispositivo
ce así: "FALLA: PRIMERO: Declara, regular y válido en
la forma, el recurso de apelación interpuesto por Fidttcia.
ria Barahona, S. A., por llenar los requisitos legales; SE.
GUNDO: Acoge las conclusiones principales de Fiduciaria
Barahona, S. A., y las de los co-intimados Industrias 1.4e.
teas Dorninicanas, S. A., y Doctor Pedro Pablo Federica
Garrido de Pool, por reposar en pruebas legales y reeha.
zar, por improcedentes y mal fundadas las conclusiones
subs:diarias de Fiduciaria Barabona, S. A., y las del Banco
Popular Dominicano, C. por A.; TERCERO: Sobreseer
eonocimiento y fallo del recurso de apelación interpuesto
por Fiduciaria Barahona, S. A., contra la sentencia ervil
dietada el 3 de abril de 1974, por la aunara Civil, Comer.
eial y de Trabajo del Distrito Judicial de La Vega, hasta
tanto intervenga sentencia definit:va e irrevocable sobre
la inscripción en falsedad hecha por Fiduciaria Barahona,
S. A., contra la supra dicha decisión; CLTARTO: Condena al
Banco Popul•r Dominicano, al pago de las costas civiles
procedentes";

Considerando, que, contra la sentencia que impugne.
el Banco recurrente propone los siguientes medlos: Pri-
mer Medio: Falta de motivos; Seg,undo Medio: Violación
de los artículos 456 y siguientes del Código de Procedi-
miento Civ1.1; el efecto devolutivo de la apelación, y de
máxima "no hay vías de nulidad contra las sentencias":
Exceso de poder:

Considerando, que, en apoyo de los medios de su me-
morial, ratificados en su ampliación, el Banco recurrente
alega, en síntesis, lo que sigue: lro. que al discutirse
caso ante la Corte a-quo ol ahora recurrente presentó con*
clusiones por las cuales solicitó la fusión del recurso de
apolación de los recurridos con ctros recursos de los tnir

os que eran conexos con el primero; que también pidió
abora recurrente que se rechazara la intervención de

eia nduciaria Barahona, S. A., por falta de calidad en la
pccie de que trataba; que la Certe a-quo rechazó esas

eanclusionw sin indicar razones cle hecho y de derecho
tie justifiquen ese rechazamiento, violando así el artículo

141 del Código de Procedimiento Civil; que, para fallar co-
lo ha hecho la Corte a-quo, en su sentencia, da moti-

vas qu,e son contradictorios, pues en uno de ellos se ha-
bla de más "impugnación en falsedad principal ante las ju-
risdicciones represivas" y en otro de una "inscripción en
fabedad", actuaciones éstas que corresponden a situacio-
aes ciiferentes; 2do., que al sobreseer ot fallo sobre el fon-
do del caso devuelto a su juiicio sobre la baso de que los
apelantes habían solicitados por querella la nulidad de la
sentencia de primer grado ante las jurisdicciones represi-
vas, y hasta que esa querella quedara resuelta, la Corte
a-quo ha desconocido el principio juríctico según el cual
las sentencias sólo pueden ser impugnadas por las vías de
recursos ordinarios y extraordinario establecidos por la
Ley; que la apelación que fue llevada en la especie a la
Corte a-qtro tenía un aspecto devolutivo general, por lo
cual, unido a lo ya expuesto, no procedía ol sobreseinnento
dispuesto por la Corte a-qtto:

Considerando, que, tal como lo arguye el Banco recu-
rrente, los agravios que una parte cualquiera pueda expe-
rimentar por una sentencia no puecien ser alegados válida-
mente sino por la vía de los recursos expresamente estable-
cidos por la Ley, según el carácter y el estado procesal de
eada caso; en la especie de que se trataba, por la apelación
que de parte de los ahora recurridos, se llev6 ante la Cor-
te a-quo sin limitación alguna; que este principio jurídico
reculta incuestionablemente dol contexto de todos los pro-
eeclimientos judiciales; que en base a ese principio, el so-
breseurHiento ctispuesto en el caso ocurrente por la Corte
a-eltto no está legalmente justificaclo, por lo cual la senten-
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do en su mayor parte"; b) que, sobre apelación de los alta,
ra recurridos intervino el 19 de diciembre de 1975, la sert,
tencia ahora impugnada, en casación, cuyo dispositivo di„
ce así: "FALLA: PRIMERO: Doclara, regular y válido en
la fcrma, el recurso de ap&ación interpuesto por Fiducia.
ria Barahona, S. A., por llenar los requisitos legales; SE.
GUNDO: Acoge las conclusiones principales de. Fiduc:aria
Barahona, S. A., y las de los co-intimados Industrias L.
leas Dominicanas, S. A., y Doctor Pedro Pablo Federice
Garrido de Pool, por reposar en pruebas legales y recha-
zar, por improcedentes y mal fundadas las conclusiones
subs:diarias de Fiduciaria Barahona, S. A., y las del Banco
Popular Dominicano, C. por A.; TERCERO: Sobreseer el
conocimiento y fallo del recurso de apelación interpueste
por Fiduciaria Barahona, S. A., contra la sentencia civil
dictada el 3 de abril de 1974, por la Cámara Civil, Comor
cial y de Trabajo del Distrito Judicial de La Vega, hasta
tanto intervenga sentencia definitIva e irrevocable sobre
la inscripción en falsedacl hecha por Ficluciaria Barahona,
S. A., contra la supra dicha docisión; CUARTO: Condena al
Banco Popular Dominicano, al pago de las costas civiles
procedentes";	 11:j

Considerando, que, contra la sentencia que impugna,
el Banco reeurrente propone los siguientes medios:
mer Medio: Falta de motivos; Segundo Medio: Violación
de los artículos 456 y siguientes del Código de Procedi-
miento Civa; el efecto devolutivo de la apclación, y de la
máxima "no hay vías de nulidad cantra las sentenciat
Exceso de poder;

Considerando, que, en apoyo de los medíos de su
morial, ratificados en su ampliación, el Banco recurrente
alega, en síntesis, lo que sigtte: lro. que al discutirse el
caso ante la Corte a-quo el ahora recurrente presentó con-
clusiones por las cuales solicitó la fusión del recurso de
apelación de los recurridos con ctros recursos de los mis"

aws que eran conexos con el primero; que también pidió
ahora recurrente que se rechazara la intervención de

la Fulucia ria Barahona, S. A., por falta de calidad en la
especte de que trataba; que la Corte a-quo rechazó esas

conejusiones sin indicar razones de hecho y cle derecho
ue 

iustifiguen ese rechazamiento, violando así el artículo
q 

141 del Código de Procedimiento Civil; que, para fallar co-
me lo ha hecho la Corte a-quo, en su sentencia, da moti-
ws que son contradictorios, pues en uno de ellos se ha-
bla de más "impugnación en falsedad principal ante las ju-
risdicciones represivas" y en otro de una "inseripción en
fakedad", actuaciones Stas que ccrresponden a situacio-
nes diferentes; 2do., que al sobreseer ol fallo sobre el fon-
do del ca.so devuelto a su juiicio sobre la base de que los
apelantes habían solicitados por querella la nulidad de la
sentencia de primer grado ante las jurisdicciones represi-
%11.5, y hasta que esa querella qucclara resuelta, la Corte
a-quo ha desconocido el principio jurídico según el cual
las sentencias sólo pueden ser impugnadas por las vías de
recursos ordinarios y extraordinario establecidos por la
Ley; que la apelación que fue Ilevada en la especie a la
Corte a-quo tenía un aspecto devolutivo general, por lo
cual, unido a lo ya expuesto, no precedía el sobresehniento
dispuesto por la Corte a-quo;

Considerando, que, tal como lo arguye el Banco recu-
rrente, los agravios que una parte cualquiera pueda expe-
Mnentar por una sentencia no pueden ser alegados válida-
mente sino por la vía de los recursos expresamente estable-
ddos por la Ley, según el caráctor y el estado procesal de
cada caso; en la especie de que se trataba, por la apelación
que de parte de los ahora recurridos, se llevó ante la Cor-
te e-quo sin limitación alguna; que este principio jurídico
resulta incuestionablemente dol contexto de todos los pro-
eedirrdientos judiciales; que en base a ese principio, el so-
breseimiento dispuesto en el caso ocurrente por la Corte
a-quo no está legalmente justificado, por lo cual la senten-
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Dios, Patria y Libertad,
República Dorninleana.
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cia nnpugnada debe ser casada, sin necesidad de ponae,
rar el primer medio propuesto por el recurrente;

Considerando, por otra parte, que se trata en el caso
de una cuestión puramente jurídica, cuyo alcance no estí
afectado por ninguna cuestión de hecho y que por tanto
la sentencia debe ser casada por vía de supresión y sin en,
vío, de modo que la Corte a-qua resuelva, en la forma que
sea de lugar, el fondo de la apelación llevada ante ella;

Por tales motivos: PRDIERO: Casa, por vía de supre-
sión y sin envío, la sentencia dictada el 19 de diciembre de
1975, por la Corte de Apelación de La Vega, en sus atribu.
eiones civiles, cuyo dispositivo se ha copiado en parle an-
terior del presente fallo; SEGENDO: Condena a los recu-
rridos, Fiduciaria Barahona, S. A , Industrias Lácteas
minicanas, S. A., y Dr Pedro Pablo Federico Garrido de
Pool al pago de las costas.

(FIRMADOS:) Néstor Contín Aybar, F. E. Ravelo de
la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Bácz, Joaquín L. Hernández
Espaillat.— Ernesto Curiel hijo, S•cretario General.

La presente sentencia ha sido dada y finnada por los
señores Jueces que figuran en su encabezarn:ento, en la
audiencia pública del día, mcs y año, en él expresados,
fue firmada, leída y publicada por mí, Sceretario General.
que certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

•

sgiNTTENCIA DE FECI1A 11 DF, FEBRERO DEL 1979

sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha
20 de diciembre de 1974.

materia: Civil.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
guncio Sustátuto de Presidente; Francisro Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló,7 Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, y Joaquín L. Hernan-
dez EspaZgat, asistidos del Seeretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 14 del mes
deq Febrero del ano 1979, años 135' de la Independencia,
y 116' de la Restauración, dicta en audiencia pública, co-
rno Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Banco
Popular Dominicano, C. por A., cen su domicilio social, y
oficina principal en la calle Isabel la Católica No. 70, de
esta ciudad Capital, contra la s-entencia dictada el 20 de

. diciembre de 1974, por la Corte de Apelación de La Vega,



Recurrente: Banco Popular Dominicano, C. por A.
Abogados: Dres, Aida Gómez. de Ripley, Efrain Reyes Duluc, Te-
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cia impugnada debe ser casada, sin necesidad de pomo.
rar el primer medio propuesto por el recurrente;

Considerando, por otra parte, que se trata en el coso
de una cuestión puramente jurídica, cuyo alcance no esta
afectado por ninguna cuestión de hecho y que por tanto
la sentencia debe ser casada por vía de supresión y sin en.
vío, de modo que la Corte a-qua resuelva, en la forma que
sea de lugar, el fondo de la apelación llevada ante ella;

Por tales motivos: PRIMERO: Casa, por vía de supre-
sión y sin envío, la sentencia dictada el 19 de diciembre de
1975, por la Corte de Apelación de La Vega, en sus atribu-
ciones civiles, cuyo dispositivo se ha copiado en parle an-
terior del presente fallo; SEGUNDO: Condena a los rece•
rridos, Fiduciaria Barahona, S. A , Industrias Lácteas Do.
minicanas, S. A., y Dr Pedro Pablo Federico Garrido de
Pool al pago de las costas.

(FIRMADOS:) Néstor Contín Aybar, F. E. Ravelo de
la Fuente, :Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Fieras,
Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almán•
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández
Espaillat.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General.
que certifico.— (Pdo.) Ernesto Curiel hijo.

sw,TrENCIA DE FECHA 14 DF, FEBRERO DEL 1979

;coleada impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha
20 de diciembre de 1974.

blateria: Civil.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
fin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisro Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló,7 Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, y Joaquín L. Hernán-
dez EspaIllat, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 14 del mes
deq Febrero del año 1979, años 135' de la Independencia,
y 116' de la Restauración, dicta en audiencia pública, co-
mo Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Banco
Popular Dominicano, C. por A., cen su domicilio social, y

cina principal en la calle Isabel la Católica No. 70, de
ciudad Capital, contra la sentencia dictada el 20 de

embre de 1974, por la Corte de Apelación de La Vega,
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en sus atribuciones civiles, cuyo dispositivo se copia mía
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oída a la Dra. Aida Gómez de Ripley, cédula No. 4130;
serie primera, por sí y por los Dres. Efraín Reyes Dulue
Teresa Pereyra de Pierre, abogados del recurrente, en II
lectura de sus conclusiones;

Oído al Dr. Juan B. Natera C., en representación del
Lic. Héctor Sánchez Morcelo, abogado de la recurrida, en
la lectura de sus conclusiones, recurrida que es Industrias
Lácteas Dominicanas, S. A., (INDULACI, en su domicilio
y asiento social en el kilómetro 61/2 de la carretera Sán-
chez, de esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación del recurrente y su es-
crito de ampliación depositados el 17 de febrero de 1975
y 1ro. de junio de 1977, suscritos por sus abogados, en los
que se proponen contra la sentencia impugnada los medios
que se indican más adelante:

Visto el memorial de defensa de la co-intimada Indus-
trias Lácteas Dominicanas, S. A., (INDULAC), suscrito por,
su abogado, del 10 de marzo de 1977;

Visto el escrito de defensa de la recurrida Fiduciaria
Barahona, S. A., del 10 de marzo de 1977, suscrito por el
Dr. Fabio A. Mota Salvador;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por el recu-
rrente, que se mencionan más adelante. y los artículos 1,
20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que, en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)

nue con motivo de una demanda incidental en nulidad de

un procedimiento de embargo inmobiliario trabado por el
sanco popular Dominicano, C. por A., sobre una parcela de
terreno y la planta industrial que existe sobre ella, en per-
juicio de la Industrias Lácteas Dominicanas, S. A., (INDU-
Lite), instalada por Fiduciaria Barahona, S. A., la Caz' na-
ra Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de La Vega dictó, en sus
atribuciones civiles, el 3 de mayo de 1974, una sentencia
clip dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Se decla-
ra inadmisible la demanda en nulidad de embargo inmobi-
liario interpuesta por Fiduciaria Barahona, S. A., en fecha 10
de abril de 1974; SEGUNDO: Da actas a Fiduciaria Bara-
hona, S. A., de que se le reserve impugnar cualquier alte-
ración unilateral que se comprueba en la carta de garan-
tía solidaria de Indulac, extendida al Banco Popular Do-
minicano, C. por A.; I'ERCERO: Ordena la ejecución pro-
visional, sin fianza de esta sentencia; CUARTO: Condena
a Fiduciaria Barahona, S. A., al pago de las costas del pro-
cedimiento"; b) que previo al conocimiento del recurso de
apelación interpuesto por Fiduciaria Barahona, S. A., con-
tra la sentencia indicada anteriormente, ésta elevó una ins-
tancia a la Corte de Apelación de La Vega, por la cual so-
licitaba autorización para emplazar, a breve término, al
Banco Popular Dominicano, C. por A., y a la Industrias
Lácteas Dominicanas, S. A., a fin de obtener de dicha Cor-
te, la suspensión de la ejecución de la sentencia rendida el
3 de mayo de 1974, por la Cámara Civil, Comercial y de
Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de La Vega; el que después de dictado el auto de
autorización, la Corte de Apelación de La Vega, dictó el
20 de diciembre de 1974, la sentencia ahora impugnada en
casación cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO:
Decide-motu-proprio-, resolver los recursos de apelación
interpuestos por Fiduciaria Barahona, S. A., e Industrias
Lácteas Dominicanas, S. A., (INDULAC), contra la ya ex-
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en sus atribuciones civiles, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oída a la Dra. Aida Gómez de Ripley, cédula No. 41307,
serie primera, por sí y por los Dres. Efraín Reyes Dulue y

Teresa Pereyra de Pierre, abogados del recurrente, en la
lectura de sus conclusiones;

Oído al Dr. Juan 13. Natera C , en representación del
Lic. Héctor Sánchez Morcelo, abogado de la recurrida, en
la lectura de sus conclusiones, recurrida que es Industrias
Lácteas Dominicanas, S. A., (INDULACI, en su domicilio
y asiento social en el kilómetro 61/2 de la carretera Sán-
chez, de esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General I
de la República;

Visto el memorial de casación del recurrente y su es-
crito de ampliación depositados el 17 de febrero de 1975
y 1ro. de junio de 1977, suscritos por sus abogados, en los
que se proponen contra la sentencia impugnada los medios
que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa de la co-intimada Indus-
trias  Lácteas Dominicanas, S. A., (INDULAC), suscrito por
su abogado, del 10 de marzo de 1977;

Visto el escrito da defensa de la recurrida Fiduciaria,
Barahona, S. A., del 10 de marzo de 1977, suscrito por el
Dr. Fabio A. Mota Salvador;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por el recu-
rrente, que se mencionan más adelante y los artículos 1,
20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que, en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)

e con motivo de una demanda incidental en nulidad de
tal procedimiento de embargo inmobiliario trabado por el
Banco Popular Dominicano, C. por A., sobre una parcela de
terreno y la planta industrial que existe sobre ella, en per-
juicio de la Industrias Lácteas Dominicanas, S. A., (INDU-
tac), insialada por Fiduciaria Barahona, S. A., la Cáma-
ra civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de. La Vega dictó, en sus
atribuciones caviles, el 3 de mayo de 1974, una sentencia
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Se decla-
ra inadmisible la demanda en nulidad de embargo inmobi-
liario interpuesta por Fiduciaria Barahona, S. A., en fecha 10
de abril de 1974; SEGUNDO: Da actas a Fiduciaria Bara-
hona, S. A., de que se le reserve impugnar cualquier alte-
ración unilateral que se comprueba en la carta de garan-
tía solidaria de Indulac, extendida al Banco Popular Do-
minicano, C. por A.; TERCERO: Ordena la ejecución pro-
visional, sin fianza de esta sentencia; CUARTO: Condena
a Fiduciaria Barahona, S. A., al pago de las costas del pro-
cedimiento"; b) que previo al conocimiento del recurso de
apelación interpuesto por Fiduciaria Barahona, S. A., con-
tra la sentencia indicada anteriormente, ésta elevó una ins-
tancia a la Corte de Apelación de La Vega, por la cual so-
licitaba autorización para emplazar, a breve término, al
Banco Popular Dominicano, C. por A., y a la Industrias
Lácteas Dominicanas, S. A., a fin de obtener de dicha Cor-
te, la suspensión de la ejecución de la sentencia rendida el
3 de mayo de 1974, por la Cámara Civil, Comercial y de
Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de La Vega; cl que después de dictado el auto de
autorización, la Corte de Apelación de La Vega, dictó el
20 de diciembre de 1974, la sentencia ahora impugnada en
casación cuyo dispositivo dice así: 'FALLA: PRIMERO:
Decide-motu-proprio-, resolver los recursos de apelación

Lácteas 
miesetoospnoircaFnairciaria Barahona, S. A., e Industrias

S. A.. (INDULAC), contra la ya ex-
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presada decisión, por sentencias separadas; SEGUNDO: be,
clara regular y válido, en la forma el recurso de apelación
interpuesto por Fiduciaria Barahona, S. A., por haberse
cumplido con los preceptos legales; FERCERO: Acoge en
parte las conclusiones de la intimante Fiduciaria Barahona,
S. A., y de la co-intimada Industrias Lácteas Dominicanas,
S. A., por reposar en pruebas legales y rechaza, por impro-
cedentes y mal fundadas las conclusiones del Banco Pope.
lar Dominicano. C. por A.; CUARTO: Ordena que indepen.
dientemente de lo que se decida en cuanto al fondo del re•
curso de apelación, la inmediata suspensión de la ejecución
provisional dispuesta en el fallo recurrido, (sentenc:a de
la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, mar-
cada con el No. 401, de fecha 3 d mayo de 1974), prohi-
biendo el Banco Popular Dominicano, C. por A., de preva-
lerse de dicha ejecución provisional, hasta tanto no se haya
dictado sentencia al fondo sobre el recurso de apelación
que contra la pre-mencionada sentencia interpuso Fiducia-
ria Barahona, S. A.; CUARTO: Ordena la ejecución sobre
original y antes de registro de esta sentencia; QUINTO:
Condena al Banco Popular Dominicano, C. por A., al pago
de las costas":

Considerando, que el recurrente, Banco Popular Do-
minicano, C. por A., propone contra la sentencia que im-
pugna, los siguientes medios: Primer Medio: Fallo extra
petita; Violación de los artículos 1166, 1208 y 2036, del
Código Civil; Segundo Medio: Violación de los artículos
459 y 460 del Código de Procedimiento Civil, falta de base
legal y desnaturalización de los documentos y hechas de
la causa;

Considerando, que, en apoyo del medio segundo de so
memorial, el cual se examina en primer lugar por convenir
así a la mejor solución del caso, el recurrente expone y
ga, en síntesis, lo que sigue: que, para que un apel

„veda obtener que se suspenda la ejecución provisional de
' Tia sentencia ordenada por el Juez de Primer Grado, es

r io, de conformidad con el artículo 459 del Código dev ario,
procedimiento Civil que "la ejecución provisional se orde-
nare sin estar en los casos determinados en la Ley; que le
basta al Juez hacer una simple operación de cotejo del Art.
135 del Código de Procedimiento Civil con el caso que se
le someta Y establecer si la sentencia que ordena tal ejecu-
ción provisional se encuentra dentro de uno de los casos
permitidos en la Ley; que aplicada esa comprobación al
presente caso, demuestra que siento el Certificado un títu-
lo ejecutorio de acuerdo con el artículo 173 de la Ley de
Registro de Tierras, es innegable que estamos en uno de
los casos previstos por el artículo 135 del Código de Pro-
cedimieno Civil, esto es, existe un título ejecutorio que
justifica, tal como lo juzgó el tribunal del primer grado, la
orden de que se proceda a la ejecución provisional; que lo
planteado por los demandantes ante la Corte a-quo no fue
que determinase si la ejecución provisional había sido or-
denada fuera de los casos previstos por la ley, sino de que
se estatuyera sobre la improcedencia de la ejecución provi-
sional frente a argumentos de los demandantes en suspen-
sión, dirigidos contra el título ejecutorio; que la Corte de
La Vega no podía acoger ni examinar las demandas en sus-
pensión de que fué apoderada, porque las mismas implica-
ban el conocimiento del fondo de les recursos contra la sen-
tencia del 3 de mayo de 1974, ante citada, de que estaba
apoderada, los cuales habrían de ser conocidos en otras au-
diencias y decididos por otras sentencias que resuelven el
fondo de los litigios; que el embargo inmobiliario de que se
trata fué trabado en virtud del Duplicado del Acuerpo I-E-
Potecario del Certificado de Título No. 227, del 25 de febre-
ro de 1969, expedido por el Registrador de Títulos del De-
Parlamento de La Vega y ese documento nunca ha sido ar-
güido de falsedad; que al no precisar [la Corte a-quo cuáles
son los títulos incriminados y "en virtud de los cuales se
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presada decisión, por sentencias separadas; SEGUNDO: os
clara regular y válido, en la forma el recurso de apelación
interpuesto por Fiduciaria Barahona, S. A., por haberse
cumplido con los preceptos legales; l'LHCERO: Acoge en
parte las conclusiones de la intimante Fiduciaria Barahona,
S. A., y de la co-intimada Industrias Lácteas Dominicanas,
S. A., por reposar en pruebas legales y rechaza, por imnr0.
cedentes y mal fundadas las conclusiones del Banco Popu-
lar Dominicano, C. por A.; CUARTO: Ordena que indepen..
dientemente de lo que se decida en cuanto al fondo del re-
curso de apelación, la inmediata suspensión de la ejecución
provisional dispuesta en el fallo recurrido, (sentencia de
la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado de

Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, mar-
mda con el No. 401, de fecha 3 de mayo de 1974), prohi-
biendo el Banco Popular Dominicano, C. por A., de preva-
lerse de dicha ejecución provisional, hasta tanto no se haya
dictado sentencia al fondo sobre el recurso de apelación
que contra la pre-mencionada sentencia interpuso Fiducia-
ria Barahona, S. A.; CUARTO: Ordena la ejecución sobre
original y antes de registro de esta sentencia; QUINTO:
Condena al Banco Popular Dominicano, C. por A., al pago
de las costas";

Considerando, que el recurrente, Banco Popular 1»
minicano, C. por A., propone contra la sentencia que im-
pugna, los siguientes medios: Primer Medio: Fallo extra
perita; Violación de los artículos 1166. 1208 y 2036, del
Código Civil; Segundo Medio: Violación de los artículos
459 y 460 del Código de Procedimiento Civil, falta de base
legal y desnaturalización de los aocurnentos y hechos de
la causa;

Considerando, que, en apoyo del medio segundo de su
memorial, el cual se examina en primer lugar por convenir
así a la mejor solución del caso, el recurrente expone y ale-
ga, en síntesis, lo que sigue: que, para que un apelan
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Pulaobtener que se suspenda la ejecución provisional de
una sentencia ordenada por el Juez de Primer Grado, es
necesario, de conformidad con el articulo 459 del Código de
procedimiento Civil que "la ejecución provisional se orde-
nare sin estar en los casos determinados en la Ley; que le
basta al Juez hacer una simple operación de cotejo del Art.
135 del Código de Procedimiento Civil con el caso que se
je someta y establecer si la sentencia que ordena tal ejecu-
ción provisional se encuentra dentro de uno de los casos
permitidos en la Ley; que aplicada esa comprobación al
presente caso, demuestra que siento ol Certificado un títu-
lo ejecutorio de acuerdo con el artículo 173 de la Ley de
Registro de Tierras, es innegable que estamos en uno de
los casos previstos por el artículo 135 del Código de Pro-
cedimieno Civil, esto es, existe un título ejecutorio que
justifica, tal como lo juzgó el tribunal del primer grado, la
orden de que se proceda a la ejecución provisional; que lo
planteado por los demandantes ante la Corte a-quo no fue
que determinase si la ejecución provisional había sido or-
denada fuera de los casos previstos por la ley, sino de que
se estatuyera sobre la improcedencia de la ejecución provi-
sional frente a argumentos de los demandantes en suspen-
sión, dirigidos contra el título ejecutorio; que la Corte de
La Vega no podía acoger ni examinar las demandas en sus-
pensión de que fué apoderada, porque las mismas implica-
ban el conocimiento del fondo de les recursos contra la sen-
tencia del 3 de mayo de 1974, ante citada, de que estaba
apoderada, los cuales habrían de ser conocidos en otras au-
diencias y decididos por otras sentencias que resuelven el
fondo de los litigios; que el embargo inmobiliario de que se
trata fué trabado en virtud del Duplicado del Acuerpo ni-
Potecario del Certificado de Título No. 227, del 25 de febre-
ro de 1969, expedido por el Registrador de Títulos del De-
Partarnento de La Vega y ese documento nunca ha sido ar-
güido de falsedad; que al no precisar la Corte a-quo cuáles
sea los títulos incriminados y "en virtud de los cuales se
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iu
practicó el embargo inmobiliario", impide a esa corte
comprobar si la Ley ha sido bien o mal aplicada, aparte de
desnaturalizar los documentos y hechos de la causa; que
como hemos dicho, los motivos dados por la Corte a.qw;
son motivos de fondo, porque todo cuanto se refiere ala
esencia y a la validez de un título que se ejecuta consti-
tuye un aspecto relativo al fondo del derecho, cuestión
cuyo análisis está prohibido al Juez apoderado de una de.
manda en suspensión, por el artículo 459 del Código de
Procedimiento Civil; que las razones que acaban de ser ex-
puestas, justifican la casación de la sentencia recurrida;

Considerando, que, sí es cierto que el artículo 459 del
Código de Procedimiento Civil autoriza al apelante a citar
al apelado a breve plazo, antes de discutir el fondo, a fin
de que oiga suspender la ejecución de la sentencia impug.
nada, y que, el tribunal de segundo grado resuelve enton-
ces, previamente, si hay lugar a suspender la ejecución, y
que, además, el artículo 459 del citado Código, es aplicable
a todas las apelaciones en materia civil, sean de la compe-
tencia de la Corte de Apelación o del Juzgado de Primera
Instancia, cuando funcione como tribunal de apelación con
respecto a las sentencias de los Juzgados de Paz, no es me-
nos cierto, que el referido texto legal sólo es aplicable
cuando el Juez del Primer Grado ha ordenado la ejecu-
ción provisional de su sentencia sin encontrarse en uno
de los casos en que la Ley se lo permite o se lo manda;
que, como en el caso ocurrente, el artículo 135 del Código

de Procedimiento Civil dispone que "la ejecución provi-
sional sin fianza se ordenará, cuando haya título auténtico,
promesa reconocida o condenación precedente por senten

-cia de la que no haya habido apelación"; que al realizar
el Banco Popular Dominicano, C. por A., el embargo in"
mobiliario, de que es cuestión, amparado en el Duplicado
del Certificado do Título del Acuerdo Hipotecario, es 017
vio, que estemos frente a uno de los casos en que la

—
,randa al Juez a prescubrir la ejecución provisional de su
sentencia no obstante cualquier recurso;

considerando, que la Suprema Corte de Justicia man-
tiene el criterio de que "los Certificados de Títulos cons-
tituyen títtulos ejecutorios y de fuerza orga onines, y por
disposición expresa de la Ley de Registro de Tierras, de-
ben ser reconocidos por todos los Tribunales; que esa eje-
cutoriedad y esa fuerza jurídica se refieren, no sólo al de-
recha de propiedad, sino a todos les cargos, derechos y ac-
ciones que sean anotados en dichos Certificados; que las
mismas prerrogativas jurídicas amparan a los Duplicados
de esos Certificados de Títulos, debidamente expedidos";

„considerando, que, como en el caso ocurrente, la sen-
tencia de primera instancia, al ordenar la ejecución pro-
visional, lo que hizo fué reconocer con ello el carácter eje-
cutorio del Duplicado de Certificado de Título, aportado
por el hoy recurrente; que la Corte a-qua, no podía váli-
damente suspender, como lo ha hecho, la ejecución provi-
sional dispuestta por la sentencia dictada el 3 de mayo de
1974, por la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La
Vega, prohibiendo al Banco Popular Dominicano, C. por
A., de prevalerse de dicha ejecución provisional; que, al
proceder así, la Corte a-quo ha violado los artículos 459 y
460 del Código de Procedimiento Civil; que, por lo expues-
to, procede casar la sentencia impugnada, sin necesidad de
ponderar los alegatos contenidos en el otro medio dcl re-
Curso, que esa casación debe ser crispuesta por vía de su-
presión y sin envío, en vista de que dicha sentencia no in-
volucra ninguna cuestión de hecho que requiera la apre-
ciación de Jueces de fondo;

Por tales motivos: PRIMERO: Casa, por vía de supre-
sión y sin envio, la sentencia dictada el 20 de diciembre de
1974, en sus atribuciones civiles, por la Corle de Apela-
ción de La Vega, cuyo dispositivo se ha copiado en parte
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practicó el embargo inmobiliario", impide a esa Co
comprobar si la Ley ha sido bien o mal aplicada, aparte de
desnaturalizar los documentos y hechos de la causa; que
como hemos dicho, los motivos dados por la Corte aiitt;

son motivos de fondo, porque todo cuanto se refiere ala'
esencia y a la validez de un título que se ejecuta consti-
tuye un aspecto relativo al fondo del derecho, cuestión
cuyo análisis está prohibido al Juez apoderado de una de-
manda en suspensión, por el artículo 459 del Código de
Procedimiento Civil; que las razones que acaban de ser ex-
puestas, justifican la casación de la sentencia recurrida;

Considerando, que, sí es cierto que el artículo 459 del
Código de Procedimiento Civil autoriza al apelante a citar
al apelado a breve plazo, antes de discutir el fondo, a fin
de que oiga suspender la ejecución de la sentencia impug-
nada, y que. el tribunal de segundo grado resuelve enton-
ces, previamente, si hay lugar a :suspender la ejecución, y
que, además, el artículo 459 del citado Código, es aplicable
a todas las apelaciones en materia civil, sean de la compe-
tencia de la Corte de Apelación o del Juzgado de Primera
Instancia, cuando funcione como tribunal de apelación con
respecto a las sentencias de los Juzgados de Paz, no es me-
nos cierto, que el referido texto legal sólo es aplicable
cuando el Juez del Primer Grado ha ordenado la ejecu-
ción provisional de su sentencia sin encontrarse en uno
de los casos en que la Ley se lo permite o se lo manda;
que, como en el caso ocurrente, el artículo 135 del Código

de Procedimiento Civil dispone que "la ejecución provi-
sional sin fianza se ordenará, cuando haya título auténtico,
promesa reconocida o condenación precedente por scotet
cia de la que no haya habido apelación"; que al realiza
el Banco Popular Dominicano, C. por A., el embargo
mobiliario, de que es cuestión, amparado en el Duplicado
del Certificado do Título del Acuerdo Hipotecarlo, es d•
vio, que estemos frente a uno de los casos en que la

iu anda al Juez a prescubrir la ejecución provisional de su
tercia no obstante cualquier recurso:

ses 
Considerando, que la Suprema Corte de Justicia man-

tiene el criterio de que "los Certificados de Títulos cons-
tituyen títtulos ejecutorios y de fuerza orga onines, y por
disposición expresa de la Ley de Registro de Tierras, de-
ben ser reconocidos por todos los Tribunales; que esa eje-
seriedad y esa fuerza jurídica se refieren, no sólo al de-
recho de propiedad, sino a todos les cargos, derechos y ac-
ciones que sean anotados en dichos Certificados; que las
mismas prerrogativas jurídicas amparan a los Duplicados
de esos Certificados de Títulos, debidamente expedidos";

Considerando, que, como en el caso ocurrente, la sen-
tencia de primera instancia, al ordenar la ejecución pro-
visional, lo que hizo fué reconocer con ello el carácter eje-
cutorio del Duplicado de Certificado de Título, aportado
por el hoy recurnente; que la Corte a-qua, no podía váli-
damente suspender, como lo ha hecho, la ejecución provi-
sional dispuestta por la sentencia dictada el 3 de mayo de
1974, por la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La
Vega, prohibiendo al Banco Popular Dom:nicano, C. por
A., de prevalerse de dicha ejecución provisional; que, al
proceder así, la Corte a-quo ha violado los artículos 459 y
460 del Código de Procedimiento Civil; que, por lo expues-
to, procede casar la sentencia impugnada, sin necesidad de
Ponderar los alegatos contenidos en el otro medio del re-
enrso, qua esa casación debe ser dispuesta por vía de su-
presión y sin envío, en vista de que dicha sentencia no in-
volucra ninguna cuestión de hecho que requiera la apre-
ciación de Jueces de fondo;

Por tales motivos: PRIMERO: Casa, por vía de supre-
sión Y sin envío, la sentencia dictada cl 20 de diciembre de
Int en sus atribuciones civiles, por la Corle de Apela-
ción de La Vega. cuyo dispositivo se ha copiado en parte
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anterior del presente fallo; SEGUNDO: Condena a la re_
currida, Fiduciaria Barahona, S. A., al pago da las costas
de casación.

(FIRMADOS:) Néstor Contín Aybar, F. E. Ravelo de
la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras
Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almán.
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez Joaquín L. Hernández
Espaillat.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por les
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y

fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gener
que certifico.— Firmado Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 9 DE FEBRERO DEL 1979

sentebs impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Maco-
rís, de fecha 9 de marzo de 1976.

lauda: Correccional.

Reeterentes: Esmelin Augusto Montero de Oleo, y la Compañia
de Seguros Pepín, S. A.

Abogado: Dr. César Pina Toribio.
— — —

Intery iniente: María Josefa Peralta.
Abogados: Dres. Francisco L. Chia Troncoso y Roberto A. Peña

Fráguala.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Supi ema Corte de Jus-
ticia, regularmente constauída por los Jueces Néstor Con-
fin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisro Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, y Joaquín L. Hernán-
dez Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 9 de febrero
de 1979, años 135' de la Independencia y 116' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción. la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
men te por Esmelin Augusto Monteio de Oleo, dominicano,
Mayor de edad, soltero, contador público, cédula N 9 31674,
serie 26, domiciliado en la casa No. 67, de la avenida Inde-

encia. de esta ciudad, y la Compaña de Seguros Pe-
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anterior del presente fallo; SEGUNDO: Condena a la re.
currida, Fiduciaria Barahona, S. A., al pago de las costas
de casación.

(FIRMADOS:) Néstor Contín Aybar, F. E. Ravelo de
la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Eipidio Peras
Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almán.
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez Joaquín L. Hernández
Espaillat.— Ernesto Curiel hijo. Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por lea
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la

audiencia pública del día, mes y año, en él expresados,
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gen«
que certifico.— Firmado Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 9 DE FEBRERO DEL 1979

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Maco-
rís, de fecha 9 de mano de 1976.

Adela : Correccional.

Recurrentes: Famelin Augusto Montero de Oleo, y la Compañía
de Seguros Pepín, S. A.

abogado: Dr. César Pina Toribio.

Inteniniente: María Josefa Peralta.
Abogados: Ores. Francisco L. Chía Trencoso y Roberto A. Peña

Frómeta.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
a, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-

tfn Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente: Manuel A. Amiama, Se-

llando Sustituto de Presidente; Francisro Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, y Joaquín L. Hernán-
dez Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, cn la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 9 de febrero
de 1979, arios 135' de la Independencia y 116' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Esmclin Augusto IVIonteto de Oleo, dominicano,
Mayor de edad, soltero, contador público, cédula N° 31674,
serie 26, domiciliado en la casa No. 67, de la avenida Inde-
Kidencia, do esta ciudad, y la Compañía de Seguros Pe-
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pín, S. A., con domicilio social en la casa No. 67 de la calle
Palo Hincado, de esta ciudad, contra la sentencia dictada
el 9 de marzo de 1976, por la Corte de Apelación de San
Pedro de Macorís, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Roberto A. Peña Frómeta, por sí y por el

Dr. Francisco L. Chía Troncoso, °bogados d e la intervi-
niente María Josefa Peralta, dominicana, mayor de edad,
de quehaceres domésticos, cédula No. 1057, serie 29, domi.
ciliada en esta ciudad, en la lectora de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gen
de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en
Secretaría de la Corte a-qua, el 28 de mayo de 1976, a r
querimiento del Dr .Salvador Garrigosa, quien actúa e
representación de los recurrentes, y en la que no se pr
pone ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 4 de julio de
1977, firmado por su abogado, Dr. César Pina Toribio, en
el que se proponen los medios de casación que luego se in-
dican;

Visto el memorial de defensa de la interviniente del
4 de julio de 1977, firmado por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes, que se mencionan más adelante; y los artículos 49
y 52 de la Ley 241 de 1967, sobre Tránsito de Vehículos;
1383 y 1384 del Código Civil; 1 y 10 de la Ley 4117 de
1955; y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa•

eión,
Considerando, que la sentencia impugnada y los do-

cumentos a que ella se refiere, ponen de manifiesto: a) que

en ocasión de un accidente de tránsito ocurrido el 18 de

1

septiembre de 1972, en la carretera que conduce de Boca
allea a San Pedro de Macorís, en que una persona resta-

.muerta y varias otras con golpes y heridas, el Juzgado
primera Instancia del Distrito Judicial de San Pedro
Macorís, dictó en sus atribuciones correccionales, el 26
abril de 1974, una sentencia, cuyo dispositivo aparece
el de la ahora impugnada; b) que sobre los recursos de
balón interpuestos intervino la sentencia ahora impug-

en casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRI-
O: Admite como regulares y válidos, en cuanto a la
a, los recursos de apelación interpuestos por María

Josefa Peralta, Clara Luisa Fernández de Portes, Elida
Mercedes Rodríguez Santana, Edgar Reynaldo Messina
Mercado, Víctor Manuel Méndez, partes civiles constitui-
das y el Ministerio Público de esta Corte, contra sentencia
dictada, en atribuciones correccionales y en fecha 26 de
abril de 1974, por el Juzgado de Primera Inetancia del Dis-
trito Judicial de San Pedro de Macorís, que descargó en
defecto al inculpado Esmelin Augusto Montero D'Oteo,
del delito de violación a la Ley No. 241 de tránsito de ve-
hículos de motor, en perjuicio de Andrés Cara Fuentes, Ce-
leiorna Dolores Fernández Pimentel (fallecidos), Clara
Luisa Fernández de Portes, Elida Mercedes Rodríguez San-

, Eclgar Reynaldo Messina Mercado, Juana Bergés, Pa-
.	 Marchena Viuda Bergés, Néstor y Eduardo Thomas,

insuficiencia de pruebas; declaró de oficio las costas
Penales; y rechazó las pretensiones de las partes civiles
constituidas, por improcedentes y mal fundadas; SE-GUNDO: Ratifica el defecto pronunciado en la audiencia
celebrada en fecha 6 de febrero de 1975 contra Esmelin
Augusto Montero D'Oleo y el Movimiento de Conciliación
Nacional, inculpado y parte civilmente responsable pues-
ta en causa, respectivamente, por falta de comparecer, no
obstante haber sido legalmente citados; TERCERO: Admi-
te ecmo regulares y válidas, en cuanto a la forma, la cons-
titución en parte civil hecha por María Josefa Peralta, en
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pín, S. A., con domicilio social en la casa No. 67 de la call
Palo Hincado, de esta ciudad, contra la sentencia dictada
el 9 de marzo de 1976, por la Corte de Apelación de San
Pedro de Macorís, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Roberto A. Peña Frómeta, por sí y por el,

Dr. Francisco L. Chía Troncos°, °bogados d e la intervi-
niente María Josefa Peralta, dominicana, mayor de edad,
de quehaceres domésticos, cédula No. 1057, serie 29, domi-
ciliada en esta ciudad, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso da casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, el 28 de mayo de 1976, a re-
querimiento del Dr .Salvador Garrigosa, quien actúa en
representación de los recurrentes, y en la que no se pro-
pone ningún medio determinada de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 4 de julio de
1977, firmado por su abogado, Dr. César Pina Toribio, en
el que se proponen los medios de casación que luego se in-
dican;

Visto el memorial de defensa de la interviniente del
4 de julio de 1977, firmado por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los rccu-
rrentw, que se mencionan más adelante; y los artículos 49
y 52 de la Ley 241 de 1967, sobre Tránsito de Vehículos;
1383 y 1384 del Código Civil; 1 y 10 de la Ley 4117 de
1955; y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción;

Considerando, que la sentencia impugnada y los do-
cumentos a que ella se refiere, ponen de manifiesto: a) que
en ocasión de un accidente de tránsito ocurrido el 18 de 1

mbre de 1972, en la carretera que conduce de Boca
Chica a San Pedro de Macorís, en que una persona resul-
tó muerta y varias otras con golpes y heridas, el Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Pedro
de Macorís, dictó en sus atribuciones correccionales, el 26
de abril de 1974, una sentencia, cuyo dispositivo aparece
en el de la ahora impugnada; b) que sobre los recursos de
apelación interpuestos intervino la sentencia ahora impug-
nada en casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRI-
MERO: Admite como regulares y válidos, en cuanto a la
forma, los recursos de apelación interpuestos por María
Josefa Peralta, Clara Luisa Fernández de Portes, Elida
Mercedes Rodríguez Santana, Edgar Reynaldo Messina
Mercado, Víctor Manuel Méndez, partes civiles constitui-
das y el Ministerio Público de esta Corte, contra sentencia
dictada, en atribuciones correccionales y en fecha 26 de
abril de 1974, por el Juzgado de Primera 'nefanda del Dis-
trito Judicial de San Pedro de Macorís, que descargó en
defecto al inculpado Esmelin Augusto Montero D'Oleo,
del delito de violación a la Ley No. 241 de tránsito de ve-
hículos de motor, en perjuicio de Andrés Cora Fuentes, Ce-
ledonia Dolores Fernández Pimentel (fallecidos), Clara
Luisa Fernández de Portes, Elida Mercedes Rodríguez San-
tana, Edgar Reynaldo Messina Mercado, Juana Bergés, Pa-
tria Marchena Viuda Borges, Néstor y Eduardo Thomas,
por insuficiencia de pruebas; declaró de oficio las costas
penales; y rechazó las pretensiones de las partes civiles
constituidas, por improcedentes y mal fundadas; SE-
GUNDO: Ratifica el defecto pronunciado en la audiencia
celebrada en fecha 6 de febrero de 1975 contra Esmelin
Augusto Montero D'Oleo y el Movimiento de Conciliación
Nacional, inculpado y parte civilmente responsable pues-
ta en causa, respectivamente, por falta de com parecer, noobstante haber sido legalmente citados; TERCERO: Admi-te corno regulares y válidas, en cuanto a la forma, la cons-
titución en parte civil hecha por María Josefa Peralta, en
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su calidad de madre y tutora legal del menor José Miguel
Cora Peralta, procreado con la víctima Andrea Cora Fuen-
tes, Clara Luisa Fernández de Portes, por sí y en su Cali-
dad de hija legítima de la finada Celedonia Dolores Fer.
nández Pimentel, Elida Mercedes Rodríguez Santana, Ed.
ger Reynaldo Messina Mercado y Víctor Manuel Méndez,
contra el prevenido Esmelin Augusto Montero D'Oleo, Mor
vinnento de Conciliación Nacional, parte civilmente res-
ponsable y Seguros Pepín, S. A., entidad aseguradora pues.
ta en causa; CUARTO: Revoca la mencionada sentencia re-
currida y condena al inculpado Esmelin Augusto Montero
D'Olco, a pagarle una multa de trescientos pesos (RES300,-
00), admitiendo falta común y acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes y el principio del no cúmulo de pe•
na, por el hecho de violación a la Ley No. 241 de tránsito
de vehículos de motor, en perjuiicio de varias personas;
QUINTO: Condena al referido Esmelin Augusto Montero
D'Oleo, por su hecho personal y al Movimiento de Conci-
liación Nacional como parte civil responsable puesta en
causa en su calidad de comitente de dicho inculpado, al
pago solidario de las siguientes indemnizaciones: a) Cua-
tro mil pesos (RD$4,000.00) en beneficio del menor José
Miguel Cora Peralta, representado por su madre y tutora
legal María Josefa Peralta, por la muerte de su padreo
Andrés Cora Fuentes; bl Cuatro mil pesos (R1D$1,000.00)
en beneficio de Víctoor Manuel Méndez, por la destrum
ción del automóvil de su propiedad, marca Chevrolet, mo-
tor No. F-0813CAG, modelo 1971; e) Tres mil pesos RDS3,-
000.00) en beneficio de Clara Luisa Fernández de Portes,
por las heridas sufridas; d) Tres mil pesos (RDS3,000.00)
en beneficio de la misma Clara Luisa Fernández de Por
tes, por los golpes y heridas con lesión permanente de su
madre Celedonia Dolores Fernández Pimentel, posterio r

-mente fallecida por otra causa; el Tres mil pesos (3,000,
00) en beneficio de Elida Mercedes Rodríguez Santana,
por las heridas sufridas y f) Tres mil pesos (RDS3,000.00)
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en beneficio de Edgar Reynaldo Messina Mercado, por las
heridas sufridas, como justa reparación por los daños y
perjuicios morales y materiales experimentados como re-
sultado del accidente ocurrido; SEXTO: Condena tanto a
zsmelin Augusto Montero D'Oleo como al Movimiento de
conciliación Nacional, al pago solidario de los intereses
legales de dichas sumas acordadas, a partir de la fecha de
ja demanda, a título de indemnización complementaria;
SEPTIMO: Condena también al mismo inculpado Esmelin
Augusto Montero D'Olco y al Movimiento de Conciliación
Nacional, al pago solidario de las costas civiles de la pre-
sente instancia, con distracción de las mismas en prove-
cho de los Doctores Nicolás Tirado Javier, Roberto A. Pe-
ña Frómeta, Francisco L. Chía Troncos°, Boris Antonio de
',eón Reyes y Ramón Romero Feliciano, por afirmar ha-
berlas avanzado en su totalidad; OCTAVO: Condena al in-
culpado Esmelin Augusto Montero D'Oleo, al pago de las
costas penales de ambas instancias; NOVENO: Declara la
presente sentencia común y oponible en su aspecto civil
a Seguros Pepín, S. A., en su condición de entidad asegu-
radora del vehículo propiedad del Movimiento de Concilia-
ción Nacional con el cual el aludido inculpado Esmelin Au-
gusto Montero D'Oleo produjo el accidente de que se trata;

Considerando, que en su memorial de casación, los re-
currentes proponen contra la sentencia impugnada, los si-
guientes medios de casación: Primer Medio: Ausencia o
falta absoluta de motivos en la sentencia impugnada. Insu-
ficiencia en la enunciación y descripción de los hechos de
la causa. Violación a los artículos 195 del Código de Pro-
cedimiento Criminal y 27 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación; Segundo Medio: Desnaturalización de los he-
chos. Falta de base legal;

Considerando, que los recurrentes, en el desarrollo
de sus dos medios de casación, que por su relación se re-
únen para su examen, alegan en síntesis, que la sentencia
blaugazda tiene motivos insuficientes y contradictorios,
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su calidad de madre y tutora legal del menor José Miguel
Cora Peralta, procreado con la víctima Andrea Cora Fuen-
tes, Clara Luisa Fernández de Portes, por sí y en su cali-
dad de hija legítima de la finada Caledonia Dolores Fer-
nández Pimentel, Elida Mercedes Rodríguez Santana, Ed.
gar Reynaldo Messina Mercado y Víctor Manuel Méndez,
contra el prevenido Esmelin Augusto Montero D'Oleo, Mo-
vimiento de Conciliación Nacional, parte civilmente res-
ponsable y Seguros Pepín, S. A., entidad aseguradora pues-
ta en causa; CUARTO: Revoca h mencionada sentencia re.
currida y condena al inculpado Esmelin Augusto Montero.
D'Oleo, a pagarle una mulla de trescientos pesos (RDS300,•,
00), admitiendo falta común y acogiendo en su favor eit
cunstancias atenuantes y el principio del no cúmulo de pe•
na, por el hecho de violación a la Ley No. 241 de tránsito
de vehículos de motor, en perjuiicio de varias personas;
QUINTO: Condena al referido Fismelin Augusto Montero
D'Oteo, por su hecho personal y al Movimiento de Conci-
liación Nacional como parte civil responsable puesta en
causa en su calidad de comitente de dicho inculpado, al
pago solidario de las siguientes indemnizaciones: a) Cua-
tro mil pesos (RD$4,000.00) en beneficio del menor José
Miguel Cora Peralta, representado por su madre y tutora
legal María Josefa Peralta, por la muerte de su padre
Andrés Cora Fuentes; b) Cuatro mil pesos (R1D$1,000.00)
en beneficio de Víctoor Manuel Méndez, por la destrur
ción del automóvil de su propiedad, marca Chevrolet, mo-
tor No. F-0813CAG, modelo 1971; e) Tres mil pesos REO,-
000.00) en beneficio de Clara Luisa Fernández de Portes,
por las heridas sufridas; d) Tres mil pesos (RDS3,030.00)
en beneficio de la misma Clara Luisa Fernández de Por
tes, por los golpes y heridas con lesión permanente de su
madre Celedonia Dolores Fernández Pimentel, posterio r-
mente fallecida por otra causa; el Tres mil pesos (3,000.
00) en beneficio de Elida Mercedes Rodríguez Santana,
por las heridas sufridas y f) Tres mil pesos (RD$3,000.00)

en beneficio de Edgar Reynaldo Messina Mercado, por las
heridas sufridas, como justa reparación por los daños y
perjuicios morales y materiales exixerimentados como re-
sultado del accidente ocurrido; SEXTO: Condena tanto a
Esmelin Augusto Montero D'Oleo como al Movimiento de
conciliación Nacional, al pago solidario de los intereses
legales de dichas sumas acordadas, a partir de la fecha de
le demanda, a título de indemnización complementaria;
SEPTIMO: Condena también al mismo inculpado Esmelin
Augusto Montero D'Oleo y al Movimiento de Conciliación
Nacional, al pago solidario de las costas civiles de la pre-
sente instancia, con distracción de las mismas en prove-
cho de los Doctores Nicolás Tirado Javier, Roberto A. Pe-
ña Frómeta, Francisco L. Chía Troncoso, Boris Antonio de
León Reyes y Ramón Romero Feliciano, por afirmar ha-
berlas avanzado en su totalidad; OCTAVO: Condena al in-
culpado Esmelin Augusto Montero D'Oleo, al pago de las
costas penales de ambas instancias; NOVENO: Declara la
presente sentencia común y oponible en su aspecto civil
a Seguros Pepín, S. A., en su condición de entidad asegu-
radora del vehículo propiedad del Movimiento de Concilia-
ción Nacional con el cual el aludido inculpado Esmelin Au-
gusto Montero D'Oleo produjo el occidente de que se trata;

Considerando, que en su memorial de casación, los re-
cturentes proponen contra la sentencia impugnada, los si-
guientes medios de casación: Primer Medio: Ausencia o
falta absoluta de motivos en la sentencia impugnada. Insu-
ficiencia en la enunciación y descripción de los hechos de
la causa. Violación a los artículos 195 del Código de Pro-
cedimiento Criminal y 27 de la Ley sobre Procedimiento
edheosCa.pea

 Falta 
dón ; Segundo Medio: Desnaturalización de los he-
de base legal;

Considerando, que los recurrentes, en el desarrollo
de sus dos medios de casación, que por su relación se re-
únen para su examen, alegan en síntesis, que la sentencia
impugnada tiene motivos insuficientes y contradictorios,
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incurriendo así en la violación de los artículos 195.de1 C.
digo de Procedimiento Criminal y 27 de la Ley sobre pro,
cedimiento de Casación; que además, se incurrió en la, seo.
tencia impugnada en la desnatutralización de los hechos,
lo que constituye por sí solo un vicio, que obliga a la anu.

ladón de la misma; que como fundamento de la desnatura„
lización que se alega, los recurrentes aducen que los mo.
tivos son tan confusos, que dejan subsistentes la cuestión
litigiosa; que la Corte a-quo ni siquiera ha pedido esta.
blecer cómo ocurrieron los hechos; y para justificar su fa.
lb da por cierta una hipótesis, puramente imaginativa;
por lo que la sentencia impugnada carece de base legal y

debe ser casada; pero,

Considerando, que la Corte a-qua, para revocar la sen-
tencia que había descargado al prevenido recurrente, con
todas sus consecuencias legales, si bien es cierto, que en
ausencia de testigos presenciales del hecho tuvo que ate-
nerse a lo declarado por testigos de referencia y a indicios
de la causa que determinaban, según su soberana aprecia-
ción, la responsabilidad por igual, tanto del conductor que
sobrevivió, como del chófer que murió, como consecuen-
cia del accidente, no es menos cierto, que en defintiva,
contrariamente a lo alegado por los recurrentes, dicha Cor-
te ponderando los diferentes elementos de juicio que fue-
ron regularmente administrados en la instrucción de la fir
causa dió por establecido: a) que el día del hecho el pre-
venido Montero de O'leo, conduciendo un vehículo propie-
dad del Movimiento de Conciliación Nacional y asegurado
con la Compañía de Seguros . Pepín, S. A., sin tomar nin'

gana clase de precaución, salió de una calle. o camino del
poblado de Guayacancs del lado del mar, quiso cruzar clia•
gonalmente la autopista hacia su izquierda y luego tomar
su derecha para seguir hacia esta ciudad de Santo Demi!•
go, creyendo que la distancia a que dice que vió que ve
el vehículo conducido por Cora Fuentes, o sea unos 158
200 metros, que tenía tiempo de cruzar la autopista y
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toar su derecha, pero su cálculo le falló, pues por la pron-
titud no pudo percatarse de la proximidad y velocidad a
que transitaba el occiso Andrés Cruz Fuentes, producién-
dose el accidente de que se trata; bl que del accidente refe-
rido murió el chófer Andrés Cora Fuentes, y varias otras
personas resultaron con lesiones corporales, desperfectosI

•., de los vehículos, etc.; e) que come se ha dicho, la causa
del accidente fué la imprudencia del prevenido Ment2ro
D'Ole°, al penetrar a una autopista de mucho tránsito sin
tomar las precauciones necesarias, y la velocidad a que
transitaba el chófer que falleció en el accidente;

Considerando, que el hecho así establecido configura
a cargo del prevenido recurrente, el delito de haberle
ocasionado la muerte involuntariamente a una persona
con el manejo de un vehículo de motor, y haberle ocasio-
nado golpes y heridas por imprudencia a varias personas,
hecho previsto por el artículo 49 de la Ley 241 de 1967,
sobre Tránsito de Vehículos de Motor, y sancionado por
eso mismo texto legal, en su máxima expresión, en el pá-
rrafo primero de dicho texto legal. con prisión de 2 a 5
años y multa de RD$500.00 a RD$2.000.00, si del accidente
resultare una o más personas muertas, como sucedió en la
especie; que en consecuencia, la Corte a-qua, al condenar
al prevenido recurrente, después de declararlo culpable, y
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes a una mul-
ta de RD$300.00, le aplicó una sanción ajustada a la ley;

lit
111 '	 Considerando,- que así mismo, la Corte a-quo, apreció

que el hecho del prevenido había causado a María Josefa
Peralta, Clara Luisa Fernández, Elida Mercedes Rodríguez
Santana, algar Reynaldo Messina Mercado y Víctor Ma-
nuel Méndez, constituidos en parte civil, daños y perjuicios
materiales y morales, que evaluó soberanamente, en las
sumas de RD$1,000.00 en beneficio del menor José Manuel
Cora Peralta, representado por su madre y tutora legal Ma-
ría Josefa Peralta; RD$4,000.00 en beneficio de Víctor Ma-

It
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incurriendo así en la violación de los artículos 195 del cs.
digo de Procedimiento Criminal y 27 de la Ley sobre pro,
cedimiento de Casación; que además, se incurrió en la sen-
tencia impugnada en la desnatutralización de los hechos,
lo que constituye por sí solo un vicio, que obliga a la ano,.
ladón de la misma; que como fundamento de la desnatura.
lización que se alega, los recurrentes aducen qre los mo-
tivos son tan confusos, que dejan subsistentes la cuestión
litigiosa; que la Corte a-quo ni siquiera ha podido esta.
blecer cómo ocurrieron los hechos; y para justificar su fa.
llo da por cierta una hipótesis, puramente imaginativa;
por lo que la sentencia impugnada carece de base legal y
debe ser casada; pero,

Considerando, que la Corte a-qua, para revocar la sen-
tencia que había descargado al prevenido recurrente, con
todas sus consecuencias legales, si bien es cierto, que en
ausencia de testigos presenciales del hecho tuvo quo ate-
nerse a lo declarado por testigos de referencia y a indicios
de la causa que determinaban, según su soberana aprecia-
ción, la responsabilidad por igual, tanto del conductor que
sobrevivió, como del chófer que murió, corno consecuen-
cia del accidente, no es menos cierto, que en defintiva,
contrariamente a lo alegado por los recurrentes, dicha Cor-
te ponderando los diferentes elementos de juicio que fue-
ron regularmente administrados en la inztrueción de la
causa dió por establecido: a) que el día del hecho el pre-
venido Montero de O'leo, conduciendo un vehículo propie-
dad del Movimiento de Conciliación Nacional y asegurado
con la Compañía de Seguros , Peplo, S. A., sin tomar nir
gana clase de precaución, salió de una calle o camino del
poblado de Guayacancs del lado del mar, quiso cruzar d ia

-gonalmente la autopista hacia su izquierda y luego tomar
su derecha para seguir hacia esta ciudad de Santo Lord!r
go, creyendo que la distancia a que dice que vió que ve
el vehículo conducido por Cora Fuentes, o sea unos 150
200 metros, que tenía tiempo de cruzar la autopista Y ta-
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mar su derecha, pero su cálculo le falló, pues por la pron-
titud no pudo percatarse de la proximidad y velocidad a
que transitaba el occiso Andrés Cruz Fuentes, producién-
dose el accidente de que se trata; lel que del accidente refe-
rido murió el chófer Andrés Cora Fuentes, y varias otras
personas resultaron con lesiones 	 corporales, desperfectos
de los vehículos, etc.; c) que come se ha dicho, la causa
del accidente fué la imprudencia del prevenido Montero
D'Oleo, al penetrar a una autopista de mucho tránsito sin
tomar las precauciones necesarias , y la velocidad a que
transitaba el chófer que falleció er. el accidente;

Considerando, que el hecho así establecido configura
a cargo del prevenido recurrente, el delito de haberle
ocasionado la muerte involuntariamente a una persona
con el manejo de un vehículo de motor, y haberle ocasio-
nado golpes y heridas por imprudencia a varias personas,
hecho previsto por el artículo 49 de la Ley 241 de 1967,
sobre Tránsito de Vehículos de Motor, y sancionado por
ese mismo texto legal, en su máxima expresión, en el pá-
rrafo primero de dicho texto legal, con prisión de 2 a 5
años y multa de RD$500.00 a RD$2.000.00, si del accidente
resultare una o más personas muertas, como sucedió en la
especie; que en consecuencia, la Corte a-qua, al condenar
al prevenido recurrente, después de declararlo culpable, y
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes a tina mul-
ta de RD$300.00, le aplicó una sanción ajustada a la ley;

Considerando, que así mismo, la Corte a-quo, apreció
ue el hecho del prevenido había causado a María Josefa
exalta, Clara Luisa Fernández, Elida Mercedes Rodríguez

Santana, Edgar Reynaldo Messina Mercado y Víctor Ma-
nuel Méndez, constituidos en parte civil, daños y perjuicios
materiales y morales, que evaluó soberanamente, en las
sumas de RD$4,000.00 en beneficio del menor José Manuel
Cora Peralta, representado por su madre y tutora legal Ma-
ria Josefa Peralta; R,D$4,000.00 en beneficio de Víctor Ma-
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nuel Pérez; RD$3,000.00 en beneficio de Clara Luisa Fer-
nández de Portes; RD$3,000.00 en beneficio de la misma
Clara Luisa Fernández de Portes; RD$3,000.60 en benefi-
cio de Elida Mercedes Rodríguez Santana; RD$3,000.00 en
beneficio de Edgar Reynaldo Messina Mercado; que en
consecuencia la Corte a-qua al condenar al prevenido Au-
gusto Montero de D'Oleo y al Movimiento de Conciliación
Nacional, como civilmente responsable, al pago solidario
de esas sumas, a título de indemnización, en favor de di-
chas partes civiles, hizo una correcta aplicación de los ar-
tículos 1383 y 1384 del Código Civil, y al hacer oponibles
dichas condenaciones, a la compañía aseguradora Pepín,
S. A., hizo a su vez, una correcta aplicación de los artículos
1 y 10 de la Ley 4117 de 1055, sobre Seguro Obligatorio de
Vehículos de Motor;

Considerando, que la sentencia impugnada contiene
motivos suficientes y pertinentes, y una exposición de he-
chos, que ha permitido a esta Suprema Corte determinar
qué ley ha sido bien aplicada;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos, en lo concerniente al prevenido re-
currente, no presenta vicio alguno que amerite su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
tes a María Josefa Peralta, en los recursos de casación im
terpuestos por Esmelin Augusto Montero D'Olco y la Com-
pañía de Segures Pepín, S. A., contra la sentencia dictada
en atribuciones correccionales el 9 de marzo de 1976, por
la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, cuyo dis-
positivo se copia en parte anterior del presente fallo; Se-
gundo: Rechaza los referidos recursos en todas sus partes,
y condena al prevenido Montero D'Oleo al pago de las cos-
tas civiles, distrayéndolas en favor de los Dres. Roberto
A. Peña Frómeta y Francisco L. Chía Troncoso, abogados
de la interviniente, quien afirma haberlas avanzado en sj

totalidad, y las hace oponibles a la Compañía de Seguros
pepín, S. A., dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS:) Néstor Contín Aybar, F. E. Ravelo de
la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar. Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández
Espaillat.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— Firmado Ernesto Curiel hijo.
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miel Pérez; RD$3,000.00 en beneficio de Clara Luisa Fer-
nández de Portes; RD$3,000.00 er. beneficio de la misma
Clara Luisa Fernández de Portes; RDS3,000.00 en benefi-
cio de Elida Mercedes Rodríguez Santana; RD$3,000.00 en
beneficio de Edgar Reynaldo Messina Mercado; que en
consecuencia la Corte a-qua al condenar al prevenido Au-
gusto Montero de D'Oleo y al Movimiento de Conciliación
Nacional, como civilmente responsable, al pago solidario
de esas sumas, a título de indemnización, en favor de di-
chas partes civiles, hizo una correcta aplicación de los ar-
tículos 1383 y 1384 del Código Civil, y al hacer oponibles
dichas condenaciones, a la compañía aseguradora Pepín,
S. A., hizo a su vez, una correcta aplicación de los artículos
1 y 10 de la Ley 4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio de
Vehículos de Motor:

Considerando, que la sentencia impugnada contiene
motivos suficientes y pertinentes, y una exposición de he-
chos, que ha permitido a esta Suprema Corte determinar
qué ley ha sido bien aplicada;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos, en lo concerniente al prevenido re-
currente, no presenta vicio alguno que amerite su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniera-
tes a María Josefa Peralta, en los recursos de casación in-
terpuestos por Esmelin Augusto Montero D'Olco y la Com-
partía de Seguros Pepín, S. A., contra la sentencia dictada
en atribuciones correccionales el 9 de marzo de 1976, por
la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, cuyo dis-
positivo se copia en parte anterior del presente fallo; Se-
gundo: Rechaza los referidos recursos en todas sus partes,
y condena al prevenido Montero D'Oleo al pago de las cos-
tas civiles, distrayéndolas en favor de los Dres. Roberto
A. Peña Frómeta y Francisco L Chía Troncoso, abogados
de la interviniente, quien afirma haberlas avanzado en su

SOLETIN JUDICIAL	 179

totalidad, y,las hace oponibles a la Compañía de Seguros
pepín, S. A., dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS:) Néstor Contín Aybar, F. E. Ravelo de
la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar. Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández
zspaillat.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
apilares Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada porr mí, Secretario General,
que certifico.— Firmado Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 14 DE FEBRERO DEL 1979
---- -

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha

11 de diciembre de 1974.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Demetrio Antonio
la Compañía Nacdonal
C. por A.

Abogados: Dres. José Avelino 

Dios, Patria y Libertad,
República Dominican a.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por les Jueces Néstor Con-
fin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisro Elpidio Bcras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernán-
dez Espaillat, asistidas del Secretario General, en la S
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Dr.

mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 14 del mes
de Febrero del año 1979, años 135' de la Independenc ia y

116' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Dente-
trio Antonio Frías Reyes, dominicano, mayor de edad, sol-
tero, chófer, residente en el Ingenie Arriba, de la ciudad
de Santiago, cédula No. 302, serie. 94; Mayobanex Olivo,
cédula No. 81752, serie 31, residente en la sección Gura'
bo, de la ciudad de Santiago; y la Compañía Nacional de
Seguros Unión de Seguros, C. por A., con domicilio social
en la calle Beller No. 98, de la ciudad de Santiago; contra
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sentencia dictada en sus atribuciones correccionales el
de diciembre de 1974, por la Corte de Apelación de
tiago, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua el 28 de abril de 1975, a re-
querimiento del Lic. Víctor R. Sánchez, cédula No. 59679,
serie 31, conjuntamente con el Dr. Enmanuel de Jesús Dis-
la Suárez, en representación de les recurrentes, que ya
han sido nombrados, acta en la cual no se propone ningún
medio determinado de casación;

Visto el escrito del interviniente Luis M. Pérez Sán-
chez, del 13 de junio de 1977, suscrito por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de
1967, sobre Tránsito y Vehículos; 1383 y 1384, del Código
Civil, y 1, 37. 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de un accidente de tránsito ocurrido en la ciudad de
Santiago de los Caballeros, el 15 de abril de 1974, en el
cual resultó con lesiones corporales curables después de
20 días una persona; la Tercera Cámara Penal del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago,
dictó en sus atribudones correccionales, el 29 de julio de
1974, una sentencia cuyo dispositivo se copia más adelan-
te, inserto en el de la ahora impugnada; b) que sobre losrecursos interpuestos intervino el 11 de diciembre de 1974,
la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo
dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara buenos y válidos

Frías Reyes, Mayobanex Olivo y:
de Seguros Unión de Seguro%

 y José Joaquín Madera.

República;

1
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SENTENCIA DE FECHA 14 DE FEBRERO DEL 1979
---- -

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha

11 de diciembre de 1974.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Demetrio Antonio Fríos Reyes,
la Cornparda Nacional de Seguros
C. por A.

Abogados: Dres. José Avelino Madera y José

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constauída por les Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisro Elpidio Bcras,
Joaquín M. Alvarez Percibí, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernán-
dez Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 14 del mes'
de Febrero del año 1979, años 135' de la Independencia y:
116' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por neme'
trío Antonio Frías Reyes, dominicano, mayor de edad> sol*
tero, chófer, residente en el Ingenie Arriba, de la ciudad
de Santiago, cédula No. 302, serie 94; Mayobanex Olivo,
cédula No. 81752, serie 31, residente en la sección Gura'
bo, de la ciudad de Santiago; y la Compañía Nacional de
Seguros Unión de Seguros, C. por A., con domicilio socias
en la calle Beller No. 98, de la ciudad de Santiago; contra

BOLETIN JUDICIAL	 181

sentencia dictada en sus atribuciones correccionales el
ji de diciembre de 1974, por la Corte de Apelación de
Santiago, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua el 28 de abril de 1975, a re-
querimiento del Lic. Víctor R. Sánchez, cédula No. 59679,
serie 31, conjuntamente con el Dr. Enmanuel de Jesús Dis-
la Suárez, en representación de les recurrentes, que ya
han sido nombrados, acta en la cual no se propone ningún
medio determinado de casación;

Visto el escrito del interviniente Luis M. Pérez Sán-
chez, del 13 de junio de 1977, suscrito por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de
1967, sobre Tránsito y Vehículos; 1383 y 1384, del Código
Civil, y 1, 37. 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de un accidente de tránsito ocurrido en la ciudad de
Santiago de los Caballeros, el 15 de abril de 1974, en el
cual resultó con lesiones corporales curables después de
20 días una persona; la Tercera Cámara Penal del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago,dictó en sus atribuCiones correccionales, el 29 cíe julio de
1974, una sentencia cuyo dispositivo se copia más adelan-
te, inserto en el de la ahora impugnada; b) que sobre los
recursos interpuestos intervino el 11 de diciembre de 1974,
la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo
dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara buenos y válidos

mayobanex Olivo y
Unión de Segures.

Joaquín Madera.

JI



182	 BOLETÍN JUDICIAL

en cuanto a la forma los recursos de apelación interpues.
tos por el Dr. Manuel de Jesús Disla Suárez, a nombre y

representación de Demetrio Antonio Díaz Reyes, Mayo. y
banex Olivo y la Compañía Unión de Seguros, C. por A.,
y por el Dr. Avelino Madera, a nombre y representación
de Luis María Pérez, parte civil constituida, contra senten-
cia de fecha veintinueve (29) del mes de julio del año
mil novecientos setenta y cuatro (1974), dictada por la
Tercera Cámara Penal del Puzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de Santiago, cuyo dispositivo textual-
mente dice asi: "Falla: Primero: Que debe declarar como
al efecto declara al nombrado Demetr:o Antonio Díaz Re-

yes culpable de haber violado las disposiciones del artículo
72, letra a), artículo 49, letra c), sobre tránsito de vehícu-
los de motor de la Ley 241, y en consecuencia su reconoci-
da culpabilidad lo debe condenar y condena al pago de una
multa de RD$15.00 (Quince Pesos Oro), por el hecho de-
lictuoso puesto a su cargo; Segundo: Que debo declarar,
como al efecto declara buena y válida en cuanto a la forma
la constitución en parte civil formulada por el Sr. Luis Ma-
ría Pérez, por haber sido formada en tiempo hábil y de acuer-
do a las normas y exigencias procesales; Tercero: En cuan:
to al fondo debe condenar y condena a los señores Dcme-
trío Antonio Frías R., Rafael Mayobanex Olivo y la Compa-
ñía de Seguros Unión de Seguros, C. por A., al pago de
una indemnización de RDS800.30 (Ochocientos Pesos Oro)
por los daños morales y materiales sufridos por la parte
civil constituida, señor Luis M. Pérez Sánchez, por el he-
cho delictuoso cometido por el señor Demetrio Frías, con-
ductor del vehículo placa No. 209-774, Datsun, modelo
1973, color mostaza, propiedad del señor Rafael Mayoba-
nez Olivo; Cuarto: Que debe condenar y condena a los se-
ñores Demetrio Antonio Frías y Rafael Mayobanex Olivo,

al pago de los intereses legales de la suma acordada co-
mo indemnización principal a partir de la fecha de la de'
manda en justicia a título de indemnización suplementa'
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da; Quinto: Que debe declarar y como al efecto declara la
presente sentencia común, oponible y ejecutable contra la
Compañía Unión de Seguros, C. por A., en su condición de
entidad aseguradora de la responsabilidad civil del señor
Rafael Mayobanex Olivo y la Compañía Unión de Seguros,
c . por A., al pago de las costas civiles del procedimiento
con distracción de las mismas en provecho del Doctor José

*Joaquín Madera, quien afirma estarlas avanzando en su
totalidad; SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra el pre-
venido Demetrio Antonio Frías Reyes; TERCERO: Modifi-
ca el Ordinal Tercero de la sentencia recurrida, en el sen-

*tido de rebajar la indemnización acordada en favor de
Luis María Pérez, a cargo de Mayobanex Olivo, a la suma
de RD$500.00 (Quinientos Pesos Oro), por considerar este
Corte que hubo falta común en la misma proporción de
parte del conductor como de la víctima y después de apre-
ciar esta Corte en Mil Pesos Oro (RD$1,000.00), los daños
morales y materiales recibidos por la referida víctima;
CUARTO: Confirma en sus demás aspectos la sentencia
recurrida; QUINTO: Condena al nombrado Demetrio An-
tonio Díaz Reyes, al pago de las costas penales; SEXTO:
Condena a Mayobanex Olivo y la Compañía de Seguros
Unión de Seguros, C. por A., al pago de las costas civiles
de la presente instanc:a, ordenando su distracción en fa-
vor del Dr. José Joaquín Madera, abogado que afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad";

Considerando, en cuanto al recurso de Mayobanex
Olivo, puesto en causa como persona civilmente responsa-
ble y Unión de Seguros, C. por A., también puesta en cau-
sa como entidad aseguradora, que procede declarar la nu-
lidad de los mismos, en razón de que dichos recurrentes
no han expuesto los medios en que lo fundan, conforme lo
exige a pena de nulidad, el artículo 37 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación para todo aquel que no sca elprevenido; que por tanto, solo procede examinar el &nur-
se del prevenido;
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1
en cuanto a la forma los recursos de apelación interpnes
tos por el Dr. Manuel de Jesús Disla Suárez, a nombre y
representación de Demetrio Antonio Díaz Reyes, Mayo.
banex Olivo y la Compañía Unión de Seguros, C. por A.,
y por el Dr. Avelino Madera, a nombre y representación II1

de Luis María Pérez, parte civil constituida, contra senior
cia de fecha veintinueve (29) del mes de julio del año
mil novecientos setenta y cuatro (1974), dictada por la
Tercera Cámara Penal del Puzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de Santiago, cuyo dispositivo textual-
mente dice así: "Falla: Primero: Que debe declarar como
al efecto declara al nombrado Demetrio Antonio Díaz Re-
yes culpable de haber violado las disposiciones del artículo
72, letra a), artículo 49, letra e), sobre tránsito de vehícu-
los de motor de la Ley 241, y en consecuencia su reconoci-
da culpabilidad lo debe condenar y condena al pago de una
multa de RD$15.00 (Quince Pesos Oro), por el hecho de-
lictuoso puesto a su cargo; Segundo: Que debo declarar,
como al efecto declara buena y válida en cuanto a la forma
la constitución en parte civil formulada por el Sr. Luis Ma-
ría Pérez, por haber sido formada en tiempo hábil y de acuer-
do a las normas y exigencias procesales; Tercero: En cuan-
to al fondo debe condenar y condena a los señores Deme-
trio Antonio Frías R., Rafael Mayobanex Olivo y la Compa-
ñía de Seguros Unión de Seguros, C. por A., al pago de
una indemnización de RD$800.30 (Ochocientos Pesos Oro)
por los daños morales y materiales sufridos por la parte
civil constituida, señor Luis M. Pérez Sánchez, por c1 h
cho delictuoso cometido por el señor Demetrio Frías, colt•

ductor del vehículo placa No. 209-774, Datsun, modelo
1973, color mostaza, propiedad del señor Rafael Mayoba-
nez Olivo; Cuarto: Que debe condonar y condena a los se-
ñores Demetrio Antonio Frías y Rafael Mayobanex Olivo,
al pago de los intereses legales de la suma acordada co-
mo indemnización principal a partir de la fecha de la de'
manda en justicia a título de indemnización suplementa'

cía; Quinto: Que debe declarar y como al efecto declara la
presente sentencia común, oponible y ejecutable contra la
Compañia Unión de Seguros, C. por A., en su condición de
entidad aseguradora de la responsabilidad civil del señor
Rafael Mayobanex Olivo y la Compañía Unión de Seguros,
c. por A., al pago de las costas civiles del procedimiento
con distracción de las mismas en provecho del Doctor José

k á Joaquín Madera, quien afirma estarles avanzando en su
'T totalidad; SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra el pre-

: venido Demetrio Antonio Frías Reyes; TERCERO: Modifi-
ca el Ordinal Tercero de la sentencia recurrida, en el sen-
tido de rebajar la indemnización acordada en favor de
Luis María Pérez, a cargo de Mayobanex Olivo, a la suma
de RD$500.00 (Quinientos Pesos Oro), por considerar este
Corte que hubo falta común en la misma proporción de
parte del conductor como de la víctima y después de apre-
ciar esta Corte en Mil Pesos Oro (RD$1,000.00), los daños
morales y materiales recibidos por la referida víctima;
CUARTO: Confirma en sus demás aspectos la sentencia
recurrida; QULNTO: Condena al nombrado Demetrio An-
tonio Díaz Reyes, al pago de las costas penales; SEXTO:
Condena a Mayobanex Olivo y la Compañía de Seguros
Unión de Seguros, C. por A., al pago de las costas civiles
de la presente instancia, ordenando su distracción en fa-
vor del Dr. José Joaquín Madera, abogado que afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad";

Considerando, en cuanto al recurso de Mayobanex
Olivo, puesto en causa como persona civilmente responsa-
ble y Unión de Seguros, C. por A., también puesta en cau-
sa corno entidad aseguradora, que procede declarar la nu-
lidad de los mismos, en razón de que cláchos recurrentes
no han expuesto los medios en que lo fundan, conforme lo
exige a pena de nulidad, el artículo 37 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación para todo aquel que no sea el
prevenido; que por tanto, solo procede examinar el recur-
so del prevenido:
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Considerando, que la Corte a-qua, mediante la ponde- ,
ración de los elementos de juicio regularmente adminis-
trados en la instrucción de la causa, para condenar al pre-
venido Demetrio Antonio Frías Reyes, por el delito pues«.
to a su cargo, dió por establecido lo siguiente: a) que el 15
de abril de 1974, ocurrió un accidente de tránsito en la
ciudad de Santiago, en el cual el carro placa No. 209-744,
propiedad de Rafael Mayobanex Olivo, asegurado con la
Compañía Unión de Seguros, C. por A., conducido por el
prevenido Demetrio Antonio Frías Reyes en dirección de
Sur a Norte por la Avenida Central, al llegar próximo al
Las Colinas, atropelló a Luis María Pérez Sánchez, cura,
bles después de 20 días y antes de 30; e) que el accidente
se debió a la inobservancia por parte del conductor del ca-
rro, de las disposiciones del artículo 72 de la Ley 241, de
Tránsito de Vehículos, al dar marcha atrás en una vía pú-
blica, sin tomar las precauciones que el caso requería, a
fin de evitar el accidente, sobre todo, cuando éste aconte-
ció en horas de la noche;

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran a cargo del prevenido recurrente, cl delito de golpes y
heridas por imprudencias ocasionados con el manejo de un
vehículo de motor, previsto por el artículo 49 de la Ley No.
241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos y sancionado en
la letra C, de dicho texto legal con las penas de seis me-
ses a dos años de prisión y multa de RD$100.00 a RD$500.-
00), cuando la enfermedad o la imposibilidad de la vícti-
ma para dedicarse al trabajo durare, como ocurrió en la
especie, veinte días o más; que al condenar al prevenido
al pago de una multa de RD$15.00, después de declararlo
culpable y acogiendo en su favor circunstancias atenuan

-tes, la Corte a-quo le aplicó una sanción ajustada a la Ley; 1,

Considerando, que asimismo, la Corte a-quo dió por
establecido que el hecho ocasionado a la persona constitui-
da en parte civil, Luis 111. Pérez Sánchez, daños y perjui"
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dos materiales y morales, cuyo monto apreció soberana-
mente en la suma de RD$500.00, que al condenar al pre-
venido Demetrio Antonio Frías Reyes y a Rafael Mayoba-
nex Olivo del vehículo causante del accidente, al pago de
esa suma y al pago de los intereses legales de las mismas,
a título de indemnización principal e indemnización com-
plementaria a partir de la demanda, la Corte a-qua hizo
una correcta aplicación de los artículos 1383 y 1384, del
Código Civil;

Considerando,  que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del
prevenido recurrente, no contiene vicio alguno que justi-
fique su casación;

Por tales motivos, PRIMF.RO: Admite como intervi-
niente a Luis María Pérez Sánchez, en los recursos de ca-
sación interpuestos por Demetrio Antonio Frías Reyes, Ma-
vobanex Olivo y la Compañía Unión de Seguros, C. por A.,
co. ntra la sentencia dictada en sus atribuciones correccio-
nales el 11 de diciembre de 1974, per la Corte de Apelación
de Santiago, cuyo dispositivo se ha copiado en parte ante-
rior del presente fallo; SEGUNDO: Declara nulos los re-
cursos interpuestos por Mayobanex Olivo y la Compañía
Unión de Seguros, C. por A., contra la misma sentencia;

S	
TERCERO: Rechaza el recurso de casación interpuesto por
Demetrio Antonio Frías Reyes, y lo condena al pago de
las costas penales; CUARTO: Condena a Demetrio Anto-
nio Frías Reyes, y Mayobanex Olivo, al pago de las costas
civiles, con distracción de las mismas en provecho de los
pres. José Avelino Madera y José Joaquín Madera, aboga-
dos dol interviniente, quienes afirman haberlas avanzado
ea su totalidad, y las hace oponible las del asegurado, a

Comieyalf-da apUólnizaión de Seguros, C. por A., dentro de los lí-tes

(FIRMADOS).— Néstor Cantín Aybar, F. E. Ravelo
de la Fuente, Manuel A. Arniama, Francisco Elpidio Be-
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1Considerando, que la Corte a-qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de juicio regularmente adminis-
trados en la instrucc:ón de la causa, para condenar al pre.
venido Demetrio Antonio Frías Reyes, por el delito pues.
to a su argo, dió por establecido lo siguiente: a) que el 15
de abril de 1974, ocurrió un accidente de tránsito en la
ciudad de Santiago, en al cual el carro placa No. 209-744,
propiedad de Rafael Mayobanex Olivo, asegurado con la
Compañía Unión de Seguros, C. por A., conducido por el
prevenido Demetrio Antonio Frías Reyes en dirección de
Sur a Norte por la Avenida Central, al llegar próximo al
Las Colinas, atropelló a Luis María Pérez Sánchez, cura-
bles después de 20 días y antes de 30; e) que el accidente
se debió a la inobservancia por parte del conductor del ca-
rro, de las disposiciones del artículo 72 de la Ley 241, de
Tránsito de Vehículos, al dar marcha atrás en una vía pú-
blica, sin tomar las precauciones que el caso requería, a•
fin de evitar el accidente, sobre todo, cuando éste aconte-:
ció en horas de la noche;

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran a cargo del prevenido recurrente, el delito de golpes y
heridas por imprudencias ocasionados con el manejo de un
vehículo de motor, previsto por el artículo 49 de la Ley No.

241 de 1967, sobre Tránsito y Vehiettles y sancionado en
la letra C, de dicho texto legal con las penas de seis me-
ses a dos años de prisión y multa de RD$100.00 a ROMO,.
00), cuando la enfermedad o la imposibilidad de la vícti-
ma para dedicarse al trabajo durare, como ocurrió en la
especie, veinte días o más; que al condenar al prevenido
al pago de una multa de RD$15.00, después de declararlo.
culpable y acogiendo en su favor circunstancias atenuan

-tes, la Corte a-quo le aplicó una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-quo dió par
establecido que el hecho ocasionado a la persona constituí'
da en parte civil, Luis M. Pérez Sánchez, daños y perju i-

des materiales y morales, cuyo monto apreció soberana-
mente en la suma de RD$500.00 , que al condenar al pre-
venido Demetrio Antonio Frías Reyes y a Rafael Mayoba-
nex Olivo del vehículo causante del accidente, al pago de
esa suma y al pago de los intereses legales de las mismas,
a título de indemnización principal e indemnización com-
plementaria a partir de la demanda, la Corte a-qua hizo
una correcta aplicación de los artículos 1383 y 1384, del
Código Civil:

Considerando, que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del
prevenido recurrente, no contiene vicio alguno que justi-
fique su casación;

Por tales motivos, PRIMERO: Admite como intervi-
niente a Luis María Pérez Sánchez, en los recursos de ca-
sación interpuestos por Demetrio Antonio Frías Reyes, Tia-
yobanex Olivo y la Compañía Unión de Seguros, C. por A.,
contra la sentencia dictada en sus atribuciones correccio-
nales el 11 de diciembre de 1974, per la Corte de Apelación
de Santiago, cuyo dispositivo se ha copiado en parte ante-
rior del presente fallo: SEGUNDO: Declara nulos los re-
cursos interpuestos por Mayobanex Olivo y la Compañía
Unión de Seguros, C. por A., contra la misma sentencia;
TERCERO: Rechaza el recurso de casación interpuesto por
Demetrio Antonio Frías Reyes, y lo condena al pago de
las costas penales; CUARTO: Condena a Demetrio Anto-
nio Frías Reyes, y Mayobanex Olivo, al ]hago de las costas
Civiles, con distracción de las mismas en provecho de los
Ores. José Avelino Madera y José Joaquín Madera, aboga-
dos del interviniente, quienes afirman haberlas avanzado
en su totalidad, y las hace oponible las del asegurado, a
la Compañía Unión de Seguros, C. por A., dentro de los lí-Mi les de la Póliza.

(FIRMADOS).— Néstor Contín Aybar, F. E. Ravelode la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-
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ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al.
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Her-
nández Espaillat.— Ernesto Curse,. hijo, Secretar io Gene.

tal.

1

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento , en la

audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y

fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
Ernesto Curiel hijo.

sentenc ia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha Ir°. de Septiembre del año 1976.

SENTENCIA DE FECHA 16 DE FEBRERO DEL 1979

la: Correccional.

Recurrentes: Esteban Pimentel Uribe, César Darío de los Santos
y Seguros Pepin, S. A.

Abogado: Dr. Luis E. Norberto Rodriguez.

Interviniente : Enrique A. Polanco,
Abogado: Dr. Luis E. Martínez Peralta

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
a, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-

te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Pres i dente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernán-
dez Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde ce'ebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 16 de Fe-
brero de 1979, años 135' de la Independese:a y 116' de la
Res tauración, dicta en audiencia pública, como corte de
casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Este-
ban Pimentel, César Darío de los Santos y Seguros Pepín,
S• A., los dos primeros, dominicana, mayores de edad, do-
Atieiliados en las casas Nos. 130 y 36, de las calles Interior
1, Ensanche Espaillat y Estrella tireña, Barrio S:món Bo-
lívar, de esta ciudad, chófer y propietario, respectivamen-
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InterYin iente : Enrique A. Polanco.
Abogado: Dr. Luis E, Martínez Peralta.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
fin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernán-
dez Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde ce'ebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 16 de Fe-
brero de 1979, años 135' de la IndependeneCa y 116' de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de
casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Este-
ban Pimentel, César Darío de los Santos y Seguros Pcpín,
S. A., los dos primeros, domin:cancs, mayores de edad, do-
¡Meditados en las casas Nos. 130 y 36, de las calles Interior
1, Ensanche Espaillat y Estrella Ureña, Barrio Simón Bo-
lívar, de esta ciudad, chófer y propietario, respectivamen-

sespaNCIA DE FECHA 16 DE FEBRERO DEL 1979
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te, y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., con domicilio
social en la calle Palo Hincado No. 67, de esta ciudad, con-
tra la sentencia dictada en sus atribuciones correccionales,e
por la Corte de Apelación de Santo Domin

go el primero de

septiembre de 1976, cuyo dispositi vo se copia más adelante;

Oído al alguacil de tinto en la lectura del rol;
Oído al Dr. Luis E. Martínez. Peralta, abogado del in.

terviniente, Enrique Antonio Polanco, dominicano, mayor
de edad, casado, empleado privado, domicilia

do en esta

ciudad, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General,

de la República;
Vista el acta de los recursos de casac ión, levant

a en

la Secretaría de la Corte a-qua, el primero de sept 

ad
iembre

de 1976, a requerimiento del Dr. Luis Eduardo Norberto,

actuando
 a nombre de los recurrentes, en la que no se pro-

pone ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, dep	 curren
ositado el 8

de julio de 1977, suscrito por el abogado de los re que se
tes, Dr. Luis Eduardo Norberto Rodríguez, 

y en el 

proponen los medios de casación que luego se indican;

Visto el escrito del interviniente, Enrique 	
Antonio

Polanco, dominicano, mayor de edad, empleado privado.
domiciliado en esta ciudad, del 8 de julio de 1977, suscrito
por su abogao, el Dr. Luis E. Martínez Peralta;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber
berado y vistos los artículos 49, 52 y 96 de la Ley 2
1967, sobre Tránsito y Vehículos; 1384 del Código Ci
1 y 10 de la Ley 4117 de 1955, sobre Seguro Oblig,atoriuroor
de Vehículos de Motor; y 1, 62 y 65 de la Ley sobre P

dimiento de Casación;
Considerando, que la sentencia impugnad a) que ceo

a y los (Ir

comentos del expediente, ponen de manifiesto: 

motivo de un accidente de tránsito ocurrido el 4 de julio
--(1 1974, en esta ciudad, en que resultó una persona con
lesiones corporales, la Sexta Cámara Penal del Juzgado
de primera Instancia del Distrito Nacional, dictó el 28 de
octubre de 1975, en sus atribuciones correccionales, una
sentencia cuyo dispositivo aparece en el de la ahora impug-
nada; b) que sobre los recursos de apelación interpuestos
intervino la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo
dispositivo dice así: 'FALLA: PRIMERO: Admite como
regular y válido en cuanto a la forma, los recursos de ape-
lación interpuestos por a) Luis Eduardo Norberto Rodrí-
guez, a nombre del prevenido Esteban Pimentel U., la per-
sona civilmente responsable, César Darío de los Santos y
la Compañía de Seguros Pepín, S. A., en su calidad de en-
tidad aseguradora, en fecha 14 del mes de noviembre del
año 1975, b) por el Dr. Luis E. Martínez Peralta, a nom-
bre de Enrique Antonio Polanco, parte civil, en fecha 21
de noviembre del 1975, contra sentencia dictada por la
Sexta Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice así: "Palia:
Primero: Se pronuncia el defecto en contra del nombrado
Esteban Pimentel U: jipe, por no haber comparecido a la
audiencia, no obstante haber 3ide degalmennte citado; Se-
gundo: Se declara al nombrado Esteban Pimentel Uribe,
culpable de violar la Ley 241, en perjuicio de Enrique An-
tonio Polanco, y en consecuencia se condena al pago do
una multa de Cien Pesos Oro (rDs100.001 y costas, aco-
giendo en su favor circunstancias atenuantes; Tercero: S'a
declara buena y válida la constitución en parte civil in-
tentada por Enrique Antonio Polanco, en contra de César
Darío de los Santos Abréu, por haberla hecho de acuerdo
a las disposiciones legales, en consecuencia se condena a
Car Darío de los Santos Abréu, al pago de una indem-
II /tac:6n de Cinco Mil Pesos Oro (RD$5,000.001, a favor
de dicha parte civil constituida, como justa reparación por

daños morales y materiales por él sufridos con motivo
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te, yla Compañía de Seguros Pepín, S. A., con domicilio
social en la calle Palo Hincado No. 67, de esta ciudad, con-
tra lasentenci dictada en sus atribuciones correccionales,

por la Corte de
a
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da en
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,

actuando
 a nombre de los recurrentes, en la que no se pro-

pone ningún medio determinado de casación;
Visto el memorial de los recurrentes, depositado el 8

de julio de 1977, suscrito por el abogado de los recurren-
tes, Dr. Luis Eduardo Norberto Rodríguez, 

y en el

proponen los medios de casación que luego se indican;

Visto el escrito del intervinirnte, Enrique Antonio
Polanco, dominicano, mayor de edad, empleado privado,
domiciliado en esta ciudad, del 8 de julio de 1977, suscrito
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49, 52 y 96 de la Ley 241,
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motivo de un accidente de tránsito ocurrido el 4 de julio
de 1974, en esta ciudad, en que resultó una persona con
lesiones corporales, la Sexta Cámara Penal del Juzgado
oh Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó el 28 de
octubre de 1975, en sus atribuciones correccionales, una
sentencia cuyo dispositivo aparece en el de la ahora impug-
nada; b) que sobre los recursos de apelación interpuestos
interv ino la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite como
regular y válido en cuanto a la forma, los recursos de apc-
¡ación interpuestos por a) Luis Eduardo Norberto Rodrí-
guez, a nombre del prevenido Esteban Pimentel U., la per-
sona civilmente responsable, Cesar Darío de los Santos y
la Compañía de Seguros Pepín, S. A., en su calidad de en-
tidad aseguradora, en fecha 14 del mes de noviembre del
año 1975, b) por el Dr. Luis E. Martínez Peralta, a nom-
bre de Enrique Antonio Polanco, parte civil, en fecha 21
de noviembre del 1975, contra sentencia dictada por la
Sexta Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instan-

del Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice así: "Falla:
Primero: Se pronuncia el defecto en contra del nombrado
Esteban Pimentel Uribe, por no haber comparecido a la
audiencia, no obstante haber sido legalmennte citado; Se-
gundo: Se declara al nombrado Esteban Pimentel Uribe,
culpable de violar la Ley 241, en perjuicio de Enrique An-
tonio Polanco, y en consecuencia se condena al pago de
una multa de Cien Pesos Oro (RD$100.00) y costas, aco-
giendo en su favor circunstancias atenuantes; Tercero: Se
declara buena y válida la constitución en parte civil in-
tentada por Enrique Antonio Polanco, en contra de César
Darío de los Santos Abréu, por itzberla hecho de acuerdo
a las disposiciones legai.es, en consecuencia se condena a
César Darío de los Santos Abréu, al pago de una indem-
Ilación de Cinco Mil Pesos Oro (RD$5,000.00), a favor
de dicha parte civil constituida, como justa reparación por

dafios morales y materiales por él sufridos con motivo



BOLETTN JUDICIAL	 191
190 BOLETIN JUDICIAL

del mencionado accidente, más al pago de los intereses
legales de la suma acordada, a título de indemnización
complementaria, a partir de la fecha de la demanda en

justicia, así como al pago de las costas civiles, con distrae.
ción de las mismas en provecho del Dr. Luis Emilio Mar.
tínez Peralta, quien afirma haberlas avanzado en su tota.
Edad; Cuarto: Se ordena que la presente sentencia sea co,
mún y oponible a la Compañía de Seguros Pepín, S. A.,
por ser la entidad aseguradora del vehículo que ocasioné
el susodicho accidente, por haber sido hechos de acuerdo

a la ley; SEGUNDO: Pronuncia el defecto del prevenido
Esteban Pimentel U.; la persona civilmente responsable,
CSar Darío de los Santos Abrétt. y la Compañía Asegu-
radora Pepín, S. A., por no haber comparecido, no obsttan-
te estar legalmente citados; TERCERO : En cuanto al fon-
do de dichos recursos, confirma en todas sus partes la es-
pecie apelada por haber sido dictada conforme a derecho;

co-CUARTO: Ordena que la presente sentenciale sean
mún y oponible a la entidad aseguradora  Seguros Pepín,
S. A., defectante, aseguradora del vehículo que originó el
accidente; QUINTO: Condena a los recurrentes que su-
cumben Esteban Pimentel Uribe., al pago de las costas
penales de esta alzada, así como las civiles conjuntam en

-te con la persona civilmente responsable, distrayéndolas
estas últimas en provecho del Dr. Luis E. Martínez Peral-
ta, abogado de la P. C., quien afirma haberlas avanzado
en su totalidad";

Considerando, que en su memorial, los recurrentes no
articulan los medios de casación en que fundamen tan an

recurso, pero en definitiva, de lo que se quejan es, de quo
la sentencia impugnada no contiene motivos suficientes
pertinentes para justificar su dispositivo y que tampoco
contiene una exposición de hechos que permita determinar
si la ley ha sido o no bien aplicada; por último, alegan lob
recurrentes, que la Corte a-qua acordó una indemnización

desproporcionada, en relación a los daños, por todo lo cual
la sentencia impugnada debe ser casada; pero,

Considerando, que la Corte a-qua, mediante la ponde-
ración de todos los elementos (1,2 juicio y circunstancias
de la causa, dió por establecido: a) que el 4 de julio de
1974, Esteban Pimentel Uribe, transitaba de Este a Oes-
te por la Avenida Teniente Amado García Guerrero, en
un carro propiedad de César Darío de los Santos Abreu,
con Póliza A-1270, de la Seguros Pepín, S. A., al llegar a
la esquina formada con la calle José Martí, violando la
luz roja del semáforo que le impedía continuar la marcha,
atropelló a Enrique Antonio Polanco, que cruzaba por la
línea de peatón de un lado a otro de la referida avenida;
b) que como resultado de dicho atropello, Enrique Anto-
nio Polanco, resulltó con lesión permanente, ya que hubo
que amputarle la pierna izquierda; c) que el accidente
en cuestión tuvo su origen en la falta del chófer, Esteban
Pimentel Uribe, al no respetar las reglas del tránsito,
atravesando la esquina formada por la Avenida Teniente
Amado García Guerrero y la calle José liarte, estando el
semáforo en rojo para él;

Considerando, que los hechos así establecidos confi-
guran el delito de golpes y heridas involuntarias, ocasio-
nadas con el manejo de un vehículo de motor, previsto
por el artículo 49, de la Ley 241, de 1967, sobre Tránsito
y Vehículos, y sancionado por ese mismo texto legal en su
letra d) de nueve (9) meses a tres (3) años de prisión, y
multa de doscientos (RD$200.00) a setecientos pesos (RD
$700.00) si los golpes o heridas ocasionaron a la víctima
Una lesión permanente, como ocurrió en la especie; que en
consecuencia, la Corte a-qua, al condenar al prevenido re-
currente a cien pesos (RDS100.00) de multa, luego de ha-
berlo declarado culpable, y acogiendo en su favor circuns-
tancias atenuantes, le aplicó una pena ajustada a la ley;

Considerando, que así mismo la Corte a-qua apreció
el hecho del prevenido, había ocasionado a la persona
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del mencionado accidente, más al pago de los intereses
legales de la suma acordada, a título de indemnización

complementaria, a partir de la fecha de la demanda en
justicia, así como al pago de las costas civiles, con distrae.
ción de las mismas en provecho del Dr. Luis Emilio Mar-
tínez Peralta, quien afirma haberles avanzado en su teta.
lidad: Cuarto: Se ordena que la presente sentencia sea co-
mún y oponible a la Compañía de Seguros Pepín, S. A.,
por ser la entidad aseguradora del vehículo que ocasione
el susodicho accidente, por haber sido hechos de acuerdo
a la ley; SEGUNDO: Pronuncia el defecto del prevenido
Esteban Pimentel U.; la persona civilmente responsable,
César Darío de los Santos Abréu. y la Compañía Asegu-
radora Pepín, S. A., por no haber ccmparecido, no obsttan-
te estar legalmente citados; TERCERO: En cuanto al fon-
do de dichos recursos, confirma en todas sus partes la es-

pecie apelada por haber sido dictada conforme a derecho;
CUARTO: Ordena que la presente sentencia le sean co-
mún y oponible a la entidad asegurado ra Seguros Pepín,
S. A., defectante, aseguradora del vehículo que originó el

accidente; QULNTO: Condena a los recurrentes que su-
cumben Esteban Pimentel Uribe, al pago de las costas
penales de esta alzada, así como las civiles conjuntam en-

te con la persona civilmente responsable, distrayéndolas
estas últimas en provecho del Dr. Luis E. Martínez Peral-
ta, abogado de la P. C., quien afirma. haberlas avanzado
en su totalidad";

Considerando, que en su memorial, los recurrentes 
no,

articulan los medios de casación er_ que fundamentan
recurso, pero en definitiva, de lo que se quejan es, de 00

la sentencia impugnada no contiene motivos suficientes y
pertinentes para justificar su dispositivo y que tampoco
contiene una exposición de hechos que permita determinar
si la ley ha sido o no bien aplicada; por último, alegan 105
recurrentes, que la Corte a-qua acordó una indemnizaeló

desproporcionada , en relación a los daños, por todo lo cual
la sentencia impugnada debe ser casada; pero,

Considerando, que la Corte a-qua, mediante la ponde-
ración de todos los elementos de juicio y circunstancias
de la causa, dió por establecido: a) que el 4 de julio de
1974, Esteban Pimentel Uribe, transitaba de Este a Oes-
te por la Avenida Teniente Amado García Guerrero, en
un carro propiedad de César Darío de los Santos Abreu,
con Póliza A-1270, de la Seguros Pepín, S. A., al llegar a
la esquina formada con la calle José Martí, violando la
luz roja del semáforo que le impedía continuar la marcha,
atropelló a Enrique Antonio Polanco, que cruzaba por la
línea de peatón de un lado a otro de la referida avenida;
b) que como resultado de dicho atropello, Enrique Anto-
nio Polanco, resultó con lesión permanente, ya que hubo

»ave amputarle la pierna izquierda; c) que el accidente
Mi cuestión tuvo su origen en la falta del chófer, Esteban
Pimentel Uribe, al no respetar las reglas del tránsito,
atravesando la esquina formada por la Avenida Teniente
Amado García Guerrero y la calle José Marté, estando el
semáforo en rojo para él;

Considerando, que los hechos así establecidos confi-
guran el delito de golpes y heridas involuntarias, ocasio-
nadas con el manejo de un vehículo de motor, previsto
por el artículo 49, de la Ley 241, de 1967, sobre Tránsito
y Vehículos, y sancionado por ese mismo texto legal en su
letra dl de nueve (9) mes-es a tres (3) años de prisión, y
multa de doscientos (RD$2C0.00) a setecientos pesos (RD
$700.00) si los golpes o heridas ocasionaron a la víctima
una lesión permanente, como ocurrió en la especie; que en
consecuencia, la Corte a-qua, al condenar al prevenido re-
currente a cien pesos (RDS100.00) de multa, luego de ha-
berlo declarado culpable, y acogiendo en su favor circuns-
tancias atenuantes, le aplicó una pena ajustada a la ley;

Considerando, que así mismo la Corte a-qua apreció
que el hecho del prevenido, había ocasionado a la persona
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constituida en parte civil daños y perjuicios materiales y

morales que evaluó en la suma de un mil pesos (RD$4,.
000.00); que en consecuencia, la Corte a-qua, al condenar
a César Darío de los Santos Abréu, parte puesta en causa,
como civilmente responsable, al paco de esa suma, más los
intereses legales a partir de la demanda, como indemniza.
ción complementaria, lejos de haber impuesto una repa-
ración, irrazonable, único caso en que la sentencia impug-
nada hubiese podido ser casada, en este aspecto, hizo una
correcta aplicación del artículo 1384 del Código Civil; y
al hacer oponibles dichas condenaciones a la entidad ase-
guradora, Compañía Pepín, S. A , hizo también una ec-
rrecta aplicación de los artículos 1 y 10 de la Ley 4117
sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor;

Considerando, que la sentencia impugnada, pone de
manifiesto, que contrariamente a lo alegado por los recu-
rrentes, ella contiene motivos suficientes y pertinentes,
y una exposición de hechos, que permiten determinar que
la ley ha sido bien aplicada, por lo que, los alegatos de és-
tos carecen de fundamento y deben ser desestimados;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos, en lo concerniente al prevenido
recurrente, no contiene vició alguno que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien7
te a Enrique Antonio Peralta, en los recursos de casación
interpuestos por Esteban Pimentel, César Darío de loe
Santos y Seguros Pepín, S. A., contra la sentencia dictada
'en sus atribuciones correccionales, por la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo, el primero de septiembre de 1976,
cuyo dispositivo se copia en parte anterior del presente
fallo; Segundo: Rechaza dichos recursos en todas sus par
tes; Tercero: Condena al prevenido Esteban Pimentel al
pago de las costas penales, y a éste y a Enrique Antonio
Peralta al pago de las costas civiles, distrayendo éstas 11-
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dinas en favor del Dr. Luis Emilio Martínez Peralta, abo-
gado del interviniente, quien afirma haberlas avanzado en
su totalidad, y hace oponibles las del asegurado, a la Com-
pañía de Seguros Pepín, S. A., dentro de los términos de
la Póliza.

(FIRMADOS).— Néstor Coi- tín Aybar, F. E. Ravelo
de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Her-
nández Espaillat.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Gene-
ral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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constituida en parte civil daños y perjuicios materiales y

morales que evaluó en la suma de un mil pesos (RD$1,_
000.00); que en consecuencia, la Corte a-qua, al condenar'
a César Darío de los Santos Abréu, parte puesta en causa,
como civilmente responsable, al pago de esa suma, más los
intereses legales a partir de la demanda, como indemniza-
ción complementaria, lejos de haber impuesto una repa-
ración, irrazonable, único caso en que la sentencia irnpug.
nada hubiese podido ser casada, en este aspecto, hizo una
correcta aplicación del artículo 1384 del Código Civil; y
al hacer oponibles dichas condenaciones a la entidad ase-
guradora, Compañía Pepín, S. A., hizo también una co-
rrecta aplicación de los artículos 1 y 10 de la Ley 4117
sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor;

Considerando, que la sentencia impugnada, pone de
manifiesto, que contrariamente a lo alegado por los recu-
rrentes, ella contiene motivos suficientes y pertinentes,
y una exposición de hechos, que permiten determinar que
la ley ha sido bien aplicada, por lo que, los alegatos de és-
tos carecen de fundamento y deben ser desestimados;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos, en lo concerniente al prevenido
recurrente, no contiene vicio algwx) que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniera-
te a Enrique Antonio Peralta, en los recursos de casación
interpuestos por Esteban Pimentel, César Darío de loe
Santos y Seguros Pepín, S. A., contra la sentencia dictada
en sus atribuciones correccionales, por la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo, el primero de septiembre de 1976,
cuyo dispositivo se copia en parte anterior del presente
fallo; Segundo: Rechaza dichos recursos en todas sus par
tes; Tercero: Condena al prevenido Esteban Pimentel al
pago de las costas penales, y a éste y a Enrique Antonio
Peralta al pago de las costas civiles, distrayendo éstas íd.

urnas en favor del Dr. Luis Emilio Martínez Peralta, abo-
gado da interviniente, quien afirma haberlas avanzado en
su totalidad, y hace oponibles las del asegurado, a la Com-
pañía de Seguros Pepín, S. A., dentro de los términos de
la Póliza.

(FIRMADOS).— Néstor Cortín Aybar, F. E. Ravelo
de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perciba, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Her-
nández Espaillat.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Gene-
ral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
au&encia pública del día, mes y año en él expresado; y
fué firmada, leida y publicada por mí, Secretario General,

e certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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